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FALENCIAS JURÍDICAS EN LA APLICABILIDAD DEL SISTEMA 
DEL LIBRE DESPIDO  EN LA LEGISLACIÓN LABORAL 
ECUATORIANA – PROPUESTA PARA LA  APLICABILIDAD DEL 
SISTEMA DEL DESPIDO REGULADO 
 
 
     Un sistema judicial laboral eficaz y oportuno, tanto en el área administrativa como 
judicial es un objetivo fundamental de la clase trabajadora, que por más de cincuenta años 
se ha mantenido vigente, impulsa la necesidad de establecer reformas laborales acordes a 
la realidad nacional ecuatoriana, principalmente dentro de una de las instituciones más 
controvertidas de la legislación laboral  como es el despido intempestivo, vigente dentro de 
un sistema de libre despido, que por su aplicabilidad transgrede la normativa constitucional 
y laboral; y, dentro de este contexto se hace imperativo acoger otro sistema de terminación 
de la relación laboral, esto es el sistema del despido regulado, que por su estructura permite 
un mayor respeto a los derechos humanos laborales. 
 
 
PALABRAS CLAVES: CONTRATO DE TRABAJO, EMPLEO, EMPLEADOR, 











LEGAL FAILURES IN THE APPLICABILITY OF FREE DISMISSAL SYSTEM 
IN THE ECUADORIAN LABOR LEGISLATION –PROPOSAL FOR THE 
APPLICABILITY OF REGULATED DISMISSAL 
 
An efficient and timely labor judicial system, for the administrative and judicial area is an 
essential objective for the worker class, that for more than fifty years has maintained 
effective and proposed the need to introduce labor amendments in line to the Ecuadorian 
reality, mostly in one of the most controversial  institutions of the labor legislation, such as 
the uninformed dismissal, that is effective in the fee dismissal system. Uninformed 
dismissal, due to its inapplicability, breaches the constitutional and labor regulatory body, 
and under such justification, adopting a new regulated dismissal system becomes 




Labor Contract, Employment, Entrepreneur, Labor Law, Unemployment, uninformed 
Dismissal 
 
I certify that I am fluent in both English and Spanish languages and that I have prepared 
the attached translation from the original in the Spanish language to the best of my 











El presente proyecto tiene por objeto el determinar las falencias jurídicas de la 
aplicabilidad del sistema del libre despido en la legislación laboral  ecuatoriana  no  solo dentro del 
campo jurídico sino también dentro del marco de funcionalidad de las Instituciones  encargadas de 
la administración  de justicia laboral, esto es  en las  Inspecciones  del Trabajo  y  en  los Juzgados 
del Trabajo, a fin de particularizar la verdadera problemática Jurídica –Social del despido 
intempestivo en base a la doctrina, a  la jurisprudencia, a  la legislación nacional y  la  legislación  
extranjera. 
 
Una vez determinadas las falencias jurídicas del sistema del libre despido y 
particularizados cada uno de los problemas que se presentan, entonces a través de la investigación 
jurídica se establecerán los fundamentos doctrinarios, jurisprudenciales e investigativos para la 
implementación y aplicabilidad del sistema del despido regulado en la legislación laboral 
ecuatoriana, más benevolente en el respeto a los principios y garantías  laborales que consagra la 
vigente Constitución de la República  del  Ecuador,  en remplazo del obsolescente sistema antes 
referido. 
 
El presente trabajo se encuentra conformado por el Capítulo I, en el cual se formula el 
problema, su planteamiento, su formulación, los objetivos de la investigación,  su justificación e 
importancia. En el capítulo II, se trata acerca del marco teórico, se enuncian los  antecedentes del 
problema, la fundamentación teórica, el posicionamiento  personal,  la  hipótesis,  las variables  y  
las definiciones conceptuales  y  operacionales de las variables. En el capítulo III, se establece el 
tipo de investigación a realizarse, la  población  y muestra, elaboración de instrumentos, la forma 
de recolección de la información, análisis  de  resultados. En el Capítulo  IV,  se trata del  análisis e 
interpretación de resultados, conclusiones y recomendaciones. Finalmente tenemos el marco 
administrativo, en  el  que contiene  la factibilidad, cronograma y presupuesto de  la investigación 




En la investigación  propuesta  se realizará  un  análisis normativo   (constitucional y legal), 
doctrinario y jurisprudencial sobre el sistema del libre despido en la legislación laboral 
ecuatoriana, examinando sus falencias, a fin de establecer los fundamentos necesarios para la 














“FALENCIAS JURÍDICAS  EN  LA APLICABILIDAD DEL SISTEMA DEL 
LIBRE DESPIDO EN LA LEGISLACIÓN LABORAL ECUATORIANA – 
PROPUESTA PARA LA APLICABILIDAD  DEL SISTEMA  DEL  DESPIDO 
REGULADO” 
 
1.1.   PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
Actualmente, es muy común  encontrar las salas de audiencias de las  Inspecciones del 
Trabajo y las oficinas de  los  Inspectores del Trabajo de país, atendiendo a una gran cantidad  de  
personas durante las  ocho horas diarias de atención y con una gran cantidad de público; estas  
personas son TRABAJADORES reclamando el cumplimiento de sus derechos  laborales que  han 
sido  transgredidos  por EMPLEADORES, especialmente lo referente al pago de indemnizaciones 
por despido intempestivo y pagos por derechos laborales adquiridos. 
 
 En las Insectorías del Trabajo, y  con  la intervención de los Inspectores del Trabajo se 
“negocian” las indemnizaciones y/o  pagos que deben recibir la mayoría de los trabajadores, y la 
palabra negociar  significa  conculcación de derechos, y  el  no pago  total de las  indemnizaciones 
y/o  pago por derechos  adquiridos, en un acto de renuncia de derechos laborales solemnizado por 
la  autoridad del trabajo, bajo el pretexto del largo periodo de tiempo que dura un juicio laboral; el 
costo del mismo y  sobre todo por lo difícil que es demostrar en el proceso laboral el despido 
intempestivo, violando  los Artículos 33 y 326 numeral 2 de la Constitución de la República del 
Ecuador. 
 
Los trabajadores a quienes se les negó su reclamo por inasistencia del empleador o por la 
negativa del mismo o por cuanto el  Inspector del trabajo no intervino en el reclamo, acuden  al 





En la ciudad de Quito, en año 2012, los jueces laborales conocieron  aproximadamente 
cinco mil juicios; el 95% fueron por reclamos de pagos indemnizaciones por despido intempestivo 
y pagos por derechos adquiridos, lo que se considera como una carga procesal excesiva dentro de 
un procedimiento oral, que repercute en el tiempo de duración de los juicios laborales, con un 
promedio de tres años con todas las instancias impugnatorias.  
 
El problema de  lo mencionado  se encuentra  en  nuestra  legislación  laboral, que acoge el 
SISTEMA DEL LIBRE  DESPIDO, esto es que el empleador, en cualquier momento y  sin causa  
justa  puede  DESPEDIR  INTEMPESTIVAMENTE  al  trabajador, aún  sin el cumplimiento  de  
sus obligaciones laborales.  Este sistema  es  considerado por  tratadistas  y  varias  legislaciones  
como  atentatorio contra los derechos  humanos.  
 
 El despido intempestivo no consta como causal de terminación de la relación laboral en el 
Art. 169 del Código del Trabajo, y el Art. 188 ibídem, lo que prevé es una sanción pecuniaria 
denominada indemnización. 
 
 Los  efectos del SISTEMA DEL LIBRE  DESPIDO  son evidentes y se reflejan en: la 
IMPUNIDAD LABORAL  que afecta a decena de  miles de  trabajadores;  la  justicia 
administrativa del  Ministerio de Relaciones Laborales, que la vuelve ineficaz; la Función Judicial,  
por  una  aplicación  parcial de la tutela efectiva que prevé el Art. 75 de la Carta  Magna  y  por los  
costos económicos que  involucra  una carga procesal excesiva; y, la  transgresión de Derechos 
Constitucionales referidos anteriormente. 
 
La solución al problema planteado es cambiar este falente sistema y acoger el SISTEMA 
DE DESPIDO REGULADO O JUSTIFICADO, esto es que el empleador para despedir al 
trabajador, previamente debe haber cumplido con todas sus obligaciones laborales, y demostrarlas 
ante la autoridad administrativa del trabajo, a fin de que autorice la terminación unilateral de la 
relación laboral.   
  
Este sistema  garantizará primeramente  los derechos laborales del trabajador consagrados 
en la Carta Magna y la legislación del  trabajo, reduciendo  considerablemente la  IMPUNIDAD  
LABORAL, la  carga  procesal  laboral de la Función Judicial, costos económicos, y sobre todo el 





1.1.1. UBICACIÓN DEL PROBLEMA EN  UN CONTEXTO SOCIO-
CULTURAL. 
 
El  problema del sistema  del  libre  despido en el  Código del  Trabajo  afecta a una gran  
mayoría  de  Trabajadores  Ecuatorianos, a nivel país, y es así  que  desde el año de 2009 hasta el 
año  2013 han salido de las instituciones del sector público aproximadamente, ocho mil 
trabajadores, muchos de ellos despedidos intempestivamente por presunciones de corrupción y 
negligencia, y otros con la compra de renuencias obligatorias. 
 
Estos  actos ilegales por la vigencia del libre despido han afectado a los trabajadores y  sus 
familias, puesto  que, muchos  de  ellos, por su avanzada edad, no podrán conseguir otro trabajo 
fácilmente, lo que limitará muy seriamente su acceso a la jubilación. 
 
1.1.2. DELIMITACIÓN DEL PROBLEMA 
 
Delimitación de contenido  
 
Campo: Jurídico  
Área: Derecho Laboral 





La investigación se realizará en el Ministerio de Relaciones Laborales y Juzgados del Trabajo 
(Unidades Judiciales) de Quito. 
 
Delimitación temporal 
El trabajo de investigación se desarrollará durante los años 2012 y 2013. 
 
Unidades de Observación 
 
Ministerio de Relaciones Laborales 
Juzgados del Trabajo (Unidades Judiciales).  





1.1.3 FORMULACION DEL PROBLEMA 
 
¿El sistema del libre despido incide negativamente, en la administración de justicia 
administrativa y judicial en materia laboral? 
 
1.1.4 EVALUACIÓN DEL PROBLEMA 
 
Claro: El Problema es claro y conciso debe tomarse soluciones inmediatas con la reforma del 
Derecho Laboral Ecuatoriano. 
 
Evidente: Es prioritario rediseñar la asignatura de Derecho Laboral para que oriente en forma 
eficiente a Empleadores y Empleados del Ecuador. 
 
Concreto: El problema ha sido redactado en forma corta, directa y precisa ya que se pueden 
deducir las ideas principales. 
 
Relevante: El rediseño de la asignatura de Derecho Laboral es importante para la comunidad  
educativa  Universitaria,  Facultad  de  Jurisprudencia y Ciencias Sociales,  y  Sociedad en general. 
 
Factible: La realización de la tesis es factible ya que no necesita de grandes desembolsos 
económicos sino de perseverancia y constancia. 
 




1.2.1. OBJETIVOS GENERALES 
 
Establecer jurídica, doctrinaria y jurisprudencialmente las falencias legales de la aplicación del 








1.2.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
1. Particularizar las falencias Jurídicas  del  sistema  del  libre  despido  en  la  Administración 
de Justicia  laboral  Administrativa  (Inspección del Trabajo) y Judicial (Juzgados 
Laborales).   
 
2. Analizar los efectos y consecuencias del despido intempestivo con la aplicación del sistema 
del libre despido en el ámbito administrativo y Judicial. 
3. Singularizar  la  total ausencia  de  procedimiento Legal  en  el  ámbito  administrativo para 
el pago de derechos adquiridos por el trabajador e indemnizaciones por despido 
intempestivo. 
 
4. Estudiar el  sistema  del  despido  regulado o  justificado en la legislación de otros países, 
con la finalidad de establecer su procedencia de aplicación en la legislación laboral 
Ecuatoriana. 
 
5. Demostrar que el sistema de despido regulado se adecua al marco Constitucional 
Ecuatoriano  vigente  en  el  respeto  a  la  tutela  efectiva, imparcial y  expedita  de  
derechos. 
 
1.3.   JUSTIFICACIÓN 
 
En el Código de Trabajo no ha sido reformado parcialmente, de acuerdo a los intereses de 
los sectores más poderosos del país, representados por los gobiernos de turno, que bajo el pretexto 
de atraer la inversión extranjera, se inventaron el eslogan de “flexibilización de la legislación 
laboral”, que no fue otra cosa que reformas que implicaron la renuncia de derechos laborales.  
 
Dentro  de este contexto se hace necesario  una  reforma  laboral urgente en la institución  
más  sensible y transgredida  del Código de  Trabajo como es el despido intempestivo,  puesto  que  
ha sido y  es  utilizada  como  una  medida  de  represión  en contra de los trabajadores, cuando 
afectan los intereses  del empleador, especialmente  en el aspecto económico, cuando se reclama el 






La investigación dentro del ámbito propuesto no se la ha planteado anteriormente, y su 
aplicación se trasluce en la vigencia de un sistema de despido regulado, que beneficiaría no solo a 
miles de trabajadores, que verían cumplidas sus aspiraciones del respeto a sus derechos adquiridos, 
sino también, a la administración de justicia administrativa y judicial, ya que la carga procesal de 
reclamos laborales disminuiría considerablemente.  
 
Mi interés es ser partícipe de la reforma laboral de esta institución que en su aplicación 
transgreden derechos constitucionales, humanos y legales; y, que dentro de las perspectivas del 

















2.1. FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA 
 
2.1.1 ANTECEDENTES DE ESTUDIO 
 
2.1.1.1 ANTECEDENTES  INVESTIGATIVOS 
 
Revisando los archivos de las bibliotecas de las Universidades del Ecuador, no he 
encontrado otro tema similar al expuesto, si existe el tema sustentado, se diferencia por su 
profundidad científica y originalidad. 
 
CRITERIOS SOBRE EL DESPIDO INTEMPESTIVO 
 
El tratadista Dr. Guillermo Ochoa Andrade, se refiere al despido intempestivo como la 
terminación brusca de la relación laboral; esto es, sin causa justa o legal, terminación que implica 
correlativamente el pago de indemnizaciones según los diferentes casos en los que se produzca. 
 
Con respecto a la indemnización, el tratadista Jorge Vásquez López considera a la 
indemnización, como una sanción que se impone a quien infringe alguna norma, criterio que se 
encuentra en el Art. 188 del Código Laboral, para quienes no respetan la estabilidad o dan por 
terminado el contrato de trabajo sin causa legal. 
 
Ochoa Andrade (2002, p. 23), en su obra “La suspensión y la terminación del contrato 
individual de trabajo en el Ecuador”, conceptualiza el despido intempestivo y señala que es la 
terminación brusca de la relación laboral; esto es, sin causa justa o legal, terminación que implica 







Vásquez López (p. 134), en su obra “Derecho Laboral Ecuatoriano” considera a la 
indemnización, como una sanción que se impone a quien infringe alguna norma, criterio que se 
encuentra en el Art. 188 del Código Laboral, para quienes no respetan la estabilidad o dan por 
terminado el contrato de trabajo sin causa legal. 
 
Sobre el sistema de terminación de la relación laboral, acogido por el Ecuador, Tene 
Rodríguez (2008, p. 52), en su obra “La terminación del contrato individual del trabajo en la 
legislación ecuatoriana”, señala que se fundamenta en el libre despido, y que por lo tanto, el 
empleador tiene la completa libertad para despedir al trabajador cuando así lo creyere conveniente, 
incluso sin que exista causa alguna, lo que produce una gran incertidumbre en el trabajador, que no 
cuenta con una garantía mínima de estabilidad, lo que se trasluce en actos de discriminación 
atentatorios contra los derechos humanos.   
 
Hernández Molina (2009, p. 24), en su obra “Despido por necesidad de la empresa, 
derechos laborales”, se referirse al sistema de libre despido como atentatorio a los convenios 
internacionales, al respecto señala que el Convenio 158 de la OIT, fijó un principio general: el 
empresario no podrá, por su iniciativa, poner término a la relación de trabajo de  un trabajador, a 
menos que exista para ello causa justificada, causas reales que deberán estar relacionadas con la 
capacidad del trabajador, con su conducta, o estar  basadas en las necesidades de funcionamiento 
de la empresa, necesidades que deben acreditarse. 
 
SISTEMAS DE TERMINACIÓN DEL CONTRATO INDIVIDUAL DE 
TRABAJO 
 
2.1.1.2 LIBRE DESPIDO 
 
Es el hecho de que el empleador tiene la completa libertad para despedir al trabajador 
cuando así lo estime conveniente, incluso sin que exista causa alguna, lo que produce una gran 
incertidumbre en el trabajador, ya que no cuenta con una garantía mínima de que conservará su 
trabajo, lo que muchos casos incluso puede afectar su productividad.  
 
Este sistema en general no es aceptado por la doctrina, debido a la gran incertidumbre que 
introduce en el trabajador, al no tener una garantía mínima de que conservará su trabajo el día de 






La importancia que el derecho al trabajo asume dentro del elenco de los derechos de tipo 
social es principalísima, a tal punto que, en diversos países del mundo, destacados teóricos de la 
disciplina han llegado a señalar que debe ser considerado como “el arquetipo de los derechos 
sociales” (Sastre Ibarreche, 1996: 19) e incluso, según lo han sostenido autores como Daum, 
Jacobs, Remy, Vasak y Barrada “el primer derecho social históricamente reivindicado”, el 
“paradigma de los derechos sociales” o “el derecho social por antonomasia” (Sastre Ibarreche, 
1996: 23, 54, 69). En similar sentido, se ha dicho que el derecho al trabajo constituye uno de los 
“puntos neurálgicos” de las sociedades democráticas modernas (Alarcón Caracuel, 1979: 5-6), así 
como “un referente político fundamental” del Estado Social de Derecho (Baylos Grau, 2004: 25). 
 
No se requieren invenciones teóricas muy profundas para advertir que si existe un derecho 
al trabajo, la privación al trabajador del empleo que posee por el libre despido, cuando no existe 
una causa a él imputable que justifique ese accionar constituye una violación al derecho al trabajo 
por parte del empleador de ese derecho humano constitucionalmente reconocido. Es que si el 
derecho al trabajo plasma el objetivo constitucional de que todos los ciudadanos accedan al 
empleo, no parece dudoso que la privación injustificada de ese derecho a quien lo estaba ejerciendo 
legítimamente y no colocó motivo alguno que justificara esa exclusión, importa una flagrante 
transgresión de ese Derecho.  
 
Sobre el tema, Orsini(2012, p. 369), en su tratado “El derecho al trabajo como límite 
constitucional al despido injusto”, señala lo siguiente: 
 
(…) resulta evidente que existe entre el derecho al trabajo y el principio de estabilidad 
en el empleo una relación indisociable que, a la vez que potencia notablemente la protección 
de los trabajadores frente a los despidos injustificados, limita sustancialmente la 
arbitrariedad empresarial en lo que respecta a la duración y la extinción de los contratos de 
trabajo. Así, el derecho al trabajo se convierte en un indiscutible límite constitucional al 
despido injusto.   
 
El sistema de libre despido o comúnmente llamado despido injustificado es muy común en 
varias legislaciones, especialmente americanas, como es el caso de Ecuador, y se presenta de una 
manera inhumana, atentando contra el derecho a trabajo, puesto que, el empleador puede terminar 
unilateralmente la relación laboral sin causa justa, produciéndose lo que se conoce despido 
injustificado. 
 
Dentro de este contexto, la causa del despido o terminación de la relación laboral puede ser 




del empleador, así esta transgreda el marco constitucional y legal del derecho al trabajo y de la 
estabilidad. 
 
2.1.1.3   DESPIDO REGULADO 
 
El sistema despido regulado, también conocido como despido  justificado, es el más 
aceptado  por  la  doctrina,  pues,  si  bien  el  empleador  tiene  cierta libertad para despedir al 
trabajador, pero para hacerlo, debe ceñirse a una serie de exigencias legales, y sobre todo el 
expresar una causa lícita, que no violente el derecho al trabajo y a la estabilidad.  
 
La doctrina han resaltado de manera unánime esta configuración del derecho al trabajo 
como garantía del principio de estabilidad y límite constitucional contra el despido injustificado, y 
dentro de este contexto puntualiza Baylos Grau y Pérez (2009, p. 51),  en su tratado “El despido o 
la violencia del poder privado, que uno de los aspectos vitales de la dimensión individual del 
derecho al trabajo es la que se refiere a la permanencia del trabajador en el empleo, lo que implica:  
 
(…) la enunciación de un principio de estabilidad en el empleo, concretizado, de 
manera limitada en la imposibilidad de ser despedido sin que concurra una justa causa, lo 
que definitivamente viene a significar el derecho del trabajador con empleo a no ser 
expropiado arbitrariamente del mismo (…) 
 
El Tribunal Constitucional de España, en varios de sus fallos, como consta en la Sentencia 
N° 22/1981, y en la que se señala que el derecho al trabajo individual no solo abarca  la  
posibilidad  de los trabajadores  a  acceder, en  igualdad  de condiciones,  a  un puesto  de  trabajo 
concreto, sino también que, una vez obtenido éste, se concreta en “el derecho  a  la  continuidad  o  
estabilidad en  el  empleo, es decir, a no ser despedidos si no existe una justa causa”.  Incluso a 
posterior a señalado en la Sentencia N° 20/1994, citando al tratadista Baylos Grau (2004, p. 38) 
que conforme del contenido esencial del derecho al trabajo una determinada caracterización de la 
figura del despido, que debe presentarse  como  un  procedimiento,  permitiendo  la  permisibilidad  
del acto empresarial rescisorio, lo que implica la exteriorización formal de la causa de despido, 
posibilitando su reconocimiento por el trabajador en toda su potencialidad lesiva de su posición 
jurídica como titular del derecho a un puesto de trabajo, que se trasluce en la necesidad de un 
control judicial por el órgano jurisdiccional competente sobre la legitimidad del accionar del 
empleador, que puede ser desautorizado tanto en el aspecto formal como en el material. 
 
Sastre Ibarreche (1996, p. 231, 232), en su obra “El derecho al trabajo” señala que en el 




pretensión de conseguir una ocupación; 2) que se trate de un puesto adecuado; y, 3) que se trate de 
un puesto estable. Entonces de los aspectos enunciados surge la exigencia de asegurar la estabilidad 
en el empleo, de modo que el derecho constitucional al trabajo proyecta una cierta virtualidad sobre 
el momento extintivo de la relación laboral en un doble sentido: exigiendo un conjunto de garantías 
para que pueda materializarse la extinción e imponiendo, en determinados casos, la obligación de 
readmitir al trabajador cuyo despido no se ajusta a los requisitos legales.  
 
Martín Valverde (1980, p. 202), en su obra “Pleno empleo, derecho al trabajo, deber de 
trabajar en la Constitución española”, señala que “(…) las limitaciones más clásicas de la autonomía 
empresarial como consecuencia del reconocimiento del derecho al trabajo son las que se refieren a la 
exigencia de una causa grave para la justificación de los despidos individuales (…)”  
 
Los tratadistas señalados, puntualizan el derecho al trabajo y a la estabilidad como un 
derecho protegido dentro de un rango constitucional de derechos, que debe ser precautelado por el 
Estado, no solo dentro de un aspecto formal sino además material, que exige una causa justa de 
despido; caso contrario la Ley debe establecer procedimientos que permitan la readmisión del 
trabajador a seguir ocupando su puesto de trabajo, dentro de un control total de su Derecho a la 
estabilidad laboral. 
 
Las legislaciones de varios países, entre ellos: Venezuela, Francia, España, Australia, 
Finlandia, Portugal, Suecia, entre otros 35 países, han ratificado el Convenio 158 de la 
Organización Internacional del Trabajo OIT, sobre “la terminación de la relación de trabajo” 
(Www.lexis.com.ec, 2013), el mimo que en el Art. 4 señala: “No se pondrá término a la relación de 
trabajo de un trabajador a menos que exista para ello una causa justificada relacionada con su capacidad o 
su conducta o basada en las necesidades de funcionamiento de la empresa, establecimiento o servicio.”; y, 
en el Art. 10 del referido  convenio se señala:  
 
Si los organismos mencionados en el artículo 8 del presente Convenio llegan a la 
conclusión de que la terminación de la relación de trabajo es injustificada y si en virtud de la 
legislación y la práctica nacionales no estuvieran facultados o no consideraran posible, 
dadas las circunstancias, anular y eventualmente ordenar o proponer la readmisión del 
trabajador, tendrán la facultad de ordenar el pago de una indemnización adecuada u otra 
reparación que se considere apropiada.  
 
Si bien se le faculta al empleador a despedir a un trabajador, esta facultad  no debe ser 
absoluta, la terminación de la relación laboral debe ser justa, razonable, proporcionada y debe 
respetar el debido proceso, lo que permite convalidar la íntima relación del derecho al trabajo con 




De acuerdo a las normas citadas, el contrato de trabajo únicamente puede terminar si existe 
una causa relacionada con su capacidad o su conducta o basada en las necesidades de 
funcionamiento de la empresa, establecimiento o servicio. En lo referente a la capacidad, se refiere 
a causas que denoten una falta de preocupación por parte del trabajador en el desempeño de las 
actividades asignadas, dentro de un manifiesto incumplimiento de funciones. En lo referente a su 
conducta se refiere a un comportamiento del trabajador inadecuado, que transgrede la ética o la 
moralidad que debe ser observada en la relación laboral. En lo referente a la tercera causa sobre las 
necesidades de funcionamiento de la empresa, establecimiento o servicio, se refiere a situaciones 
de fuerza mayor que impidan las operaciones del servicio, o que el mismo se haya vuelto 
innecesario.  
 
Estas son las únicas causas por las que el empleador puede terminar el contrato de trabajo, 
desterrándose las causas discriminatorias y aquellas que violentan o transgreden la norma 
constitucional o jurídica. 
 
El artículo 6 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos  
en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”,  
ratificado por el Ecuador el 2 de Octubre de 1993, consagra el derecho al trabajo, garantiza el 
derecho al trabajo, y establece: “1. Toda persona tiene derecho al trabajo, el cual incluye la 
oportunidad de obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa a través del desempeño 
de una actividad lícita libremente escogida o aceptada”. Concomitantemente determina la 
necesidad primordial de los Estados partes el garantizar este derecho, al respecto señala:  
 
2. Los Estados partes se comprometen a adoptar las medidas que garanticen la plena 
efectividad al derecho al trabajo, en especial las referidas al logro del pleno empleo, a la 
orientación vocacional y al desarrollo de proyectos de capacitación técnico profesional, 
particularmente aquellos destinados a los minusválidos. Los Estados partes se 
comprometen también a ejecutar y a fortalecer programas que coadyuven a una adecuada 
atención familiar, encaminados a que la mujer pueda contar con una efectiva posibilidad 
de ejercer el derecho al trabajo”. (Www.lexis.com.ec, 2014)  
 
El Derecho al Trabajo se  constituye,  entonces, en  un  Derecho de  suma  importancia, y  
que forma parte del denominado “bloque de constitucionalidad”, esto quiere decir, que su plena 
vigencia y protección es deber fundamental del Estado; el acceso que deben tener los trabajadores a 
este derecho, garantiza el desarrollo de una vida digna que, a su vez, resulta ser el objetivo 





El artículo 7 de lo referido cuerpo legal aclara que para garantizar ese derecho, los Estados 
Partes deberán asegurar en sus legislaciones, de manera particular:  
 
(…) la estabilidad de los trabajadores en sus empleos, de acuerdo con las 
características de sus empleos y profesiones y con las causas de justa separación. En caso de 
despido injustificado, el trabajador tendrá derecho a una indemnización o a la readmisión en 
el empleo o cualesquiera otra prestación prevista por la legislación nacional” 
(Www.lexis.com.ec, 2014).  
 
De acuerdo a la citada norma, el Protocolo Adicional, les impone a los Estados parte, la 
obligación de incorporar en la legislación laboral, la terminación del contrato de trabajo por causas 
justas; y, además, que el trabajador pueda optar por exigir la readmisión. 
 
2.1.1.4.   Despido por cláusula 
 
En este sistema, el trabajador no puede ser despedido si en el contrato de trabajo se 
establece que la relación laboral puede terminar por quiebra de empresa, muerte o enfermedad 
contagiosa, así mismo cualquier otra acción o caso fortuito que contemple el contrato.  
  
Este régimen es propio de los funcionarios públicos que de la empresa privada. Aunque 
durante la mayor parte del siglo XX se tendió a este sistema, en la actualidad está más en desuso 
por la aplicación de las ideas económicas liberales. 
 




En España, se aplica el despido justificado, después de varios años de prácticas 
reivindicatorias de este derecho. Al respecto, el Tribunal Constitucional de España ha sostenido en 
la Sentencia Nro. 22/1981, en la que se señala que el derecho individual al trabajo no solo abarca la 
posibilidad de los trabajadores a acceder, en igualdad de condiciones, a un puesto de trabajo 
concreto, sino también que, una vez obtenido éste, se concreta en “el derecho a la continuidad o 
estabilidad en el empleo, es decir, a no ser despedidos si no existe una justa causa”.  
 
Posteriormente, el Tribunal Constitucional de España, reafirmó el fallo indicado al dictar la 




una determinada caracterización de la figura del despido. El despido debe presentarse como un 
procedimiento, permitiendo la “visibilidad” del acto empresarial rescisorio, lo que implica la 
exteriorización formal de la causa de despido, posibilitando su reconocimiento por el trabajador en 
toda su potencialidad lesiva de su posición jurídica como titular del derecho a un puesto de trabajo, 
lo que se trasluce en añadir la necesidad de un control Judicial por el órgano jurisdiccional 
competente sobre la legitimidad del accionar empresarial, que puede ser desautorizado tanto en el 




En Italia, la literatura jurídica ha destacado que la estabilidad en el empleo es la principal 
manifestación del derecho al trabajo constitucionalmente reconocido, y  con fundamento en ese 
derecho al trabajo constante en el artículo 4 de la Constitución italiana, que aun en ausencia de 
normativa legal que estableciera la protección de la estabilidad, la Corte Constitucional de ese país 
no sólo sostuvo por primera vez que el derecho de rescisión del contrato de trabajo por el 
empresario no era ilimitado, debiendo ceder ante el derecho al trabajo, (sentencia No 49, del 
9/6/1965), sino que también se declararon ilegítimas e ineficaces las discriminaciones arbitrarias en 
los despidos (sentencias No 174, del 14/7/1971 y No 176, del 7/7/1986).  
 
La jurisprudencia constitucional italiana de la década del sesenta, se convirtió en el eje 
central para la tutela contra el despido, que concluyera en la promulgación del famoso artículo 18 
del Estatuto de los Trabajadores de 1970, que estableció la estabilidad real o absoluta para los 
trabajadores del sector privado, constituyéndose en el paradigma de la máxima intensidad de la 
tutela contra el despido injusto a nivel europeo, lo que permitió reafirmar la relación del derecho al 
trabajo con el principio de estabilidad en el empleo y además, la absoluta compatibilidad y la 
insociabilidad entre ese derecho constitucional y el sistema más intenso de protección contra el 
despido arbitrario: el que habilita al trabajador injustamente despedido a ser reincorporado en su 
puesto de trabajo, norma legal que ha soportado los embates cada vez más fuertes, hasta ahora sin 




La Constitución de la República de Argentina no consagró, en su versión originaria (1853), 
el derecho al trabajo, y fue necesario esperar hasta 1949 para que la Constitución dictada ese año, 
incorporara a nivel nacional algunos de los postulados del constitucionalismo social, entre los 





El trabajo es el medio indispensable para satisfacer las necesidades espirituales y 
materiales del individuo y de la comunidad, la causa de todas las conquistas de la 
civilización y el fundamento de la prosperidad general; de ahí que el derecho de trabajar 
deber ser protegido por la sociedad, considerándolo con la dignidad que merece y 
proveyendo ocupación a quien la necesite. (CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DE 
ARGENTINA, 1949) 
 
Con la reforma constitucional de 1994 fue cuando el derecho al trabajo se constitucionalizó 
en el derecho argentino, y se incorporaron una serie de Tratados Internacionales de Derechos 
Humanos a los que se les reconoció jerarquía constitucional (Art. 75 inc. 22, C.N.), entre los cuales 
se encuentran la Declaración Universal de Derechos Humanos y el P.I.D.E.S.C., instrumentos que 
consagran expresamente el derecho al trabajo como derecho humano. 
 
Dentro del contexto indicado, la Corte Suprema de Justicia ha dado un paso trascendente 
en esa dirección cuando, en el año 2004, en oportunidad de pronunciarse sobre la invalidez 
constitucional del tope a la indemnización por despido injustificado, tras catalogar expresamente al 
derecho al trabajo como un derecho humano, ha señalado que el mismo es “comprensivo del 
derecho del trabajador a no verse privado arbitrariamente de su empleo, cualquiera sea la clase 
éste”, pronunciamiento que fue reiterado en numerosas ocasiones posteriores, generalmente al 
resolver temas vinculados a la estabilidad en el empleo, lo que permite colegir que existe una 




BLANCAS BUSTAMANTE (2002, p. 79), en su tratado “El despido en el derecho laboral 
peruano” ha señalado, que en el Perú, el Tribunal Constitucional, en las Sentencias del 6 de 
Noviembre del 2011 y del 21 de Enero de 1999, ha determinado que el despido injustificado es 
violatorio del derecho constitucional al trabajo, y deviene en un acto desprovisto de juridicidad y 
viciado de inconstitucionalidad, y que por lo tanto, se justifica la reposición de los trabajadores 












En la legislación venezolana, la legislación del trabajo, prevé en el artículo 112, que los 
trabajadores permanentes que no sean de dirección y que tengan más de tres (3) meses al servicio 
de un patrono, no podrán ser despedidos sin justa causa.  
  
En el artículo 116, se prevé una acción tutelar por el despido injustificado, y la disposición 
legal señala que:  
 
Cuando el patrono despida a uno (1) a más trabajadores deberá participarlo al Juez de 
Estabilidad Laboral de su jurisdicción, indicando las causas que justifiquen el despido 
dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes, y de no hacerlo se le tendrá por confeso en el 
reconocimiento de que el despido lo hizo sin justa causa. Así mismo, el trabajador podrá 
ocurrir ante el Juez cuando no estuviere de acuerdo con la procedencia de la causa alegada 
para despedirlo, a fin de que éste la califique y ordene su reenganche y pago de salarios 
caídos, si el despido no se fundamentó en una justa causa de conformidad con esta Ley. Si el 
trabajador dejare transcurrir el lapso de cinco (5) días hábiles sin solicitar la calificación 
del despido, perderá el derecho al reenganche, pero no así los demás que le correspondan en 
su condición de trabajador, los cuales podrá demandar ante el Tribunal del Trabajo de su 
jurisdicción. (LEGISLACIÓN DEL TRABAJO DE VENEZUELA, 2010) 
 
De lo expuesto, se observa que en la legislación venezolana se ha consagrado el derecho al 
trabajo como parte fundamental de los derechos humanos, que se trasluce en el respeto a la 




Legislaciones de otros países como México y Honduras hacen derivar del derecho al 
trabajo legislaciones que establecen la estabilidad absoluta de los trabajadores en el ámbito 
privado. 
 
2.1.1.6.    El sistema acogido en el Ecuador 
 
En la legislación laboral ecuatoriana el sistema que prima es el del libre despido, que se 
trasluce en la facultad de terminar el contrato de trabajo por la sola voluntad del empleador, aún sin 
causa justa, y en varios casos se presenta por circunstancias de discriminación y por privación de 





En la práctica laboral, es muy común, que se presenten despidos discriminatorios, como es 
el caso de los promotores en el intento de constituir una organización de trabajadores; de dirigentes 
sindicales; de la mujer embarazada por considerarla una carga para la actividad que desempeña, 
puesto que accederá a las licencias por maternidad y por lactancia; del trabajador que va acceder a 
la jubilación patronal, e incluso al pago de fondos de reserva. 
 
El Código del Trabajo, contempla también causas para la terminación del contrato de trabajo, 
que se lleva a cabo por las causas señaladas en los artículos 172 y 173, dentro de un trámite 
administrativo a cargo del inspector del trabajo, al que se le ha denominado “visto bueno”, y que se 
rige por un procedimiento falente.  
 
Causales de terminación del contrato individual de trabajo previstas en el Código del 
Trabajo. 
 
En el Código del Trabajo, las causas para la terminación del contrato de trabajo de trabajo 
son justificadas e injustificadas, y las “justificadas” se encuentran establecidas en el artículo 169 
del referido cuerpo legal.  
 
Ochoa Andrade (2004, p. 26), en su tratado “La suspensión y la terminación del contrato 
individual del trabajo en el Ecuador” acoge las ideas del italiano Ludovico Barassi, quien señala 
que existe dos causas generales de terminación del contrato de trabajo y que son: 
 
1.- Por agotamiento natural en cuanto se hubiere alcanzado un objetivo determinado o 
circunscrito en el tiempo, a que se hubiera destinado originalmente; y, 
 
2.-  Por el avenimiento de un hecho jurídico en su efecto extintivo, que interrumpe la relación en 
su tendencia normal a prorrogarse indefinidamente. 
 
En efecto, las causas son interesantes en esta clasificación general, ya que abarca tanto el 
tiempo en la realización y culminación de una tarea en cuanto a la existencia de un  hecho Jurídico. 
 
Sobre las causales de terminación del contrato de trabajo, el artículo 169 del Código del 
Trabajo, establece las siguientes: 
 
 
1) Por las causas legalmente previstas en el contrato; 




3) Por la conclusión de la obra, período de labor o servicios objeto del contrato; 
4) Por muerte o incapacidad del empleador o extinción de la persona jurídica contratante, si 
no hubiere representante legal o sucesor que continúe la empresa o negocio; 
5) Por muerte del trabajador o incapacidad permanente y total para el trabajo; 
6) Por caso fortuito o fuerza mayor que imposibiliten el trabajo, como incendio, terremoto, 
tempestad, explosión, plagas del campo, guerra y, en general, cualquier otro 
acontecimiento extraordinario que los contratantes no pudieron prever o que previsto, no lo 
pudieron evitar; 
7) Por voluntad del empleador en los casos del artículo 172 de este Código; 
8) Por voluntad del trabajador según el artículo 173 de este Código; y, 
9) Por desahucio. (CÓDIGO DEL TRABAJO, Www.lexis.com.ec, 2014). 
 
1) Por las causas legalmente previstas en el contrato.-  Se presenta de acuerdo a lo 
que se haya estipulado y previsto en el contrato, y puede ser por vencimiento del plazo, porque se 
cumplió la condición, por la ocasionalidad, la eventualidad, por reintegro al servicio del trabajador 
titular en el caso de reemplazo, etc. 
 
2) Por acuerdo de las partes.- Esta causal se presenta cuando existen las voluntades del 
empleador y del trabajador, expresado de manera libre y sin vicios del consentimiento. El contrato 
de trabajo pude, en cualquier momento, concluir, dejando sin efecto los plazos fijos y ciertas 
obligaciones que pudieran existir que obliguen a mantener los plazos y el objeto del contrato.  Esta 
es la forma más universal de terminar cualquier contrato, ya que tiene su base en el principio de la 
libre contratación.  
 
3) Por la conclusión de la obra, período de labor o servicios objeto del 
contrato.-  Esta causal se presenta cuando termina o concluye la obra o el servicio que se ha 
contratado, siendo necesario que tal condición se haya estipulado en el contrato, ya que al 
desaparecer la razón del contrato automáticamente deja de existir la necesidad de la prestación del 
servicio. Esta causal se evidencia, principalmente en los contratos temporales. 
 
4) Por muerte o incapacidad del empleador o extinción de la persona jurídica 
contratante, si no hubiere representante legal o sucesor que continúe la empresa o 
negocio.-  Para que subsista un contrato de trabajo es indispensable la existencia física de ambas 
partes contratantes,  en este caso, estamos frente a tres causas distintas entre sí: la muerte del 
empleador, su incapacidad y su extinción como persona jurídica. En el primer caso cuando muere 
el empleador termina el contrato cuando no exista representante legal o sucesor que continúe al 




a su cargo la empresa; por incapacidad, cuando por razones de enfermedad como la interdicción o 
en casos como la insolvencia, el empleador no puede estar al frente de la empresas o negocio y; 
cuando se ha extinguido la persona jurídica, ya sea por quiebra, cumplimiento del pazo del contrato 
o por voluntad de los socios. 
 
5) Por muerte del trabajador o incapacidad permanente y total para el 
trabajo.-  La muerte del trabajador pone fin a la relación laboral existente, ya que se extingue el 
compromiso del trabajador de prestar sus servicios lícitos y personales para los que estaba 
capacitado por su conocimiento y aptitud, por lo que a su muerte nadie puede reemplazarlo en el 
cumplimiento de sus obligaciones. De igual manera sucede cuando existe incapacidad permanente 
y total del trabajador para el desempeño de su cargo, por lo que termina la relación laboral. 
 
6) Por caso fortuito o fuerza mayor que imposibiliten el trabajo, como 
incendio, terremoto, tempestad, explosión, plagas del campo, guerra y, en general, 
cualquier otro acontecimiento extraordinario que los contratantes no pudieron 
prever o que previsto, no lo pudieron evitar.- En esta causal el caso fortuito  debe ser de tal 
magnitud que imposibilite el trabajo cuando suceda un acontecimiento extraordinario que los 
contratantes no puedan prever o que previsto no lo puedan evitar. La fuerza mayor en cambio, se 
refiere al hecho que se sea ajeno a la voluntad de los contratantes y superior a ella, y que sea 
imprevisto e inevitable, situación que acarrea la terminación del contrato cuando no permite de 
ninguna manera que se realicen o continúen las labores.  
 
7) Por voluntad del empleador en los casos del artículo 172 de este Código.- Se 
refiere al visto bueno o despido legal, trámite administrativo que es solicitado y obtenido por el 
empleador ante el Inspector del Trabajo, cuando el trabajador haya incurrido en una o más faltas de 
las tipificadas en el artículo 172 del Código del Trabajo. 
 
8) Por voluntad del trabajador según el artículo 173 de este Código.- En la 
literatura  jurídica  se  lo conoce con el  nombre de  despido indirecto o abandono tempestivo o 
justificado,  que  da lugar a  obtener una indemnización por parte del empleador  cuando  se  
origine  este tipo de separación, que son motivos justificados legalmente,  cuando se  configure  
cualquiera de  los tres casos, injurias graves inferidas por el empleador, sus familiares o 
representantes al trabajador; por disminución o por falta de pago o de puntualidad en el abono de la 
remuneración pactada; y, por exigir  el empleador que el trabajador ejecute una labor distinta de la 





9)  Por desahucio.- Es un acto jurídico unilateral o aviso previo, mediante el cual, una de 
las partes sea el empleador o el trabajador, hace conocer a la otra su decisión de dar por finalizado 
el contrato de trabajo, trámite que permite anticipar a las partes de la terminación de la relación 
laboral. La excepción la encontramos en la disposición del artículo 170 del Código del Trabajo que 
se refiere a la terminación sin desahucio, en los casos previstos en el artículo 169, numeral 3 
ibídem, que señala que la terminación de la relación laboral operará sin necesidad de desahucio ni 
otra formalidad cuando se produzca la conclusión efectiva de la obra; del período de labor o 
servicios objeto del contrato, siempre que así lo hayan estipulado las partes por escrito, y que se 
otorgue el respectivo finiquito ante la autoridad del trabajo. 
 
10)  Causas no establecidas en el Art. 169 del Código del Trabajo 
  
La renuncia.- El artículo de la referencia, en los numerales no contempla la figura 
jurídica de la renuncia como causal de terminación del contrato, donde es necesario la existencia de 
la aceptación tácita o expresa del empleador en la renuncia que presente el trabajador. Es 
indispensable que en la renuncia que presente el trabajador no haya existido coacción de ningún 
tipo y que haya fluido su voluntad libremente.  
 
El despido intempestivo.- El despido intempestivo en el ámbito Laboral es la ruptura 
unilateral que hace el empleador del contrato individual de trabajo, que celebró con uno o varios 
trabajadores. El despido puede ser injustificado, sin que existan presupuestos para su acontecer, en 
este caso el empleador está en la obligación de indemnizar al trabajador despedido en la forma y 
cuantía que estipula la ley.  Existe también el despido con justa causa, motivada por la mala 
conducta con trascendencia laboral del trabajador, en este caso no ha lugar ningún tipo de 
indemnización para el trabajador. 
 
Ochoa Andrade, (2002, p. 244) en su obra “La suspensión y la terminación del contrato 
individual del trabajo en el Ecuador” se refiere al despido intempestivo de la siguiente manera: 
 
(…) El despido intempestivo consiste en la terminación brusca; esto es, sin causa justa o 
legal, del contrato de trabajo con el trabajador, terminación que implica correlativamente el 
pago de indemnizaciones según los diferentes casos en los que se produzca (…). 
 
Espinosa Galo (p. 299) en su obra “Diccionario de Jurisprudencia de la Corte Suprema de 
Justicia”, Segunda serie, tomo V, ha transcrito un fallo, en el que se conceptualiza el despido 





Existe el despido intempestivo cuando es la voluntad unilateral del empleador la que 
rompe el vínculo laboral, caracterizándose, generalmente, por una acción inesperada y 
violenta.  Entonces es una demostración de voluntad de dar fin al contrato, que puede 
expresarse ora obligando al trabajador a que presente la renuncia, ora cerrando el local de 
trabajo, realizando cambio de ocupación maliciosa para degradar al trabajador a funciones 
que no pueda desempeñar o indicándole que no es requerido o disminuyéndole las 
remuneraciones, pero en todo caso es de carácter objetivo, y los testimonios, cuando se 
recurre a ellos, tienen que ser directos y tan suficientemente explicativos y claros como para 
que no dejen duda de que ocurrió el evento. 
 
La Jurisprudencia evidencia las diferentes formas de cómo se solapa el despido 
intempestivo, y señala que puede presentarse: obligando al trabajador a que presente la renuncia, 
cerrando el local de trabajo, realizando el cambio de ocupación maliciosa para degradar al 
trabajador a funciones que no pueda desempeñar o indicándole que no es requerido o 
disminuyéndole las remuneraciones. 
 
El artículo 169 del Código del Trabajo no prevé al despido intempestivo como una causa 
de terminación de la relación laboral, y en los artículos 188 y 189 únicamente, se sanciona el actuar 
ilegal del empleador con una sanción pecuniaria.  
 
El libre despido es evidente en el Código del Trabajo, aunque a veces se lo solapa dentro 
de una estabilidad real y absoluta, como por ejemplo en el caso de mujer embarazada. Al respecto el 
artículo 153 del Código del Trabajo (Www.lexis.com.ec, 2014) señala: “No se podrá dar por terminado el 
contrato de trabajo por causa del embarazo de la mujer trabajadora y el empleador no podrá reemplazarla 
definitivamente dentro del período de doce semanas que fija el artículo anterior.” 
 
Al analizar la disposición legal precedente, se piensa o nos llega la idea que se está 
cumpliendo con el mandato constitucional de protección a los grupos vulnerables, y sobre todo a la 
mujer embarazada; si embargo, el artículo 154 del Código del Trabajo (Www.lexis.com.ec, 2014), 
nos muestra una realidad contradictoria, pues señala: “ (…) En caso de despido o desahucio a que se 
refiere el inciso anterior, el inspector del trabajo ordenará al empleador pagar una indemnización 









Por un lado se prohíbe el despido intempestivo de la mujer embarazada y por otro lado se 
lo permite, si el empleador paga una determinada indemnización, lo que atenta contra el derecho al 
trabajo que prevé la Constitución de la República del Ecuador, en un Estado Constitucional de 
Derechos. 
 
Similares casos se presentan en lo que respecta a la prohibición de despido a dirigentes 
sindicales (187), cuando se presente a negociación un contrato colectivo (233), cuando este en 
trámite la constitución de una organización sindical, etc., prohibiciones que se “curan” con el 
simple pago de una  indemnización,  en contra del mandato constitucional del derecho al trabajo. 
 
ILEGALIDAD DE LAS CAUSAS DE TERMINACIÓN DE LA RELACIÓN 
LABORAL 
 
El despido intempestivo.- Es una causa ilegal de terminación de la relación laboral, puesto 
que se ejecuta por la sola voluntad del empleador, y en varios de los casos se instituye en causas 
injustificadas para la terminación del contrato de trabajo relacionadas con: libertad sindical, 
discriminación, licencias por maternidad y enfermedad, privación de derechos al trabajador, 
reclamos en contra del empleador; y, la violación de principios y derechos constitucionales y 
legales.  
 
El actual Código del Trabajó prevé un régimen falente para la terminación de la relación 
laboral, y muy especialmente aquellas normas referentes al despido intempestivo, que han 
permitido a los empleadores despedir a los trabajadores, incluso cuando las causas violan 
principios, derechos humanos y constitucionales.  
 
El Art. 33 de la Constitución de la República del Ecuador establece al trabajo como un 
derecho y un deber social, base de la economía, y le impone al Estado la obligación de garantizar la 
relación laboral de los trabajadores dentro del marco del respeto a la dignidad y legalidad.  
 
El Art. 66.2,  en lo referente al derecho a una vida digna de las personas, dispone la 
garantía al empleo como parte de la dignidad, entre otros derechos, que debe ser precautelada por 
el Estado.  
 
El Art. 1 de la Constitución de la República señala que el Ecuador es un “Estado 




todos los derechos que emanan de la Carta Magna, y fundamentalmente del derecho al trabajo, 
como parte de los derechos del buen vivir. 
 
En un “Estado Constitucional de Derechos” es inadmisible la terminación injustificada del 
derecho al trabajo, especialmente por el despido intempestivo. 
 
El Art. 6 del Protocolo Adicional sobre Derechos Económicos Sociales y Culturales 
(Www.lexis.com.ec, 2014), ratificado por el Ecuador el 2 de Octubre de 1993, consagra el derecho 
al trabajo, y en el Art. 7 aclara que para garantizar ese derecho, los Estados deberán asegurar en sus 
legislaciones, de manera particular la estabilidad de los trabajadores en sus empleos, de acuerdo 
con las características de sus empleos y profesiones y con las causas de justa separación, y que en 
el caso de despido injustificado, el trabajador tendrá derecho a una indemnización o a la readmisión 
en el empleo o cualesquiera otra prestación prevista por la legislación nacional.  
 
La disposición legal precedente, establece de que los Estados Partes, entre ellos el Ecuador, 
debe asegurar que la legislación laboral contemple la terminación del contrato de trabajo por causas 
justas; y, además, que el trabajador pueda optar por exigir la readmisión. 
 
El Art. 11.3 de la Constitución de la República del Ecuador (Www.lexis.com.ec, 2013) 
señala que “Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación por y ante cualquier 
servidora o servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a petición de parte.” 
 
Las norma constitucional indicada dispone que Estado ecuatoriano, a través de los 
servidores públicos, el respeto absoluto de los derechos humanos previstos en la normativa 
internacional y constitucional, que deben observarse en la administración de justicia, sea 
administrativa o judicial, y muy especialmente en el campo del derecho al trabajo, como parte 
fundamental de los derechos humanos.  
 
Son varios los países que aplican el despido justificado o con causa justa, entre ellos se 
encuentran Venezuela, Francia, España, Australia, Finlandia, Portugal, Suecia, entre otros 35 
países, que han ratificado el Convenio 158 de la OIT  sobre “la terminación de la relación de trabajo”, 
(Www.lexis.com.ec, 2013) y en el que se señala  que (Art. 4) “No se pondrá término a la relación de 
trabajo de un trabajador a menos que exista para ello una causa justificada relacionada con su capacidad 
o su conducta o basada en las necesidades de funcionamiento de la empresa, establecimiento o servicio.”; y, 
que en el caso del despido injustificado dispone que se debe (Art. 10) “anular y eventualmente 




La Ley le faculta al empleador a terminar unilateralmente el contrato de trabajo, pero dicho 
poder no debe ser absoluto, la terminación de la relación laboral debe ser justa, razonable, 
proporcionada y debe respetar el debido proceso, lo que permite convalidar la íntima relación del 
derecho al trabajo con el principio de estabilidad en el empleo.  
 
La compra de renuncias voluntarias obligatorias.- Pese a que se instituyó esta 
figura para los trabajadores que se rigen por la Ley Orgánica de Servicio Público, se aplicó también 
esta modalidad a los trabajadores amparados por el Código del Trabajo. 
 
El 28 de octubre de 2011, el Ministerio de Relaciones Laborales del Ecuador,  inició el 
proceso para despedir a cinco mil trabajadores, a través de la figura de la “compra de renuncias 
obligatoria” inmersa en el Decreto Ejecutivo 813, que reforma el Reglamento a la Ley Orgánica de 
Servicio Público LOSEP. 
 
El sustento legal del Gobierno para la arbitraria compra de renuncias obligatorias se basa 
en las siguientes disposiciones legales: 
 
Ley Orgánica de Servicio Público: 
 
“Artículo 47.- Casos de cesación definitiva.- La servidora o servidor público cesará definitivamente 
en sus funciones en los siguientes casos:… 
 
k) Por compra de renuncias con indemnización;…” (Www.lexis.com.ec, 2014) 
 
Decreto Ejecutivo 813: 
 
“Artículo 8.- A continuación del artículo 108, añádase el siguiente artículo 
enumerado. 
 
“Artículo...- Cesación de funciones por compra de renuncias con indemnización.- 
Las instituciones del Estado podrán establecer planes de compras de renuncias obligatorias 
con indemnización conforme a lo determinado en la letra k) del artículo 47 de la LOSEP, 
debidamente presupuestados, en virtud de procesos de reestructuración, optimización o 
racionalización de las mismas. 
 
El monto de la indemnización que por este concepto tendrán derecho a recibir las o 
los servidores, será de cinco salarios básicos unificados del trabajador privado por cada año 




trabajador privado en total, el cual se pagará en efectivo. 
 
Las servidoras y servidores públicos deberán cumplir obligatoriamente estos 
procesos aplicados por la administración. 
 
En el caso de la Provincia de Galápagos, el valor de la indemnización será 
calculado conforme a lo dispuesto en los numerales 1 y 2 de la Disposición General Primera 
de la LOSEP. 
 
Se considerará para el cálculo de las compensaciones y su correspondiente pago los 
años laborados en el sector público, así como la parte proporcional a que hubiere lugar. 
 
La compra de renuncias con indemnización no es aplicable para las y los servidores 
de libre nombramiento y remoción; con nombramientos provisionales, de período fijo, 
contratos de servicios ocasionales, ni para los puestos comprendidos dentro de la escala del 
nivel jerárquico superior.” 
 
El 7 de julio de 2011, se dictó el Decreto Ejecutivo 813, que reformó el Reglamento 
General a la Ley Orgánica del Servicio Público LOSEP, en el que se incorporó ilegalmente la 
figura de “renuncia obligatoria”, que había sido uno de los puntos más polémicos del proceso de 
aprobación de la LOSEP el 29 de septiembre de 2010, y que por voto en la Asamblea Nacional no 
pasó por ser una norma inconstitucional. 
 
Datos estadísticos de las renuncias obligatorias  
 
A través del ilegal Decreto se ha despedido un total de 2.607 trabajadores de las empresas e 
instituciones públicas estatales y se han cesado por jubilación a 465. Se espera que hasta finales de 
año se despida a 1600 trabajadores más, es decir que, con la compra de renuncias obligatorias y 
jubilaciones se cesará a 4.700 trabajadores aproximadamente.  
 
La Institución que más trabajadores cesó es el Ministerio de Salud con 1.094 trabajadores, 
que representa en 42%. Le sigue el Ministerio del Interior, Miduvi,  Ministerio de Justicia y Banco 
Nacional de Fomento con porcentajes del 10,7%, 10,2%, 9,8% y 9,2%, respectivamente. 
  
De los trabajadores cesados 465 fueron por jubilación obligatoria y voluntaria, que 






El 84,9% de los trabajadores públicos fueron despedidos con figura de la renuncia 
obligatoria, que representa un total de 2.607, a diferencia de los 465 trabajadores cesados por 
jubilación que representa un porcentaje menor del 15,1%.  
 
Los trabajadores amparados por la LOSEP han sido los más afectados con esta forma de 
terminación de la relación laboral con 1.825 trabajadores, que representa el 70%, con una 
diferencia significativa de los 782 trabajadores amparados por el Código del Trabajo, que 
representa un porcentaje menor del 30%. 
  
Conforme se señaló anteriormente, el sector más afectado ha sido el de la salud, que abarcó 
un 42% de los trabajadores cesados en sus funciones. De los 1.094 trabajadores de la salud cesados, 
667 estaban amparados por la LOSEP que representa el 60,1%, que contrasta significativamente 
con los 437 trabajadores amparados por el Código del Trabajo, que representa el 39,9%.  
 
La ilegalidad de la compra de renuncias 
 
El sustento de los ilegales despidos de las autoridades de gobierno, se basó en las supuestas 
labores de inteligencia que realizaron miembros de la Policía Nacional para detectar casos de 
corrupción de los servidores y trabajadores públicos. 
 
La compra de renuncias obligatorias atenta contra el ordenamiento jurídico, ya que no se la 
puedo incorporar como una norma del Reglamento a la LOSEP, cuando esta fue discutida por la 
Asamblea cuando formaba parte de la Ley, y rechazada por considerarle inconstitucional, por lo 
tanto, el Presidente de la República, no puede expedir un reglamento para cambiar el sentido 
estricto de la Ley, al respecto el Art. 147 de la Constitución de la República del Ecuador señala lo 
siguiente: 
 
“Art. 147.- Son atribuciones y deberes de la Presidenta o Presidente de la 
República, además de los que determine la ley:-- 
 
13. Expedir los reglamentos necesarios para la aplicación de las leyes, sin 
contravenirlas ni alterarlas, así como los que convengan a la buena marcha de la 
administración…” (Www.lexis.com.ec, 2014) 
 
Dentro del mismo contexto, el mandato Presidencial ejecutado por el Ministerio de 
Relaciones Laborales transgredió derechos constitucionales, como es el caso del derecho al trabajo 




El derecho al trabajo es un deber social del Estado, y por lo tanto por mandato 
constitucional debe garantizar a los trabajadores el respeto a su dignidad y a condiciones de trabajo 
justas, derecho que por mandato del numeral 2 del Art. 326 de Carta Magna es irrenunciable e 
intangible. 
 
De acuerdo a los principios constitucionales referidos, se observa que el acto ejecutado por 
el Gobierno es inconstitucional, ya que ninguna persona puede obligarle a renunciar a un trabajador 
y de esta manera privarle de su legítimo derecho al trabajo.   
 
Otras causas ilegales de terminación. 
 
Las causas de terminación de la relación laboral deben estructurarse de mejor manera en el 
Código del Trabajo (Art. 169), puesto que se establecen como causas a los trámites de desahucio y 
visto bueno, cuando son procedimientos para terminar la relación laboral por infracciones que haya 
cometido el empleador o el trabajador (Arts. 172 y 173). 
 
En las causas de terminación del contrato de trabajo imputables al trabajador causa 
conflicto la causa constante en el Art. 172.5 del Código del Trabajo (Www.lexis.com.ec, 2013) que 
señala: “Por ineptitud manifiesta del trabajador respecto de la ocupación o labor para la cual se 
comprometió”, puesto que la ineptitud de acuerdo al Diccionario de la RAE significa “Inhabilidad, 
falta de aptitud o de capacidad”, que en el desempeño de la actividad del trabajador no puede 
presentarse después de uno, dos, tres o veinte años de relación laboral, cuando ha adquirido la 
experiencia necesaria para desempeñar sus funciones.  
 
Otras causas.- En el Art. 172.2 se establece como causal de terminación la indisciplina o 
desobediencia graves a los reglamentos internos, y en este caso es una causal abierta, que deja una 
interpretación subjetiva a los operadores de justicia, puesto que no constan descritos aquellos actos 
que puedan considerarse graves en el Código del Trabajo. Un reglamento interno no garantiza la 
constitucionalidad de sus normas, puesto que puede contener defectos, e incluso ser falente u 
obsolescente. 
 
La causal contemplada en el Art. 172.3 se refiere a la falta de probidad o conducta inmoral 
del trabajador, y de la misma manera que el caso anterior, su aplicación puede ser subjetiva, ya que 






Trámites de terminación 
 
Despido Intempestivo en la actualidad. 
 
En la actualidad tenemos un trámite, por demás obsoleto para probar que ha existido un 
despido intempestivo en contra de un trabajador. 
 
La principal falla del sistema es la casi obligatoriedad que existe en tener que recurrir a la 
Justicia ordinaria para probar la existencia del Despido Intempestivo, de todas maneras se puede 
resumir de esta manera: 
 
1.- El hecho del despido intempestivo ocurre.- este es un hecho por demás ilegal y como 
dice su nombre, intempestivo, sin que, el trabajador pueda tener medidas en contra de este acto, lo 
cual afecta sus derechos y su estabilidad emocional, siendo este hecho un rompimiento al sistema 
legal establecido, se deben acudir a las entidades competentes: 
 
2.- Denuncia ante la Inspectoría del Trabajo.- los inspectores de trabajo tienen marcadas 
sus obligaciones en los art. 544 y siguientes del Código del Trabajo. 
 
Estos, por su obligación de velar por los derechos del trabajador, provenientes del mismo 
código del trabajo, de la constitución, de la presunción de parte débil que hace el mismo código y 
les principio in dubio pro, que está establecido en el espíritu de la ley, pueden tener conocimiento 
sobre presuntos casos de despido intempestivo, sin embargo, al no ser su obligación investigar este 
hecho, solo puede acudir a la voluntad de las partes, de reconocer que ha existido un despido 
intempestivo o una terminación laboral, por lo que, si no se desprende de la voluntad de las partes, 
no se puede establecer existencia y las correspondientes pagos en favor del trabajador establecidos 
en los art. 188 y siguientes del Código del Trabajo. 
 
3.- Inicio de acciones ante un Juez de Trabajo.- El Juez de trabajo, conforme la normativa 
es el obligado a investigar y decidir sobre el cometimiento del despido intempestivo; el 
enjuiciamiento laboral lo encontramos en los art. 568 y siguientes del Código de Trabajo y tiene las 
siguientes etapas procesales: 
 
3.1 Presentación de la demanda.- con esta se inicia toda acción conducente a probar la 
existencia del despido, la demanda a más de poner en conocimiento del Juez, del supuesto 




citaciones a la parte demandada y las fechas para audiencia conforme lo estipula el código de 
trabajo. 
 
La forma de la demanda la encontramos en los art. 574 del Código del Trabajo, en 
concordancia con los artículos 67 y 68 del Código de Procedimiento Civil. 
 
3.2 calificación de la demanda y audiencia de conciliación.- conforme reza el art. 576 del 
código del trabajo, una vez presentada la demanda, se la debe calificar en el término de 2 días, 
posterior a los cuales se debe citar y convocar a audiencia en el término de 20 días. 
 
En la audiencia de conciliación se tratarán los siguientes temas en este orden: 
 
a) Conciliación, es siempre el primer paso del enjuiciamiento laboral, el Juez propondrá que 
se llegue a un acuerdo que pueda dar fin a la Litis, sin violar por supuesto los derechos 
laborales que tiene el trabajador. 
 
b) Contestación a la demanda.- en caso de que no se haya llegado a un acuerdo en la primera 
fase, se proseguirá con la contestación a la demanda por parte del demandado, la 
contestación se puede hacer mediante escrito o de forma oral. 
 
c) Una vez contestada la demanda, se procederá a la formulación de prueba, de las dos partes 
procesales, conforme lo establece el art. 577 del código del trabajo, las diligencias deberán 
ser ordenadas en la misma audiencia. 
 
3.3 Audiencia definitiva pública.- Art. 581 Código del Trabajo,  en esta audiencia se 
evacuarán todas las diligencias que se hayan ordenado en la audiencia de conciliación, se 
receptarán los testimonios y sus repreguntas de existir, confesiones judiciales, juramento deferido, 
copias certificadas tanto solicitadas previamente como las que se adjunten en ese momento 
procesal y que se hayan anunciado oportunamente, tanto otro que pudo haber sido solicitado y que 
no se haya evacuado con anticipación; entre la audiencia de conciliación y la de prueba, no podrá 
haber un tiempo superior a 20 días conforme manda el art. 580 del Código de Trabajo. 
 
3.4 Sentencia.- el Juez deberá resolver la existencia o no del despido intempestivo en un 






Así vemos pues, que en la actualidad es penoso y por demás injusto, tener que acudir a un 
juicio entero, con un trámite alejado de la modernidad procesal, para probar un hecho que muchas 
veces ocurre en cuestión de segundos, lo cual, sin duda, aleja al trabajador de que sus derechos 
sean reconocidos, hace más lento o casi imposible que obtengan las indemnizaciones que 
actualmente por ley se deben en caso de probar el despido. Y, a manera de comentario, no hemos 
descrito siquiera el tiempo y trámite que puede darse de existir apelación a la sentencia de primera 
instancia, o de tener que recurrir al cobro forzoso de las indemnizaciones. 
 
El Visto Bueno 
 
El Código Laboral  ecuatoriano no contiene una definición de lo que es el Visto Bueno, 
solamente se refiere a éste dentro del Capítulo IX De La Terminación del Contrato de Trabajo, 
cuando dispone las causas para su terminación. 
 
Cabe señalar que el Visto Bueno es una resolución dictada por una Autoridad 
Administrativa del Trabajo que es el Inspector, por medio de la cual se autoriza a cualquiera de las 
partes, empleador o trabajador en su caso, terminar las relaciones laborales, siempre y cuando 
concurran y se prueben las causales que se invocan y que sea la base para romper el vínculo 
jurídico laboral.  
 
Ossorio (2008, p. 788), en su obra “Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Penales” 
se refiere al visto bueno, y señala: “Visto Bueno.- Fórmula administrativa, más o menos rutinaria, 
con la que se presta aprobación a lo pedido por alguien o a lo resuelto por un inferior” 
 
El artículo 183 del Código del Trabajo (Www.lexis.com.ec, 2014) dispone: 
 
“Art. 183.- Calificación del visto bueno.- En los casos contemplados en los artículos 
172 y 173 de este Código, las causas aducidas para la terminación del contrato, deberán ser 
calificadas por el inspector del trabajo, quien concederá o negará su visto bueno a la causa 
alegada por el peticionario, ciñéndose a lo prescrito en el capítulo "Del Procedimiento.        
 
La resolución del inspector no quita el derecho de acudir ante el Juez del Trabajo, pues, 
sólo tendrá valor de informe que se lo apreciará con criterio judicial, en relación con las 







El visto bueno es un procedimiento antes que una causal de terminación de la relación 
laboral, y se lo tramita bajo la competencia del inspector del trabajo, cuya resolución puede 
terminar el contrato de trabajo. Conforme a la norma procedente esa “resolución” para trámites 
judiciales constituye en mero informe para el juez del trabajo, si se lo ha impugnado. 
 
Visto bueno solicitado por el trabajador  
 
El trabajador puede solicitar la terminación de la relación laboral a través de visto bueno, 
cuando cualquiera de las causales del artículo 173 del Código del Trabajo, se han hecho efectivas.  
  
Entre las causales se encuentran: 
 
 Son Leves: 
 
1) Por injurias graves inferidas por el empleador, sus familiares o representantes al 
trabajador, su cónyuge o conviviente en unión de hecho, ascendientes o descendientes; 




3) Por exigir el empleador que el trabajador ejecute una labor distinta de la convenida, salvo 
en los casos de urgencia previstos en el artículo 52 de este Código, pero siempre dentro de 
lo convenido en el contrato o convenio.(Www.lexis.com.ec, 2012) 
 
En lo que respecta a la injuria, el numeral primero se refiere a las injurias graves inferidas 
por parte del empleador, sus familiares o representantes  al trabajador, su cónyuge o conviviente en 
unión de hecho, ascendientes o descendientes. 
 
El artículo 489 del Código Penal (Www.lexis.com.ec, 2014) tipifica la injuria calumniosa y 
no calumniosa, y dentro de ésta última tenemos la injuria calumniosa grave y leve.  La injuria 
calumniosa grave, que es materia del estudio la conceptualiza como: “Art. 489.- Injuria 
calumniosa y no calumniosa.- La injuria es: Calumniosa, cuando consiste en la falsa imputación 
de un delito (…) 
 
El artículo 490 (Www.lexis.com.ec, 2012) se refiere a la injuria no calumniosa grave o leve 
en los siguientes términos: “Art. 490.- Injurias no calumniosas.- Las injurias no calumniosas son 







1) La imputación de un vicio o falta de moralidad cuyas consecuencias pueden perjudicar 
considerablemente la fama, crédito o intereses del agraviado; 
 
2) Las imputaciones que, por su naturaleza, ocasión o circunstancia, fueren tendidas en el concepto 
público por afrentosas; 
 
 
3) Las imputaciones que racionalmente merezcan la calificación de graves, atendiendo el estado, 
dignidad y circunstancias del ofendido y del ofensor; y, 
 
4) Las bofetadas, puntapiés, u otros ultrajes de obra (…) 
 
Por lo tanto, en el numeral primero, cuando el empleador, sus familiares o representantes 
del trabajador, hayan proferido injurias graves al trabajador, a sus familiares, cónyuge o 
conviviente en unión de hecho, ascendientes, descendientes o a su representante, siempre que estas 
hayan sido probadas debidamente, será motivo para dar por terminado el contrato y solicitar el 
Visto Bueno. 
 
En el campo laboral hay amplitud de criterios con respecto a la injuria en el ámbito laboral, 
ya que no solo hablamos del delito tipificado y sancionado en el Código Penal, sino también el 
hecho de haber ofendido a una de las partes de tal manera que sea imposible mantener un ambiente 
laboral adecuado, conforme consta de la jurisprudencia: 
 
SEGUNDO.- Tanto la doctrina como la jurisprudencia de la Corte Suprema han 
considerado de manera uniforme que la expresión injurias graves utilizado por el artículo 
172(3) del Código del Trabajo, no ha de entenderse necesariamente referida al delito de 
injurias tipificado en el Código del Trabajo, no ha de entenderse necesariamente referida al 
delito de injurias tipificado por el Código Penal, porque debe ser evaluada en el marco de la 
relación de trabajo y a partir de los especiales vínculos que como consecuencia de ésta se 
generan entre las partes; de manera que bien podrían ser ciertas conductas entrañar injuria 
suficiente para dar por terminado el contrato de trabajo, aunque no se configure delito 
alguno, porque no se trata de aplicar una pena, sino de examinar si una de las partes ha 
ofendido de tal modo a la otra que se ha quebrantado el clima de colaboración mínima entre 
ellas, al punto de resultar imposible la continuación de la relación laboral sin menoscabo de 





Sobre la disminución o por falta de pago o de puntualidad en el abono de la remuneración 
pactada, es causal para que el trabajador de por terminado el contrato, si bien es cierto, esta causal 
afecta gravemente las garantías y la protección que tiene la remuneración, la que debe ser 
oportunamente cancelada, no es menos cierto, que los trabajadores, toleran esta falta de pago, 
porque en la actualidad no es fácil conseguir otro puesto de trabajo, teniendo que tolerar que el 
empleador pague su salario cuando a bien tenga.  
 
El numeral tercero dispone que, cuando el empleador exija al trabajador realice una labor 
distinta de la convenida, con excepción de los casos de urgencia previstos en el artículo 52 del 
Código del Trabajo, será otra causal para solicitar el visto bueno.  Por lo tanto, no puede el 
empleador atentar contra la intangibilidad de derechos y tomar decisiones que lesionen al 
trabajador, situación que se presenta cuando ordena cambios arbitrarios o exige que el trabajador 
realice tareas para las cuales no está contratado o preparado. 
 
En la práctica sucede que el empleador aplica como sanción o castigo el cambio de lugar o 
categoría de trabajo, con el propósito de denigrar, desmejorar o afectar la dignidad del trabajador, y 
de esta manera manipular a que presente su renuncia voluntaria. 
 
Solicitado por el empleador 
 
El empleador puede dar por terminado por visto bueno la relación laboral con el trabajador 
cuando se ha configurado cualquiera de las causales establecidas en el artículo 172 del Código del 
Trabajo, dentro de un procedimiento al que se le quiere denominar “despido con causa justa”.  
 
El artículo 172 del Código del Trabajo (Www.lexis.com.ec, 2014) señala las causas por 
las cuales el empleador puede dar por finalizado el contrato de trabajo por visto bueno, entre las 
que constan: 
 
1) Por faltas repetidas e injustificadas de puntualidad o de asistencia al trabajo o por 
abandono de éste por un tiempo mayor de tres días consecutivos, sin causa justa y siempre 
que dichas causales se hayan producido dentro de un período mensual de labor; 
2) Por indisciplina o desobediencia graves a los reglamentos internos legalmente aprobados; 
3) Por falta de probidad o por conducta inmoral del trabajador; 
4) Por injurias graves irrogadas al empleador, su cónyuge o conviviente en unión de hecho, 
ascendientes o descendientes, o a su representante; 





6) Por denuncia injustificada contra el empleador respecto de sus obligaciones en el Seguro 
Social. Mas, si fuere justificada la denuncia, quedará asegurada la estabilidad del 
trabajador, por dos años, en trabajos permanentes; y, 
7) Por no acatar las medidas de seguridad, prevención e higiene exigidas por la ley, por sus 
reglamentos o por la autoridad competente; o por contrariar, sin debida justificación, las 
prescripciones y dictámenes médicos. 
 
El numeral primero se refiere a las faltas repetidas e injustificadas de puntualidad o de 
asistencia al trabajo o por abandono de éste por un tiempo mayor de tres días consecutivos, sin 
causa justa y siempre que dichas faltas se hayan producido dentro de un período mensual de labor.  
En cuanto a las faltas de puntualidad se refiere a que serán faltas repetidas pero no continúas. 
 
La indisciplina o desobediencia graves a los reglamentos internos legalmente aprobadas, es 
una causal abierta que deja muchas posibilidades que pueden presentarse. La indisciplina es 
calificada por el inspector del trabajo de acuerdo a la gravedad de la falta cometida, pero se 
entenderá que esta actitud ocasionó algún tipo de perjuicio a los compañeros de trabajo, al lugar de 
trabajo o a terceras personas.  
 
Al referirse a la falta de probidad o conducta inmoral del trabajador, es importante señalar 
que la probidad se refiere al concepto de bondad, rectitud de ánimo e integridad que los seres 
humanos debemos tener como atributo para desempeñar el ejercicio de actividades públicas y 
privadas, por lo que la falta de probidad lleva implícita la carencia de principios y virtudes 
señaladas, faltas que deberán ser examinadas por la autoridad con relación a la naturaleza de la 
labor ejercitada por el trabajador. En cuanto a la conducta inmoral, debemos señalar que esta 
terminología es muy amplia, por lo que se enmarca en el hecho de acatar las normas éticas y 
morales que rigen la sociedad. Al respecto Larreátegui (1958, p. 58), en su obra “Los Principios de 
la Ética Social” señala: 
 
La aptitud que nos permite estimar las acciones, distinguir el acto bueno o valioso del 
acto malo o no valioso, la facultad para percibir el alcance o contenido de las reglas a que 
debe someter el hombre su conducta.  El individuo realiza una conducta ya digna, ya 
indigna.  Darse cuenta de ella, significa tener conciencia moral. 
 
Las causales de falta de probidad y conducta inmoral son también demasiado abiertas, 
permitiendo a los operadores de justicia hacer interpretaciones anacrónicas y ambiguas, puesto que 






Las injurias graves irrogadas al empleador, su cónyuge o conviviente en unión de hecho, 
ascendientes o descendientes, o a su representante, es otra de las causales, y la ley impone como 
sanción para estos hechos, la terminación del contrato de trabajo, ya que se ha violado uno de los 
deberes fundamentales de  toda relación laboral, que es el respeto y la consideración, que es la base 
para una normal convivencia y cooperación.  
 
La ineptitud manifiesta del trabajador se presenta como otra causal, y refleja  falta de 
capacidad, insuficiencia o falta de idoneidad para obtener y ejercer un empleo o cargo, y que esta 
deficiencia afecte tanto  la parte técnica como en la parte profesional en desmedro de la empresa. 
Esta causal, está por demás en el Código del Trabajo, y es injusta contra el trabajador, en especial 
cuando se la aplica después de varios años de trabajo, cuando el trabajador se ha especializado en 
lo que está haciendo. 
 
La causal de denuncia injustificada contra el empleador respecto de sus obligaciones en el 
Seguro Social se evidencia ante el incumplimiento de las obligaciones laborales, y si la denuncia 
tiene fundamento, permanece asegurada la estabilidad del trabajador, por dos años. El empleador 
cuando realiza una contratación queda sujeto a obligaciones con el Seguro Social desde el primer 
día que contrata un trabajador. 
 
El numeral séptimo señala como causal el hecho de no acatar las medidas de seguridad, 
prevención e higiene exigidas por la ley, por sus reglamentos o por la autoridad competente; o por 
contrariar, sin debida justificación, las prescripciones y dictámenes médicos, con esta disposición 
se pretende proteger el bienestar físico del trabajador y evitar los riesgos del trabajo.  Al respecto el 
Dr. Miguel Ángel Zambrano (12), en su obra “Breve Historia del Código del Trabajo” señala: 
 
Nuestra Ley Laboral, no podía dar oídos sordos y desatender este llamado humanitario 
y es así que llega a involucrar en su seno normas de seguridad básicas que tienen por 
finalidad reducir el peligro de los riesgos del trabajo, preceptos que son instituidos en el año 
1928 durante la presidencia provisional del doctor Isidro Ayora. 
 
Todas las empresas tienen la obligación de contar con un reglamento de seguridad, 
prevención e higiene, que permita precautelar la seguridad no solo de los trabajadores sino además 
de todas las personas que se encuentran en el establecimiento de trabajo, reglas que se deben 









El artículo 184 del Código del Trabajo (Www.lexis.com.ec, 2014) define al desahucio 
como “(…) el aviso con el que una de las partes hace saber a la otra que su voluntad es la de dar 
por terminado el contrato (…). 
 
El Dr. Guillermo Ochoa Andrade (p. 232), en su obra “La suspensión y la terminación del 
contrato individual del trabajo en el Ecuador”, se refiere al desahucio y señala: 
  
El desahucio es, por consiguiente, un acto jurídico unilateral por medio del cual una de 
las partes, el empleador o trabajador comunica a la otra su decisión de dar por terminado el 
contrato, aviso que tiene por finalidad evitar que el trabajador se encuentre bruscamente sin 
su trabajo, o que, el empleador se quede sin el prestador de sus servicios, produciendo en 
uno y otro caso consecuencia de índole social; esto es, la desocupación o la baja de la 
producción en su orden. 
 
El desahucio el aviso que realiza sea el trabajador o el empleador mediante la cual 
comunica a la otra sobre la voluntad de dar por terminado el contrato de trabajo, con el fin de que 
las partes se encuentren prevenidas; en el caso del trabajador que se va a quedar sin su puesto de 
trabajo; y, en el caso del empleador  que no va a contar con esa mano de obra. 
 
Por lo general, el desahucio opera en los contratos de trabajo celebrados a plazo fijo, que 
deben tener un límite de dos años de duración, por lo que el desahucio se deberá comunicar con 
treinta días de anticipación, caso contrario puede convertirse en un contrato por tiempo indefinido. 
En los contratos permanentes o de plazo indefinido opera también el desahucio, pero únicamente 
solicitado por el trabajador, con los efectos que éste acarrea. 
 
Es necesario determinar que se presentan varios puntos especiales en el desahucio, entre 
los que constan: 
 
1. Los contratos de trabajo no pueden darse por terminado por desahucio, sino únicamente al 
vencimiento del plazo fijo pactado; 
2. No puede tramitarse el desahucio mientras dure la estabilidad mínima prevista en la Ley. 
3. No se puede tramitar un aviso de desahucio luego del vencimiento del plazo fijo. 
4. El trabajador puede presentar el desahucio, para terminar su contrato, siempre que esté por 
concluir el año de estabilidad mínima, o luego de superado este plazo. 




anticipación al vencimiento del plazo, caso contrario se entiende que se encuentra 
renovado en los mismos términos. 
6. Cuando el desahucio lo realiza el trabajador, la notificación previa debe ser por lo menos 
con quince días. 
7. Cualquier petición de desahucio se lo hará por escrito con el auspicio de un abogado y 
notificado por intermedio del Inspector del Trabajo. 
 
El desahucio puede ser solicitado tanto por el trabajador como por el empleador. 
 
Solicitado por el trabajador 
 
El artículo 185 del Código del Trabajo, concede la facultad al trabajador de terminar la 
relación de trabajo por desahucio, para lo cual el empleador deberá reconocer una bonificación del 
veinte y cinco por ciento del equivalente a la última remuneración mensual que tenía el trabajador, 
por cada uno de los años de servicio prestados a la misma empresa o empleador. 
 
El inciso segundo del mismo artículo dispone además que en el caso de notificación de 
terminación del contrato por parte del trabajador, éste lo deberá realizar con quince días de 
anticipación, tiempo en el cual el Inspector de Trabajo, realizará la liquidación del valor que 
correspondan a las bonificaciones,  sin perjuicio de las demás indemnizaciones a que tuviere lugar 
el trabajador. 
 
Es importante puntualizar el caso el artículo 190 del Código del Trabajo 
(Www.lexis.com.ec, 2014)  que señala que “(…) el  trabajador que sin causa justificada y sin 
dejar reemplazo aceptado por el empleador, abandonare intempestivamente el trabajo, es decir sin 
previo desahucio, pagará al empleador  una suma equivalente a quince días de la remuneración.” 
 
De conformidad con el artículo precedente, cuando el trabajador sin previo desahucio y sin 
que transcurra el plazo legal de quince días, deja de trabajar, sin el desahucio o abandona de su 
lugar de trabajo, está obligado a pagar una indemnización al empleador por una suma que equivale 
a quince días de remuneración. 
 
Al respecto transcribo el pensamiento del Dr. Jorge Vásquez López (134), en su obra 






Esta disposición ratifica una verdad laboral ecuatoriana, que no existe la renuncia, ya 
que la forma legal para dar por terminado un contrato de trabajo por parte del trabajador, 
es únicamente por desahucio.  La renuncia por tanto no es admitida en nuestra legislación, 
peor aún si es intempestiva, es considerada como abandono y merecedora de una sanción 
económica, que habitualmente el empleador la cobrará restando de la liquidación de 
haberse que debe pagar al trabajador. 
 
Actualmente, existe una confusión por parte de los operadores de justicia administrativa o 
judicial sobre el desahucio y la renuncia. La renuncia no existe como causal  de  terminación  de  la  
relación  laboral  en  el  Código  del Trabajo; sin embargo, el Mandato Constituyente Nro. 2, se 
refiere a ella para la desvinculación de los trabajadores, también los amparados por la LOSEP, para 
acceder a una indemnización por jubilación. 
 
Los operadores de justicia han señalado que si el trabajador presenta el desahucio no tiene 
derecho a la indemnización del Mandato Constituyente Nro. 2, y esta ópera si presenta la renuncia 
voluntaria ante su empleador. Con este criterio se ha perjudicado a muchos trabajadores. 
 
Solicitado por el empleador 
 
El empleador también puede solicitar el de desahucio en contra del trabajador, de 
conformidad con lo que dispone el artículo 185 del Código del Trabajo, pero únicamente para los 
contratos a plazo fijo, para lo cual notificará con la terminación del contrato con treinta días de 
anticipación, durante el cual el inspector del trabajo, debe realizar la liquidación respectiva.  
 
De igual manera se presenta el desahucio en el caso en la liquidación de la empresa o 
negocio, que es otra manera de terminar las relaciones laborales, según lo dispuesto en el artículo 
193 del  Código Laboral. 
 
De lo expuesto se  aprecia que la liquidación de una empresa es considerada como un 
verdadero desahucio, según lo dispone el artículo 193, debiendo el empleador presentar una 
solicitud ante el Inspector del Trabajo, expresando la voluntad de liquidar la empresa sin tener que 
mencionar ningún otro motivo, ya que basta su sola voluntad.  El Inspector del Trabajo, notificará 
con esta solicitud y luego de treinta días de esta notificación terminarán los contratos de trabajo,  
tiempo durante el cual el Inspector procederá a realizar la liquidación respectiva, de conformidad 






Al respecto, la Dra. Nelly Chávez de Barrera (1990, P. 180 y 181), en  su obra “Manual de 
Derecho Laboral para Trabajadores Sociales”, señala: 
 
En esta situación especial, si la Ley dispone que este aviso surtirá los mismos efectos 
que el desahucio, debe entenderse que en realidad se trata de un desahucio; de carácter 
colectivo, si se quiere, pero que deberá sujetarse a las formalidades del trámite previsto para 
la generalidad de los desahucios y causa también la misma bonificación, sin perjuicio de 
otros derechos que hayan adquirido los trabajadores ya sea mediante contratos colectivos, 
ya por actas transaccionales. 
 
Si bien es cierto, la legislación laboral trata de garantizar la estabilidad del trabajador, no es 
menos cierto que el empleador está en completa libertad de prescindir de los servicios de cualquier 
trabajador, para lo cual simplemente presentará su solicitud por escrito ante el Inspector del 
Trabajo y notificará al empleado, procediendo a realizar la liquidación que le corresponda en la 
cual se incluirá la bonificación del artículo 185 del Código del Trabajo, situación que 
lamentablemente atenta contra la estabilidad garantizada al trabajador. 
 
2.1.2.1 ANTECEDENTES HISTÓRICOS 
 
Este proceso histórico de los derechos Laborales en el Ecuador, arranca a finales de la 
década de los años 30, específicamente en el año 1937, empezaron a formar varios decretos como 
las conquistas laborales de factores endógenos y exógenos.   
 
La situación económica en el país impactan a la clase obrera se da la desvalorización de la 
moneda, la carestía de la vida, y la rebaja del valor del trabajo obrero afectaron considerablemente 
la situación económica del país, además se presentó una incómoda y sorda rivalidad de los bancos.  
 
El 15 de noviembre de 1922 se da en debut político ante la escalada inflacionaria, se da 
también la masacre de la clase obrera en la ciudad de Guayaquil.  
 
El 9 de julio de 1925 se la insurrección de la juventud militar, se constituye el movimiento 
político que registra la historia, después de la revolución de Eloy Alfaro. Se evidenciaba la gran 
desorganización de las demás clases sociales en el país.  
 
El Derecho Laboral ecuatoriano surge coetáneamente con el pronunciamiento del 9 de julio 
de 1925, existe gran influencia de factores nacionales e internacionales entre las primeras se puede 





A partir de la revolución rusa se crea la Comisión de Legislación Internacional del Trabajo, 
el funcionamiento de la OIT, entre otras.  
 
En cuanto a las primeras leyes obreras en el Ecuador aparece el 11 de septiembre de 1916 
que contempla:  
 
 Nadie será obligado a trabajar más de 8 horas, solo seis días por semana.  
 Se da la bonificación por horas excedentes de trabajo, diurno y nocturno.  
 Desahucio del contrato con 30 días de anticipación.  
 
El 22 de septiembre de 1921 se registra. 
  
 La Indemnización pecuniaria al obrero o jornalero por accidentes de trabajo.  
 Lo que debe entenderse por obrero o jornalero y por patrón.  
 Equivalencia entre accidente de trabajo y enfermedad profesional.  
 Indemnización por incapacidad total o parcial, muerte. Procedimientos y Competencias.  
 
El Código del Trabajo en el Ecuador desde el año de 1938, y no se ha realizado reformas 
sustanciales en la institución del despido intempestivo, y sigue manteniéndose el sistema del libre 
despido, sin que se haya realizado una reforma responsable que responda a una investigación 
jurídica en armonía con la nueva Constitución de la Republica, de los Convenios y Tratados 
Internacionales ratificados por nuestro país y por la legislación nacional. En este sentido no se han 
realizado estudios en el Ecuador que permitan determinar las falencias jurídicas del sistema del 
libre despido (terminación unilateral de la relación laboral) en su aplicación práctica en las 
relaciones obrero – patronales; y, además tampoco se han realizado estudios que permitan 
establecer los fundamentos jurídicos para la adopción del sistema del despido regulado, más acorde 
con los principios, derechos y garantías de la nueva Constitución.  
 
2.1.3.1 FUNDAMENTACIÓN LEGAL 
 
En lo referente al tema de investigación, que se sustenta del despido en el contexto de 
nuestra legislación laboral, en sentido jurídico, la esencia del despido está en la voluntad de una de 
las partes de poner fin a la relación de trabajo. Más la voluntad sola no puede tener trascendencia 




del cese del trabajador en la Empresa. En otro caso sus efectos son solamente los del preaviso, que 
constituye un mero anuncio del despido, propiamente dicho. 
 
Es decir cuando el empleador da por terminado el contrato de trabajo y separa al trabajador  
de  su  cargo  sin  que  para  ello  tenga  causa  legal  en  que  apoyarse o cuando existiendo causa 
legal no observa el procedimiento establecido en las mismas leyes para despedir al trabajador, 
decimos que la terminación es ilegal y el despido es intempestivo. 
 
A continuación se enunciarán las disposiciones jurídicas contempladas en el marco legal 
sobre terminación del contrato de trabajo: 
  
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR: 
 
“Art. 11.- EI ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios: (…) 
 
2. Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales de 
derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación por y ante cualquier servidora o 
servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a petición de parte. 
 
Para el ejercicio de los derechos y las garantías constitucionales no se exigirán condiciones o 
requisitos que no estén establecidos en la Constitución o la ley. 
 
Los derechos serán plenamente justiciables. No podrá alegarse falta de norma jurídica para 
justificar su violación o desconocimiento, para desechar la acción por esos hechos ni para negar su 
reconocimiento”. (Www.lexis.com.ec, 2014). 
 
Sabemos que la actual Constitución del Ecuador es garantista, aquí tenemos una norma que 
demuestra las garantías que esta ofrece a todas las personas. Esta norma nos da directivas claras, 
sobre cómo se deben cumplir las normas constitucionales y las normas establecidas en los 
Derechos Humanos, al decirnos que son de "directa e inmediata" aplicación" nos dice que están por 
sobre cualquier otra norma y/o procedimiento que cualquier persona o función pública pueda tener, 
e incluso nos dice que "no se exigirán condiciones o requisitos" para aplicarlos. Esta garantía que 
nos entrega la constitución está totalmente fundada, puesto que, los derechos humanos, son, 
inherentes a todas las personas y no pueden ser violados ni vulnerados de manera alguna, y 
siempre, deben estar en lo más alto de la normativa jurídica de cada país, puesto que son 





“Art. 33.- El trabajo es un derecho y un deber social, y un derecho económico, 
fuente de realización personal y base de la economía. El Estado garantizará a las personas 
trabajadoras el pleno respeto a su dignidad, una vida decorosa, remuneraciones y 
retribuciones justas y el desempeño de un trabajo saludable y libremente escogido o 
aceptado”. ((Www.lexis.com.ec, 2014)  
 
Acabamos de ver en la norma anterior, que las normas establecidas en la Constitución son 
Supremas, en esta norma, la misma constitución nos da las características que tiene el trabajo en el 
Ecuador. Es importante destacar que nos dice que es un derecho y un deber social, con esto 
tenemos que, al ser un derecho, podemos y debemos trabajar, y a nadie se le puede negar el 
derecho de trabajar, y al decir que es una obligación, se nos pone una responsabilidad social y 
económica de trabajar, de producir, de sacar adelante nuestras vidas y a nuestro país por medio de 
nuestras labores diarias. Así mismo es importante destacar que la norma nos garantiza respeto a 
nuestra dignidad, vida decorosa, remuneraciones justas, trabajo saludable, aunque son garantías que 
intentan alejar días negros que atravesó la humanidad como la esclavitud, también hay que 
mencionar que, no todos en este país perciben remuneraciones justas,  tampoco se realizan todas las 
labores en ambientes saludables. 
  
“Art. 326.- El derecho al trabajo se sustenta en los siguientes principios: 
 
1. El Estado impulsará el pleno empleo y la eliminación del subempleo y del desempleo. 
2. Los derechos laborales son irrenunciables e intangibles. Será nula toda estipulación en 
contrario. 
3. En caso de duda sobre el alcance de las disposiciones legales, reglamentarias o 
contractuales en materia laboral, estas se aplicarán en el sentido más favorable a las 
personas trabajadoras". 
 
Esta norma es muy importante cuando se habla de Derecho Laboral, y de Derecho de los 
Trabajadores, en esta tenemos 3 derechos plenamente establecidos, el primero, el impulso al 
empleo, aunque en la teoría se leen muy buenas intenciones en este, es muy difícil que el Estado 
cree puestos de trabajo para todos los ciudadanos en el País, y tampoco es posible forzar al sector 
privado a hacerlo, no puedo decir que no haya habido en el presente gobierno políticas tendientes a 
cumplir esta norma, sin duda la más importante ha sido la obligación de contratar a personas con 
capacidades especiales en instituciones públicas o privadas. Con respecto al 2 y 3 derecho 
mencionados, son derechos altísimos, son máximas del derecho laboral, puesto que, se establece la 
irrenunciabilidad de los derechos laborales, así como la preferencia que tienen los trabajadores en 
caso de duda de la norma que se deba aplicar o la superioridad que tenga una sobre la otra, esta 




Mandato Constituyente Nro. 2, en el que en el artículo 8 estableció las indemnizaciones 
que deben recibir los trabajadores por la terminación del contrato de trabajo, al respecto el artículo 
8 se señala:  
 
“(…) Las autoridades laborales velarán por el derecho a la estabilidad de los 
trabajadores. Salvo en el caso de despido intempestivo, las indemnizaciones por supresión de 
puesto o terminación de relaciones laborales del personal de las instituciones contempladas 
en el artículo 2 de este Mandato, acordadas en contratos colectivos, actas transaccionales, 
actas de finiquito y cualquier otro acuerdo bajo cualquier denominación, que estipule pago 
de indemnizaciones, bonificaciones o contribuciones por terminación de cualquier tipo de 
relación individual de trabajo, será de siete (7) salarios mínimos básicos unificados del 
trabajador privado por cada año de servicio y hasta un monto máximo de doscientos diez 
(210) salarios mínimos básicos unificados del trabajador privado en 
total”. (Www.lexis.com.ec, 2014) 
 
A través de esta norma, vemos que se ha regulado varios aspectos de la relación laboral, en 
principio se encarga a autoridades competentes velar por la estabilidad laboral, estabilidad que es 
importantísima para la vida de los trabajadores en general, puesto que, un trabajador que goza de 
estabilidad laboral y emocional, puede planificar su vida con mayor comodidad, puede adquirir 
bienes y contraer deudas, mismas que son uno de los objetivos principales de la dinámica 
económica, es una lástima saber, que el mismo estado no garantiza la estabilidad laboral de sus 
trabajadores, sin embargo en la segunda parte de esta norma, se regula la parte más complicada de 
la relación laboral, la terminación de la misma, debemos recordar tristes casos como los ex 
trabajadores de Petroecuador, los mismos que, por tener su sindicato, abusaban de los derechos 
adquiridos en este, para enriquecerse de manera desmedida, y regresar a laborar en la misma 
institución pocos días después, consumiendo de este modo los recursos del Estado. Estas 
regulaciones son necesarias, porque, como dice una máxima jurídica, mi derecho termina, donde 
comienza el derecho de otra persona, dejando de lado los abusos que puedan presentarse. 
 
INSTRUMENTOS INTERNACIONALES:  
 
El artículo 6 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”, ratificado 
por el Ecuador el 2 de Octubre de 1993, consagra  y garantiza el derecho al trabajo, y establece: “1. 
Toda persona tiene derecho al trabajo, el cual incluye la oportunidad de obtener los medios para 




escogida o aceptada”; y, además, determina la necesidad primordial de los Estados a garantizar 
este derecho, al respecto señala: 
 
2. Los Estados partes se comprometen a adoptar las medidas que garanticen la plena 
efectividad al derecho al trabajo, en especial las referidas al logro del pleno empleo, a la 
orientación vocacional y al desarrollo de proyectos de capacitación técnico profesional, 
particularmente aquellos destinados a los minusválidos.  Los Estados partes se comprometen 
también a ejecutar y a fortalecer programas que coadyuven a una adecuada atención 
familiar, encaminados a que la mujer pueda contar con una efectiva posibilidad de ejercer el 
derecho al trabajo”. (Www.lexis.com.ec, 2014) 
 
Tenemos ahora un cuerpo internacional, importante sin duda, puesto que, vemos 
claramente que a nivel internacional y en este caso el continente americano tienen normas que 
respaldan el Derecho al Trabajo, en especial de las personas "minusválidas", ahora mejor llamadas 
personas con capacidades especiales, quienes por sus capacidades diferentes a las de una persona 
"normal", tienen derechos especiales también, pero no por eso pierden sus derechos comunes, es 
más, todos debemos ser vigilantes de que estos derechos se cumplan para ellos, pues son parte 
importante de la sociedad, tanto o más que el resto de nosotros. En la parte final de esta norma, 
vemos algo que actualmente hasta parece innecesario, pero en su momento histórico tuvo una 
importancia sobresaliente, el derecho y garantía del trabajo de la mujer, es realmente terrible tener 
que recordar que, en el pasado la mujer haya sido discriminada de tantas maneras, física, 
psicológica, mental, emocional, política, e incluso laboralmente. Actualmente la mujer tiene los 
mismos derechos y obligaciones que un varón, en todos los aspectos de la vida, porque el hecho de 
ser mujer no hace menos a nadie, ni de ser varón hace más a nadie, esta igualdad hace que la 
sociedad en general funcione bien. Hay que ser muy claros en decir que, por el hecho que ahora 
exista esta igualdad de género, no se puede bajo ningún concepto aceptar, que se regrese al estado 
de discriminación. 
  
El artículo 7 de lo referido cuerpo legal establece el despido regulado o justificado, y 
señala que los Estados partes deberán asegurar en sus legislaciones este derecho, al respecto 
señala:  
 
(…) la estabilidad de los trabajadores en sus empleos, de acuerdo con las características de 
sus empleos y profesiones y con las causas de justa separación. En caso de despido 
injustificado, el trabajador tendrá derecho a una indemnización o a la readmisión en el 





 Aquí vemos plasmada una de las instituciones más importantes del derecho laboral, el despido 
y la compensación si esto ocurre, tenemos muy en claro que el empleado como parte débil de la 
relación laboral, requiere estabilidad, pero que sucede si, por cualquier motivo esta estabilidad se 
rompe. Pues la ley debe contemplar estos casos, actualmente la manera de imponer el castigo por 
romper una norma es una multa o en este caso una compensación en favor del trabajador, y deja 
cierta libertad al decir "prevista por la legislación nacional", actualmente con lo que se preveé a 
través del juicio de despido intempestivo, pero, al dejar abierta esa posibilidad, se pueden tener más 
opciones, como es el caso de mi propuesta en este trabajo de investigación. 
 
CÓDIGO DEL TRABAJO: 
 
Prohibiciones Para Terminar El Contrato De Trabajo: 
 
“Art. 153.- Protección a la mujer embarazada.-No se podrá dar por terminado el 
contrato de trabajo por causa del embarazo de la mujer trabajadora y el empleador no 
podrá reemplazarla definitivamente dentro del período de doce semanas que fija el artículo 
anterior. 
Durante este lapso la mujer tendrá derecho a percibir la remuneración completa, 
salvo el caso de lo dispuesto en la Ley de Seguridad Social, siempre que cubra en forma 
igual o superior los amparos previstos en este Código”.(Www.lexis.com.ec 2014) 
 
Aquí estamos ante una figura poco convencional en la legislación, que es una prohibición 
absoluta de hacer algo, usualmente existe la prohibición de hacer algo, pero si se hace, existe tal 
castigo, en este caso, la prohibición de despido a mujer embarazada, es absoluta, no existe una 
multa por hacerlo, simplemente no se puede despedir a una mujer embarazada ni reemplazarla. Es 
una norma que brinda una garantía absolutamente necesaria, puesto que, dentro de la mujer 
embarazada se gesta una nueva vida, y, tanto ella como la que habrá de ser, merecen protección 
suprema y estabilidad para que puedan seguir su curso natural.  
 
“Art. 154.- Incapacidad para trabajar por enfermedad debida al embarazo o al parto.-
 En caso de que una mujer permanezca ausente de su trabajo hasta por un año a consecuencia 
de enfermedad que, según el certificado médico, se origine en el embarazo o en el parto, y la 
incapacite para trabajar, no podrá darse por terminado el contrato de trabajo por esa causa. 
No se pagará la remuneración por el tiempo que exceda de las doce semanas fijadas en el 






Lo dispuesto en el inciso anterior no comprende a las excepciones puntualizadas en el 
artículo 14 de este Código. 
 
Salvo en los casos determinados en el artículo 172 de este Código, la mujer embarazada 
no podrá ser objeto de despido intempestivo ni de desahucio, desde la fecha que se inicie el 
embarazo, particular que justificará con la presentación del certificado médico otorgado por 
un profesional del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, y a falta de éste, por otro 
facultativo. 
 
En caso de despido o desahucio a que se refiere el inciso anterior, el inspector del trabajo 
ordenará al empleador pagar una indemnización equivalente al valor de un año de 
remuneración a la trabajadora, sin perjuicio de los demás derechos que le asisten”. 
 
Vemos que en esta norma existe una protección a la estabilidad laboral de la mujer, en caso 
de sufrir alguna enfermedad causada por el embarazo, si bien vemos que solo existe la protección a 
la estabilidad laboral, no existe pago de sueldos en el tiempo establecido, se vela de esta manera los 
derechos que tienen las dos partes de la relación laboral. 
 
“Art. 174.- Casos en los que el empleador no puede dar por terminado el contrato.- No podrá 
dar por terminado el contrato de trabajo: 
 
1. Por incapacidad temporal para el trabajo proveniente de enfermedad no 
profesional del trabajador, mientras no exceda de un año. 
 
Lo dispuesto en el inciso anterior no comprende a las excepciones puntualizadas en el 
artículo 14 de este Código ni al accidente que sufriera el trabajador a consecuencia de 
encontrarse en estado de embriaguez debidamente comprobado, o a consecuencia de reyertas 
provocadas por él; 
 
2.  En caso de ausencia motivada por el servicio militar o el ejercicio de cargos públicos 
obligatorios, quedando facultado el empleador para prescindir de los servicios del trabajador 
que haya ocupado el puesto del ausente. Si la ausencia se prolongare por un mes o más, 
contado desde la fecha en que se haya obtenido su licencia militar o cesado en el cargo 
público, se entenderá terminado el contrato, salvo el caso de enfermedad prevista en el 
numeral anterior. En este caso, se descontará el tiempo de la enfermedad del plazo estipulado 
para la duración del contrato. 
 
Si el trabajador llamado a prestar servicio militar fuere afiliado al Instituto Ecuatoriano 




término de la conscripción, el equivalente al fondo de reserva y aportes del empleador y del 
trabajador, quedando así habilitado dicho tiempo; y, 
 
3. Por ausencia de la trabajadora fundada en el descanso que, con motivo del parto, señala el 
artículo 153 de este Código, sin perjuicio de lo establecido en el numeral 1”. 
 
“Art. 175.- Caso de enfermedad no profesional del trabajador.- El empleador no podrá 
desahuciar ni despedir intempestivamente al trabajador durante el tiempo que éste padeciere 
de enfermedad no profesional que lo inhabilite para el trabajo, mientras aquélla no exceda de 
un año”. 
 
En estas dos normas vemos garantías que establece el Código del Trabajo, para los 
trabajadores, todas estas son para casos que se garantiza la estabilidad laboral, más que la 
estabilidad económica del trabajador, puesto que sería igualmente injusto que por razones de Salud 
se termine la relación laboral al trabajador & (a), como que, se deba pagar remuneraciones por 
labores no realizadas. 
 
“Art. 187.- Garantías para dirigentes sindicales.- El empleador no puede despedir 
intempestivamente ni desahuciar al trabajador miembro de la directiva, de la organización de 
trabajadores. Si lo hiciera, le indemnizará con una cantidad equivalente a la remuneración de 
un año, sin perjuicio de que siga perteneciendo a la directiva hasta la finalización del período 
para el cual fue elegido. 
 
Esta garantía se extenderá durante el tiempo en que el dirigente ejerza sus funciones y un 
año más y protegerá, por igual, a los dirigentes de las organizaciones constituidas por 
trabajadores de una misma empresa, como a los de las constituidas por trabajadores de 
diferentes empresas, siempre que en este último caso el empleador sea notificado, por medio 
del inspector del trabajo, de la elección del dirigente, que trabaje bajo su dependencia. 
 
El monto de la indemnización mencionada se dividirá y entregará por iguales partes a la 
asociación a que pertenezca el trabajador y a éste. 
 
En caso de que el empleador incurriera en mora de hasta treinta días en el pago, el 
trabajador podrá exigir judicialmente, y si la sentencia fuere condenatoria al empleador, éste 
deberá pagar, además de la indemnización, el recargo del cincuenta por ciento del valor de 
ella, en beneficio exclusivo del trabajador. 
 
El juez retendrá, de oficio, y entregará los fondos a sus destinatarios en las proporciones 




disponer que el saldo recaudado se invierta, en todo o en parte, en asistir al dirigente 
despedido. 
 
Sin embargo, el empleador podrá dar por terminado el contrato de trabajo por las causas 
determinadas en el artículo 172 de este Código”. 
 
Aunque actualmente se encuentra algo en desuso esta normativa, este artículo nos muestra 
una garantía importante a lo largo de la historia del derecho laboral, puesto que, los sindicatos son 
uno de los logros que han conseguido los trabajadores en conjunto, frente a empleadores con poder 
incluso desmedido, así pues, el dirigente sindical, quien se dedica a velar por los derechos de los 
trabajadores sindicados, no puede ser despedido, puesto que si esto ocurriese, no tendría sentido 
que el dirigente presente sus servicios al sindicato al que ya no perteneciese, así pues, esta norma es 
importante, aunque se preste a malas interpretaciones. 
 
“Art. 233.- Prohibición de despido y desahucio de trabajadores.- Presentado el proyecto 
de contrato colectivo al inspector del trabajo, el empleador no podrá desahuciar ni despedir a 
ninguno de sus trabajadores estables o permanentes, mientras duren los trámites previstos en 
este capítulo. Si lo hiciere indemnizará a los trabajadores afectados con una suma equivalente 
al sueldo o salario de doce meses, sin perjuicio de las demás indemnizaciones previstas en este 
Código o en otro instrumento.  
 
Mientras transcurra el tiempo de la negociación o tramitación obligatoria del Contrato 
Colectivo, no podrá presentarse pliego de peticiones respecto de los asuntos pendientes 
materia de la negociación o tramitación”. 
 
“Art. 452.- Prohibición de desahucio y de despido.-Salvo los casos del artículo 172, el 
empleador no podrá desahuciar a ninguno de sus trabajadores, desde el momento en que éstos 
notifiquen al respectivo inspector del trabajo que se han reunido en asamblea general para 
constituir un sindicato o comité de empresa, o cualquier otra asociación de trabajadores, 
hasta que se integre la primera directiva. Esta prohibición ampara a todos los trabajadores 
que haya o no concurrido a la asamblea constitutiva. 
 
De producirse el despido o el desahucio, no se interrumpirá el trámite de registro o 
aprobación de la organización laboral. 
 
Para organizar un comité de empresa, la asamblea deberá estar constituida por más del 
cincuenta por ciento de los trabajadores, pero en ningún caso podrá constituirse con un 




Las asambleas generales para la organización de las restantes asociaciones de 
trabajadores, no están sujetas al requisito del cincuenta por ciento, a que se refiere el inciso 
anterior”. 
 
De manera muy similar a la norma anterior, en estas dos normas, se guarda la estabilidad 
laboral de los trabajadores que van a ser parte de un sindicato, puesto que, sería muy fácil despedir 
a todos los trabajadores que intentan sindicalizarse y con eso parar los esfuerzos para obtener 
mejores beneficios laborales. 
 
 Causas de terminación del Contrato de Trabajo:  
 
“Art. 169.- Causas para la terminación del contrato individual.- El contrato individual de 
trabajo termina: 
 
1. Por las causas legalmente previstas en el contrato; 
2. Por acuerdo de las partes; 
3. Por la conclusión de la obra, período de labor o servicios objeto del contrato; 
4. Por muerte o incapacidad del empleador o extinción de la persona jurídica 
contratante, si no hubiere representante legal o sucesor que continúe la empresa o 
negocio; 
5. Por muerte del trabajador o incapacidad permanente y total para el trabajo; 
6. Por caso fortuito o fuerza mayor que imposibiliten el trabajo, como incendio, 
terremoto, tempestad, explosión, plagas del campo, guerra y, en general, cualquier otro 
acontecimiento extraordinario que los contratantes no pudieron prever o que previsto, no 
lo pudieron evitar; 
7. Por voluntad del empleador en los casos del artículo 172 de este Código; 
8. Por voluntad del trabajador según el artículo 173 de este Código; y, 
9. Por desahucio”. 
 
“Art. 170.- Terminación sin desahucio.- En los casos previstos en el artículo 169, 
numeral 3 de este Código, la terminación de la relación laboral operará sin necesidad de 
desahucio ni otra formalidad; bastará que se produzca la conclusión efectiva de la obra, del 
período de labor o servicios objeto del contrato, que así lo hayan estipulado las partes por 
escrito, y que se otorgue el respectivo finiquito ante la autoridad del trabajo”. 
 
“Art. 172.- Causas por las que el empleador puede dar por terminado el contrato.- El 






1. Por faltas repetidas e injustificadas de puntualidad o de asistencia al trabajo o por 
abandono de éste por un tiempo mayor de tres días consecutivos, sin causa justa y 
siempre que dichas causales se hayan producido dentro de un período mensual de labor; 
2. Por indisciplina o desobediencia graves a los reglamentos internos legalmente 
aprobados; 
3. Por falta de probidad o por conducta inmoral del trabajador; 
4. Por injurias graves irrogadas al empleador, su cónyuge o conviviente en unión de 
hecho, ascendientes o descendientes, o a su representante; 
5. Por ineptitud manifiesta del trabajador, respecto de la ocupación o labor para la cual 
se comprometió; 
6. Por denuncia injustificada contra el empleador respecto de sus obligaciones en el 
Seguro Social. Mas, si fuere justificada la denuncia, quedará asegurada la estabilidad del 
trabajador, por dos años, en trabajos permanentes; y, 
7. Por no acatar las medidas de seguridad, prevención e higiene exigidas por la ley, por 
sus reglamentos o por la autoridad competente; o por contrariar, sin debida justificación, 
las prescripciones y dictámenes médicos”. 
 
“Art. 173.- Causas para que el trabajador pueda dar por terminado el contrato.- El 
trabajador podrá dar por terminado el contrato de trabajo, y previo visto bueno, en los casos 
siguientes: 
 
1. Por injurias graves inferidas por el empleador, sus familiares o representantes al 
trabajador, su cónyuge o conviviente en unión de hecho, ascendientes o 
descendientes; 
 
2. Por disminución o por falta de pago o de puntualidad en el abono de la 
remuneración pactada; y, 
 
3. Por exigir el empleador que el trabajador ejecute una labor distinta de la convenida, 
salvo en los casos de urgencia previstos en el artículo 52 de este Código, pero siempre 
dentro de lo convenido en el contrato o convenio”. 
 
En este grupo de normas vemos las formas y causas por las que se puede dar por terminada 
la relación laboral, aunque tenemos muchas instituciones jurídicas como el desahucio, el visto 
bueno, o incluso la terminación del contrato por su naturaleza misma, es fácil ver que no se habla 
del despido como causal de terminación, dejándose ver claramente que, el despido es la ruptura 
ilícita y antijurídica de la relación laboral. 
 
“Art. 183.- Calificación del visto bueno.- En los casos contemplados en los artículos 172 




calificadas por el inspector del trabajo, quien concederá o negará su visto bueno a la causa 
alegada por el peticionario, ciñéndose a lo prescrito en el capítulo "Del Procedimiento". 
 
La resolución del inspector no quita el derecho de acudir ante el Juez del Trabajo, pues, 
sólo tendrá valor de informe que se lo apreciará con criterio judicial, en relación con las 
pruebas rendidas en el juicio”. 
 
Aunque el visto bueno es una de las maneras que se establecen para la terminación de la 
relación laboral, esta es la forma que se puede decir como la más "agresiva" puesto que, esta 
requiere de un informe de autoridad, y se basa en causales que establece la ley, así pues vemos que 
el visto bueno, es una manera no convencional de terminar la relación laboral. 
 
Del desahucio y del despido 
 
“Art. 184.- Del desahucio.- Desahucio es el aviso con el que una de las partes hace saber 
a la otra que su voluntad es la de dar por terminado el contrato. 
 
En los contratos a plazo fijo, cuya duración no podrá exceder de dos años no renovables, 
su terminación deberá notificarse cuando menos con treinta días de anticipación, y de no 
hacerlo así, se convertirá en contrato por tiempo indefinido. 
 
El desahucio se notificará en la forma prevista en el capítulo "De la Competencia y del 
Procedimiento". 
 
“Art. 185.- Bonificaciones por desahucio.- En los casos de terminación de la relación 
laboral por desahucio solicitado por el empleador o por el trabajador, el empleador 
bonificará al trabajador con el veinticinco por ciento del equivalente a la última remuneración 
mensual por cada uno de los años de servicio prestados a la misma empresa o empleador. 
 
Mientras transcurra el plazo de treinta días en el caso de la notificación de terminación 
del contrato de que se habla en el artículo anterior pedido por el empleador, y de quince días 
en el caso del desahucio solicitado por el trabajador, el inspector de trabajo procederá a 
liquidar el valor que representan las bonificaciones y la notificación del empleador no tendrá 
efecto alguno si al término del plazo no consignare el valor de la liquidación que se hubiere 
realizado. 
 
Lo dicho no obsta el derecho de percibir las indemnizaciones que por otras disposiciones 





“Art. 186.- Prohibición de desahucio.-Prohíbase el desahucio dentro del lapso de treinta 
días, a más de dos trabajadores en los establecimientos en que hubiere veinte o menos, y a más 
de cinco en los que hubiere mayor número”. 
 
En este grupo de normas vemos otra de las figuras con las que se puede dar por terminada 
la relación laboral, el desahucio, esta es en sí misma, el aviso que se da a la otra parte de dar por 
terminada la relación laboral, por cualquiera de las dos partes, estableciéndose compensaciones 
para el trabajador por el cese de la relación laboral así mismo, un plazo de tiempo para que la parte 
agraviada pueda conseguir un reemplazo. 
 
“Art. 188.- Indemnización por despido intempestivo.- El empleador que despidiere 
intempestivamente al trabajador, será condenado a indemnizarlo, de conformidad con el 
tiempo de servicio y según la siguiente escala: 
 
Hasta tres años de servicio, con el valor correspondiente a tres meses de remuneración; 
y, 
 
De más de tres años, con el valor equivalente a un mes de remuneración por cada año de 
servicio, sin que en ningún caso ese valor exceda de veinte y cinco meses de remuneración. 
 
La fracción de un año se considerará como año completo. 
El cálculo de estas indemnizaciones se hará en base de la remuneración que hubiere 
estado percibiendo el trabajador al momento del despido, sin perjuicio de pagar las 
bonificaciones a las que se alude en el caso del artículo 185 de este Código. 
 
Si el trabajo fuere a destajo, se fijará la remuneración mensual a base del promedio 
percibido por el trabajador en el año anterior al despido, o durante el tiempo que haya servido 
si no llegare a un año. 
 
En el caso del trabajador que hubiere cumplido veinte años, y menos de veinticinco años 
de trabajo, continuada o interrumpidamente, adicionalmente tendrá derecho a la parte 
proporcional de la jubilación patronal, de acuerdo con las normas de este Código. 
 
Las indemnizaciones por despido, previstas en este artículo, podrán ser mejoradas por 
mutuo acuerdo entre las partes, mas no por los Tribunales de Conciliación y Arbitraje. 
 
Cuando el empleador deje constancia escrita de su voluntad de dar por terminado 
unilateralmente un contrato individual de trabajo, esto es, sin justa causa, la autoridad del 




en el hecho, en las siguientes cuarenta y ocho horas deberá depositar el valor total que le 
corresponda percibir al trabajador despedido por concepto de indemnizaciones. 
 
Si el empleador en la indicada comparecencia no se ratifica en el despido constante en el 
escrito pertinente, alegando para el efecto que el escrito donde consta el despido no es de su 
autoría o de representantes de la empresa con capacidad para dar por terminadas las 
relaciones laborales, se dispondrá el reintegro inmediato del trabajador a sus labores”. 
 
“Art. 189.- Indemnización por despido en contrato a plazo fijo.- En caso de contrato a 
plazo fijo, el trabajador despedido intempestivamente, podrá escoger entre las 
indemnizaciones determinadas en el artículo precedente o las fijadas en el artículo 181 de este 
Código”. 
 
“Art. 191.- Indemnizaciones y bonificaciones al trabajador.- Tendrá derecho a las 
indemnizaciones fijadas en los artículos 187 y 188 de este Código y a las bonificaciones 
establecidas en este capítulo, el trabajador que se separe a consecuencia de una de las causas 
determinadas en el artículo 173 de este Código”. 
 
Aquí tenemos las normas más importantes en el marco de mi investigación, las 
indemnizaciones que se establecen por el despido intempestivo, que como es obvio, son los 
castigos que se imponen al empleador para el caso en que, se viole la estabilidad laboral del 
trabajador tiene derecho, el monto de la indemnización es, sin duda variable conforme a la 
legislación y las consideraciones que tenga el legislador sobre la importancia de la estabilidad 
laboral, así mismo, se establece que, para el pago de estas indemnizaciones se debe seguir un 
proceso judicial, que, aunque es la forma legal de hacerlo, no es siempre la forma más prolija, ni la 
que en función del tiempo pueda cumplir de mejor manera las expectativas del trabajador. 
 
2.1.4.1. DEFINICIONES DE TÉRMINOS BÁSICOS 
 
Contrato de Trabajo: Más específicamente llamado contrato individual de trabajo, para 
diferenciarlo del contrato colectivo de trabajo, es el convenio en virtud del cual una persona se 
compromete para con otra u otras a prestar sus servicios lícitos y personales, bajo su dependencia, 
por una remuneración fijada por el convenio, la ley, el contrato colectivo o la costumbre. 
 
 Empleo: Destino, ocupación, oficio, profesión. 
 
 Empresario: (empleador) Persona que, en virtud de un contrato, toma a su cargo la 





 Derecho Laboral: Es aquel que tiene por finalidad principal la regulación de las relaciones 
jurídicas entre empresarios y trabajadores, y  estos con el Estado, en lo referente al trabajo 
subordinado, en las profesiones, en la prestación de servicios y en lo relativo a las consecuencias 
jurídicas de la actividad laboral. 
 
 Desempleo: Situación en que se encuentran quienes, pudiendo y queriendo trabajar, se 
encuentran sin ocupación, por causa que no les es imputable. 
 
 Despido intempestivo: El Despido intempestivo es la actitud unilateral tomada por el 
empleador para dar por terminado el contrato; esta actitud se materializa ya sea en la orden de 
dejar de trabajar y decirle que está despedido; ya en cualquier medida tendiente a impedir que 
cumpla su labor. 
 
 Libre Despido: el empleador es libre para despedir al trabajador cuando lo estime 
conveniente, incluso sin expresión de causa. Este sistema en general no es aceptado por la doctrina, 
debido a la gran incertidumbre que introduce en el trabajador, al no tener una garantía mínima de 
que conservará su trabajo el día de mañana, y que incluso puede afectar su productividad. 
 
 Despido Regulado: en principio el empleador tiene cierta libertad para despedir al 
trabajador, pero para hacerlo debe ceñirse a una serie de exigencias legales (como expresión de 
causa, notificaciones, expedición de comprobantes de pago de obligaciones y otras) que garanticen 
los derechos del trabajador. Es el sistema más utilizado. 
 
 Finiquito de Trabajo: Documento, certificado o recibo que acredita haber pagado al 
trabajador las cantidades que le corresponden como pago por su trabajo y los valores a los que 
tiene derecho por haber terminado  el contrato. Debe ser practicado ante el señor Inspector del 
Trabajo y la liquidación debe constar pormenorizada, caso contrario el trabajador puede 
impugnarlo.  
 
 Garantías jurisdiccionales.- Mecanismos de carácter judicial elevados a la categoría 
constitucional cuyo objeto o finalidad es la protección eficaz e inmediata de los derechos 
reconocidos en la Constitución y en los instrumentos de derechos humanos, la declaración de su 
vulneración y la reparación integral de los daños causados como consecuencia de la violación (Art. 





 Liquidación: Es el conjunto de operaciones realizadas para determinar lo correspondiente a 
cada uno de los interesados en los derechos activos y pasivos de un negocio, patrimonio u otra 
relación de bienes y valores.  
 
 Normas jurídicas: En términos generales, la expresión normas jurídicas, tal como lo anota 
Bobbio, aluden a las proposiciones prescriptivas reconocidas como tales por un poder público, 
cualquiera que sea su naturaleza o jerarquía.     
 
 Renuncia: Dejación voluntaria de algo, sin asignación de destino ulterior ni de persona que 
haya de suceder en el derecho o función. Documento en el que consta la renuncia de un cargo o 
empleo. 
 
 Trabajador: Persona que entrega sus energías físicas o intelectuales para servir los intereses 
de un  patrono a cambio de recibir una remuneración estimada en salarios o sueldos por los 




En la presente investigación citaré los siguientes conceptos: 
 
 Algunos Tratadistas definen al contrato individual de trabajo, al respecto se transcribirá 
varios conceptos: 
 
El tratadista García Oviedo señala lo siguiente: 
 
“Es aquel en virtud del cual una persona se compromete a trabajar para otra por tiempo 




El tratadista Ramírez Gronda señala lo siguiente: 
 
“Es la convención por la cual una persona (trabajador: empleado, obrero) pone su 
actividad profesional a disposición de otra persona (empleador: patrón, patrono, dador de 
trabajo, dador de empleo, locatario o principal, sea persona jurídica, individual o colectiva), 
en forma continuada a cambio de una remuneración
2
”.  
                                                 
1
 OCHOA Andrade Guillermo, La suspensión y la terminación del contrato individual de trabajo en el Ecuador, cuarta edición, Azuay – 
Ecuador, 2002, Pág. 23. 
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El tratadista Rafael Pérez Lobo señala lo siguiente: 
 
“Contrato de trabajo, es aquel en virtud del cual, una o varias personas se obliga a 
ejecutar una obra o prestar un servicio a uno o a varios patrones, o a una persona jurídica  de 
tal carácter bajo la dependencia de estos, por una remuneración, sea la que fuere la clase o 
forma de ella”.  
 
Ochoa Andrade, (2002, p. 244) en su obra “La suspensión y la terminación del contrato 
individual del trabajo en el Ecuador” se refiere al despido intempestivo de la siguiente manera: 
 
(…) El despido intempestivo consiste en la terminación brusca; esto es, sin causa justa o 
legal, del contrato de trabajo con el trabajador, terminación que implica correlativamente el 
pago de indemnizaciones según los diferentes casos en los que se produzca (…). 
 
Espinosa Galo (p. 299) en so obra “Diccionario de jurisprudencia de la Corte Suprema de 
Justicia”, ha transcrito un fallo, en el que se conceptualiza el despido intempestivo, al respecto se 
señala: 
 
Existe el despido intempestivo cuando es la voluntad unilateral del empleador la que 
rompe el vínculo laboral, caracterizándose, generalmente, por una acción inesperada y 
violenta.  Entonces es una demostración de voluntad de dar fin al contrato, que puede 
expresarse ora obligando al trabajador a que presente la renuncia, ora cerrando el local de 
trabajo, realizando cambio de ocupación maliciosa para degradar al trabajador a funciones 
que no pueda desempeñar o indicándole que no es requerido o disminuyéndole las 
remuneraciones, pero en todo caso es de carácter objetivo, y los testimonios, cuando se 
recurre a ellos, tienen que ser directos y tan suficientemente explicativos y claros como para 
que no dejen duda de que ocurrió el evento. 
  
Ossorio (2008, p. 788), en su obra “Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y 
Penales” se refiere al visto bueno, y señala: “Visto Bueno.- Fórmula administrativa, más o menos 
rutinaria, con la que se presta aprobación a lo pedido por alguien o a lo resuelto por un inferior” 
 
Guillermo Ochoa Andrade (p. 232), en su obra “La suspensión y la terminación del 
contrato individual del trabajo en el Ecuador”, se refiere al desahucio y señala: 
 
El desahucio es, por consiguiente, un acto jurídico unilateral por medio del cual una de 
las partes, el empleador o trabajador comunica a la otra su decisión de dar por terminado el 
contrato, aviso que tiene por finalidad evitar que el trabajador se encuentre bruscamente sin 




y otro caso consecuencia de índole social; esto es, la desocupación o la baja de la producción 




Falencias jurídicas en la aplicabilidad del sistema del libre despido en la legislación laboral 
ecuatoriana  atenta contra el derecho a la estabilidad  que prevé la Constitución de la República del 
Ecuador y los Instrumentos Internacionales ratificados, lo que ha causado una inestabilidad jurídica 





3.3.1. VARIABLES INDEPENDIENTES 
 
 Las falencias jurídicas por la aplicación del Sistema del libre despido atentan contra 
principios, derechos y garantías previstos en la Constitución de la  República del Ecuador y 
en el Código del Trabajo. 
 
2.3.2 VARIABLES DEPENDIENTES 
 
 El sistema de libre despido vulnera la tutela efectiva, imparcial y expedita de derechos en 
materia laboral, que se trasluce en el incumplimiento de principios, derechos y garantías 



















3.1 TIPOS DE INVESTIGACIÓN 
 
3.1.1 INVESTIGACIÓN BIBLIOGRÁFICA 
 
 Se usarán por la facilidad que otorgan en la descripción y organización de los libros y 
documentos a consultar para el mejor entendimiento del tema a tratar en este proyecto. 
 
3.1.2 INVESTIGACIÓN DE CAMPO 
 






 En esta investigación predominará el método de entrevistas en su mayoría, siendo ésta una 
técnica comúnmente utilizada para recoger información en forma escrita, el cual se vale de un 
cuestionario debidamente estandarizado y esquematizado, que busca alcanzar datos que permitan 
conocer el alcance que ha tenido el arbitraje internacional en el ordenamiento Jurídico Ecuatoriano. 
 
3.1.3 INVESTIGACIÓN HISTÓRICA 
 
En esta investigación no se ha encontrado documentos en el internet relacionados con el 
tema FALENCIAS JURÍDICAS EN LA APLICABILIDAD DEL SISTEMA DEL LIBRE 
DESPIDO EN LA LEGISLACIÓN LABORAL ECUATORIANA – PROPUESTA PARA LA 






3.1.4  INVESTIGACIÓN DESCRIPTIVA 
 
En esta  investigación descriptiva señala el  impacto  que se  produce  en la aplicación  del 
sistema del despido regulado en la legislación laboral ecuatoriana. 
 
3.2    POBLACIÓN O MUESTRA 
  
El tipo de investigación es un estudio correlacional que consiste en ver la relación entre la 
variable independiente y dependiente. La población utilizada en la investigación es finita porque se 
enfoca específicamente en personas con conocimientos en el tema desarrollo de este estudio y que 
trabajan en instituciones que se encuentran localizadas dentro del Distrito Metropolitano de Quito. 
 
  La población con la que se realizará la investigación serán profesionales especializados en 
la aplicación del derecho laboral en la Inspección del Trabajo y Juzgados del Trabajo de  
Pichincha. 
 
      Los sujetos en total serán N: 40, de éstos se seleccionará la muestra que la conforman 
profesionales y personas que se encuentren inmiscuidas en el tema de justicia administrativa y 




CUADRO No. 1 
 
ENTIDAD NÚMERO 
Inspección del Trabajo de Pichincha 










El muestreo utilizado para la presente investigación es muestreo no probabilístico, debido a 
que no se cuenta con listados del personal de las instituciones que se eligieron; por lo que no se 
puede utilizar el método al azar, sino que por cuota dicha técnica permite que se apliquen el 
número de instrumentos asignados a cada institución de acuerdo a la muestra obtenida. 
 
La muestra de la investigación se obtendrá a través de la formula estadística para población 




Entre los métodos utilizados tenemos el científico, analítico, inductivo, sintético, 
deductivo, exegético y comparativo. 
 
 Método Científico.- Método de investigación usado principalmente en la producción 
de conocimiento en las ciencias. Constituye un conjunto de pasos fijados con 
anterioridad por una disciplina con el fin de alcanzar conocimientos válidos mediante 
instrumentos confiables. 
 
 Método analítico.- Permite observar los derechos y garantías constitucionales de las 
personas, para así describirlos, enumerarlos, demostrarlos, para explicar la parte 
positiva y negativa del problema planteado, para posteriormente estudiarlo y 
desarrollarlo en forma ordenada y objetiva. 
 
 Método Inductivo.- A partir de estudios particulares se obtendrá conclusiones o 
leyes universales que pueden explicar o relacionar los fenómenos analizados. Partiré de 
hechos conocidos y particulares dados en el campo de la praxis para definirlos y 
aislarlos de otros casos que pertenecen a otros temas. 
 
 Método sintético.- Es un proceso mediante el cual se relacionan hechos 
anteriormente aislados y se formula una teoría que unifica los diversos elementos, que 
indicamos en el método analítico de esta manera  nos permite estudiar el tema de 
investigación haciendo una síntesis del tema global que se investiga. 
 
 Método Deductivo.- Es un proceso mediante el cual a partir de conclusiones o leyes 




 Método Exegético.- Permitirá recopilar, estandarizar, y, exponer las obras de 
Derecho que estudian las leyes positivas, en lo que respecta a la intención del 
legislador en la redacción de la ley.  
 
 Método Comparativo.- Se aplicará para encontrar diferencias y semejanzas entre la 









La cual nos permitirá percibir directamente los fenómenos que son objeto de esta 









Se las realizará con el fin de recabar datos específicos de interés para nuestro estudio, como 




3.4.4 VISITA DOMICILIARIA 
 
Este proyecto de tesis se realizó directamente a los profesionales del tema en las 
direcciones laborales: La Unidad Judicial de Trabajo está en el sector de la Parroquia Santa Prisca 
en la AV Manuel Larrea y Arenas del Cantón Quito, Provincia de Pichincha. 
 
Mientras la Inspectoría de Trabajo, que está ubicada en la Parroquia el Belén en las calles 






Específicamente el estudio desarrollado se relacionará con la validez de los contenidos que 
constituirá el grado en el cual una prueba está en consonancia con los objetivos de la investigación. 
Se considerará además la vinculación de cada una de las preguntas con el proceso de 
operacionalización de las variables de estudio. Para lo cual, una vez con la información 
recolectada, se plantearan las preguntas, que constituirán las entrevistas a realizarse, obtenido el 
esquema de la entrevista, y con el interés de obtener datos confiables, el instrumento será sometido 
a evaluación por, medio de juicios de expertos.  
 
Esta técnica permite obtener la opinión de sujetos expertos en el tema de estudio, lo cual 
posibilita la validación del instrumento, ya que es sometido a juicio de cada uno de los especialistas 
en las diferentes áreas. Se validará el mencionado instrumento incorporando las observaciones 
provenientes de catedráticos. 
 
3.6. DIARIO DE CAMPO 
 
El instrumento utilizado para registrar los materiales de la  investigación es la entrevista y 
encuesta, se realiza solo a profesionales del tema a los jueces laborales e inspectores de trabajo del 
Cantón Quito Provincia de Pichincha, conforme estadísticas se valora los resultados realizados. 
 
3.7. RECOLECCIÓN DE LA INFORMACIÓN 
 
Para el desarrollo de esta tesis me entrevisté con operadores de justicia del Ministerio de 
Relaciones laborales y de la Función Judicial, así como con profesionales de derechos que asisten a 
las Unidad Judicial Especializada del Trabajo de la ciudad de Quito, para analizar la necesidad de 
estructurar una propuesta de reforma al tema del sistema del libre despido vigente en el Derecho 
Laboral Ecuatoriano.  
 
Se aplicó encuestas y entrevistas con cuestionarios a operadores de justicia del Ministerio 
de Relaciones laborales y de la Función Judicial, así como a profesionales de derechos especialistas 







3.8. PROCESAMIENTO Y ANÁLISIS DE LA INFORMACIÓN 
 
Para el procesamiento y análisis de la información de esta investigación se realizó  los 
programas de Word y Excel, con la letra tipo Times New Román de 11 para el texto, de 12 para 
títulos superior y las páginas comunes tienen los siguientes márgenes, superior 2,5cm espacios, 
inferior 2,5cm espacios, margen derecho 2,5cm espacios, margen izquierdo 3,cm espacios, a inicio 





















ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
 
4.1.  Formulario No 1. Encuesta a veinte profesionales del derecho y operadores de Justicia. Las 
preguntas formuladas y las respuestas obtenidas fueron las siguientes: 
 
4.1.1 Análisis e interpretación de Resultados 
 
PREGUNTA No 1 
 
¿Considera usted que la Constitución de la República del Ecuador y las demás 
leyes laborales garantizan adecuadamente  el derecho al trabajo? 
 
CUADRO No. 2 
 
VARIABLE FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 6 30 
NO 14 70 
TOTAL 20 100 
 
        Fuente: Señores Inspectores de Trabajo y Jueces Laborales 











Gráfico No. 1 – Pregunta 1 
 
 
Análisis e interpretación: 
 
De los Señores encuestados, la mayor parte respondió “que no”, por cuanto la relación 
contractual más deleznable es aquella proveniente de los contratos de trabajo, en un sistema de 
libre despido que atenta contra los más elementales derechos del trabajador, y una parte menor 
respondió “que sí”, ya que la Constitución y el Código de Trabajo amparan regularmente, tanto al 

























PREGUNTA No 2 
 
¿Considera usted que la relación laboral entre empleador y trabajador se encuentra 
regulada por el Código del Trabajo de una manera? 
 
CUADRO No. 3 
VARIABLE FRECUENCIA PORCENTAJE 
EFICAZ 4 20 
REGULAR 12 60 
DEFICIENTE 4 20 
TOTAL 20 100 
Fuente: Señores Inspectores de Trabajo y Jueces Laborales 
Elaborado por: Gabriela Solórzano 
 
Gráfico No. 2 -  Pregunta 2 
 
 
Análisis e interpretación: 
 
La mayor parte de los Señores encuestados responde  que  es regular, por cuanto no se 
garantiza adecuadamente el cumplimiento de los derechos laborales del trabajador, especialmente 
en las fases administrativa y judicial por parte de los operadores de justicia, en menor parte de los 
Señores encuestados,  manifestó que la regulación es deficiente, ya que los derechos del trabajador 
se violentan por una normativa deficiente del Código del Trabajo, especialmente en lo que se 
refiere a estabilidad, seguridad social, etc., en igual porcentaje dicen que la regulación de las 
relaciones entre empleador y trabajador son eficaces, ya que principalmente se respetan los 


















¿Considera usted que la terminación del contrato de trabajo se encuentra regulada en el 
Código del Trabajo  de una manera? 
 
CUADRO No. 4 
VARIABLE FRECUENCIA PORCENTAJE 
ADECUADA 4 20 
REGULAR 6 30 
IRREGULAR 10 50 
TOTAL 20 100 
        Fuente: Señores Inspectores de Trabajo y Jueces Laborales 
Elaborado por: Gabriela Solórzano 
 
Gráfico No. 3 – Pregunta 3 
 
 
Análisis e interpretación: 
 
Ante la pregunta precedente,  la mitad de los encuestados manifestaron  que el marco 
jurídico de terminación de los contratos de trabajo es irregular, puesto que, los mayores casos de 
terminación se dan por despido intempestivo, que no se encuentra como causa en el Código del 













contrato de trabajo no garantiza el cumplimiento de las obligaciones patronales, en una menor parte  
señaló que la garantía contractual de terminación es adecuada, ya que lo que no se prevé en el 
contrato lo regula el Código del Trabajo, y además que los contratos que se acostumbran en la 


































PREGUNTA No 4 
 
¿Considera usted que el despido intempestivo conculca derechos laborales del 
trabajador? 
 
CUADRO No. 5 
VARIABLE FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 14 70 
NO 6 30 
TOTAL 20 100 
Fuente: Señores Inspectores de Trabajo y Jueces Laborales 
Elaborado por: Gabriela Solórzano 
 
Gráfico No. 4– Pregunta 4 
 
 
Análisis e interpretación: 
 
Ante la pregunta formulada, la mayor parte de los Señores encuestados  señalaron que sí, 
puesto que el Código del trabajo responde a los intereses de los empleadores, y que por tal motivo 
se les ha privado a los trabajadores de su derecho a la estabilidad que garantiza la Constitución y 
los Tratados Internacionales ratificados por el Ecuador, y una menor parte de encuestados  señaló 
que no, ya que en el Código del Trabajo se han establecido derechos y obligaciones recíprocas 

















PREGUNTA No 5 
¿Cree usted que la legislación laboral establece el derecho a la estabilidad laboral con 
características? 
 
CUADRO No. 6 
  VARIABLE FRECUENCIA PORCENTAJE 
NORMALES 2 10 
DESFAVORABLES 12 60 
MUY DESFAVORABLES 6 30 
TOTAL 20 100 
Fuente: Señores Inspectores de Trabajo y Jueces Laborales 
Elaborado por: Gabriela Solórzano 
 
Gráfico No. 5 – Pregunta 5 
 
 
Análisis e interpretación: 
 
De los Señores encuestados  más de la mitad  respondieron que las características de la 
estabilidad laboral en el Código del Trabajo son desfavorables para el trabajador, ya que ninguna  
norma garantiza su efectivo cumplimiento en los diferentes contratos de trabajo, más de  la cuarta 
parte  respondieron que la estabilidad laboral es muy desfavorable para el trabajador, puesto que se 
han inventado más figuras para despedir a los trabajadores, tal el caso de las Comoras de renuncias 
obligatorias, sin que el trabajador puede oponer resistencia a una fuerza irresistible, y en un mínimo 
porcentaje, señalaron que la estabilidad en el Código del Trabajo es normal y equitativa para 















PREGUNTA No 6 
 
¿Considera usted que el despido intempestivo en la legislación laboral transgrede los 
derechos de estabilidad, intangibilidad e irrenunciabilidad de derechos del trabajador?  
 
CUADRO No. 7 
VARIABLE FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 14 70 
NO 6 30 
TOTAL 20 100 
Fuente: Señores Inspectores de Trabajo y Jueces Laborales 
Elaborado por: Gabriela Solórzano 
 
Gráfico No. 6 – Pregunta 6 
 
 
Análisis e interpretación: 
 
La mayor parte de los Señores encuestados señaló que SI, que el despido intempestivo 
transgrede el marco jurídico de la estabilidad, intangibilidad e irrenunciabilidad de derechos del 
trabajador, puesto que es propiamente el despido injustificado, que no expone una causa justa para 
la terminación laboral, y por lo tanto, se le obliga al trabajador a renunciar a su actividad laboral, y 
por lo tanto al sustento para su familia, una mínima parte manifiesta  que NO, puesto que el 
empleador puede despedir al trabajador en cualquier momento, sea con causa justa o no, puesto que 
rige el principio del libre contratación, y ante el despido, lo único que tiene que hacer es cancelar la 
















PREGUNTA No 7 
 
¿Considera que las modalidades de compra de renuncias obligatorias atenta con el 
derecho a la estabilidad laboral?  
 
CUADRO No. 8 
VARIABLE FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 14 70 
NO 6 30 
TOTAL 20 100 
Fuente: Señores Inspectores de Trabajo y Jueces Laborales 
Elaborado por: Gabriela Solórzano 
 
Gráfico No. 7 – Pregunta 7 
 
 
Análisis e interpretación: 
 
De los encuestados la mayor parte señaló que SI, puesto que a través de las compras de 
renuncias, tengan el carácter de obligatorio no, lo que hacen es poner precio a un derecho humano 
como es el trabajo, y por lo tanto, atentan contra la normativa internacional y contra la propia 
Constitución de la República del Ecuador, en un menor porcentaje señalaron que NO, que el 
trabajador en cualquier momento puede escoger si vende su renuncia, y en el caso de la obligatoria, 
el empleador lo único que tiene que hacer es pagar el valor contemplado en la Ley, que puede ser el 
previsto en el Código del Trabajo el Código del Trabajo o en la Mandatos Constituyentes, si se 

















PREGUNTA No 8 
 
¿Considera usted que a la terminación de la relación laboral por el acuerdo entre las 
partes el trabajador recibe sus indemnizaciones legales de una manera? 
 
CUADRO No. 9 
VARIABLE FRECUENCIA PORCENTAJE 
SATISFACTORIA 6 30 
INSATISFACTORIA 14 70 
TOTAL 20 100 
Fuente: Señores Inspectores de Trabajo y Jueces Laborales 
Elaborado por: Gabriela Solórzano 
 
Gráfico No. 8 – Pregunta 8 
 
 
Análisis e interpretación: 
 
La mayor parte de los señores  encuestados señalaron que las indemnizaciones laborales 
son insatisfactorias que recibe el trabajador, en la mayaría de los casos son menores a las legales, 
ya que se le presiona para que reciba una cantidad menor, bajo el pretexto de la larga duración de 
los juicios laborales, inclusive en varios casos, tanto los inspectores del trabajo como los jueces 
desconocen el pago por concepto de afiliaciones al IESS, A diferencia, de una menor parte 
señalaron, que las indemnizaciones son satisfactorias, ya que se garantiza una indemnización 

















PREGUNTA No 9 
 
¿Cree usted que a la terminación de la relación laboral se violentan los derechos del 
trabajador en los aspectos? 
 
CUADRO No. 10 
  VARIABLE FRECUENCIA PORCENTAJE 
ECONÓMICO 10 50 
PERSONAL 4 60 
OTRO 6 30 
TOTAL 20 100 
Fuente: Señores Inspectores de Trabajo y Jueces Laborales 
Elaborado por: Gabriela Solórzano 
 
Gráfico No. 9 – Pregunta 9 
 
 
Análisis e interpretación: 
 
La mitad de los Señores  encuestados señaló que a la terminación de la relación laboral por 
la causal señalada, se afecta al trabajador en la parte económica, ya que en la mayoría de los casos 
no recibe una indemnización adecuada, menos de la cuarta parte señaló que se afecta al trabajador 
en el aspecto personal, ya que le es muy difícil que consiga empleo nuevamente, tal el caso de los 
servidores públicos, y el restante,  mayor  de la cuarta parte  señaló que no se violentan los 
derechos del trabajador, ya que la renuncia a su trabajo se encuentra amparada por una 
indemnización.  
















PREGUNTA No 10 
 
¿Considera usted que se debería derogar el sistema de libre despido o despido 
injustificado por el sistema de despido justificado en el Código del Trabajo? 
 
CUADRO No. 11 
VARIABLE FRECUENCIA PORCENTAJE 
SI 14 70 
NO 6 30 
TOTAL 20 100 
Fuente: Señores Inspectores de Trabajo y Jueces Laborales 
Elaborado por: Gabriela Solórzano 
 
Gráfico No. 10 – Pregunta 10 
 
 
Análisis e interpretación: 
 
Con una diferencia muy significativa, la mayor parte  de los Señores encuestados señaló 
que se debería reformar el Código del Trabajo, a fin de que se establezca en el Código del Trabajo 
el sistema de despido justificado o regulado, a fin de que la terminación de la relación laboral 
termine por una causa justificada, y además si ésta termina, se le garantice al trabajador el pago de 
todos sus haberes oportunamente, Mientras que, un mínimo porcentaje señaló que el Código del 
Trabajo no necesita reformas, ya que garantiza adecuadamente los derechos del trabajador, 


















4.2. Formulario No 2.Se realizaron seis Entrevistas a operadores de justicia y las respuestas 
obtenidas fueron las siguientes: 
 
4.2.1 Análisis interpretación de resultados de la entrevista 
 
PREGUNTA No 1 
 
¿Considera usted que el Código del Trabajo garantiza los derechos del trabajador a 
la terminación de la relación laboral? 
 
Gráfico No. 11  Pregunta 1 Entrevista 
 
Fuente: Entrevista a Señores operadores de justicia  
Elaborado por: Gabriela Solórzano 
 
Análisis e interpretación: 
 
Con una diferencia significativa, la mayor parte de los  entrevistados señalaron que si bien 
es cierto el Código del Trabajo enumera los derechos del trabajador al término de la relación 
laboral, en la mayoría de los casos no se cumplen, ya que se negocian en las inspecciones del 
trabajo lo que debe recibir por indemnizaciones, incluso mucho más bajas a las señaladas en la 
Ley, principalmente por el costo y tiempo que implica un juicio laboral,  y menos de la cuarta parte 
de los entrevistados manifiestan que en la práctica el Código del Trabajo garantiza los derechos del 



















PREGUNTA No 2 
 
¿Cree usted que la terminación de contrato de trabajo por causas injustificadas 
atentan contra el marco constitucional?  
 
Gráfico No. 12  Pregunta 2 Entrevista 
 
  Fuente: Entrevista a Señores operadores de justicia  
  Elaborado por: Gabriela Solórzano 
 
Análisis e interpretación: 
 
Con un porcentaje mayor, de los  señores entrevistados señalaron que el sistema de 
terminación de la relación laboral, esto es por el libre  despido atenta contra el derecho al trabajo 
que establece el Art. 33 de la Constitución de la República del Ecuador, y que el marco legal del 
Código del Trabajo debería reformarse a fin de garantizar la estabilidad laboral del trabajador, con 
un porcentaje menor, de los entrevistados señaló que no, que si bien se han establecido causas de 
terminación del contrato de trabajo, el empleador el cualquier momento puede terminar la relación 

















Terminación de contrato de trabajo, por causas injustificadas, atentan 




PREGUNTA No 3 
 
¿Considera usted que se debe reformar el Código del Trabajo en lo que respecta a 
establecer el despido o terminación del contrato de trabajo por causas justificadas? 
 
Gráfico No. 13  Pregunta 3 Entrevista 
 
Fuente: Entrevista a Señores operadores de justicia  
Elaborado por: Gabriela Solórzano 
 
Análisis e interpretación: 
 
Con una diferencia mayor, de los señores entrevistados señalaron que se debe reformar en 
este aspecto el Código del Trabajo, ya que es necesario que conste en el mismo de manera 
categórica que la terminación de la relación laboral se realice por causa justa, y que además la 
término de la misma se cumplan también con los derechos laborales provenientes de la relación 
laboral, es decir, se pague lo referente a seguridad social, fondos de reserva, indemnizaciones 
adecuadas, etc. Y menos de la cuarta parte de los entrevistados  no se debe reformar el Código 
del Trabajo en el aspecto señalado, ya que lo único que hacer es aplicar la Ley para el 
cumplimiento de los derechos laborales. 
 
 
















4.2.1.1  Fundamentación jurídica 
 
4.2.1.1.1 Doctrina jurídica 
 
Orsini, (2012, p.369) en su tratado “El derecho al trabajo como límite constitucional al despido 
injusto” citando a Rodríguez Piñero 1978, p. 25), señala que:  
 
(…) el reconocimiento constitucional del derecho al trabajo, comporta repercusiones 
muy importantes sobre la ocupación del trabajador y la estabilidad en el empleo, habida 
cuenta que la pérdida del puesto de trabajo puede impedir el goce efectivo de ese derecho, 
por lo que tiene que ser debidamente justificada. De igual modo, Martín Valverde (1980, p. 
202) puntualiza que “las limitaciones más clásicas de la autonomía empresarial como 
consecuencia del reconocimiento del derecho al trabajo son las que se refieren a la 
exigencia de una causa grave para la justificación de los despidos individuales”  
 
En ese sentido, al refutar categóricamente las tesis que postulan el carácter “programático” 
de las normas constitucionales que consagran derechos sociales y niegan su condición de derechos 
subjetivos y exigibles, recuerda Luigi Ferrajoli que el fue precisamente con base en ese derecho al 
trabajo, consagrado en el art. 4 de la Constitución de Italia, que, aun en ausencia de normativa legal 
que estableciera la protección de la estabilidad, la Corte Constitucional de ese país no sólo sostuvo 
por primera vez que el derecho de rescisión del contrato de trabajo por el empresario no era 
ilimitado, debiendo ceder ante el derecho al trabajo el derecho a la libre iniciativa económica 
(sentencia No 49, del 9/6/1965), sino que también se declararon ilegítimas e ineficaces las 
discriminaciones arbitrarias en los despidos (sentencias No 174, del 14/7/1971 y No 176, del 
7/7/1986) (Ferrajoli, 2006: 109, 110). 
 
Los lineamientos de la jurisprudencia italiana de los años sesenta influyeron en la 
reglamentación legal para la promulgación del famoso artículo 18 del Estatuto de los Trabajadores 
de 1970, norma que estableció la estabilidad real o absoluta para los trabajadores del sector 
privado, constituyéndose en el paradigma de la máxima intensidad de la tutela contra el despido 
injusto a nivel europeo, permitiendo convalidar la íntima relación del derecho al trabajo con el 
principio de estabilidad en el empleo y, además, la absoluta compatibilidad y aun una cierta 
insociabilidad entre ese derecho constitucional y el sistema más intenso de protección contra el 
despido arbitrario: el que habilita al trabajador injustamente despedido a ser reincorporado en su 






Por tanto, a partir del reconocimiento constitucional del derecho al trabajo, ha quedado 
fuera de discusión que la estabilidad no es una forma coyuntural de regular las relaciones laborales, 
sino un principio fundamental que no puede estar ausente de los ordenamientos jurídicos laborales.  
 
Sobre el tema, Baylos Grau (2004:41) señala que en aquellos casos en los cuales el despido 
es el producto de la pura arbitrariedad empresarial es viable solicitar la nulidad del despido 
incausado sobre la base de que vulnera el derecho al trabajo, incluyendo a esa clase de despidos en 
el área de la estabilidad real, que impone la readmisión compulsoria. 
 
Muchos autores de la literatura jurídica señalan que el derecho al trabajo otorga adecuado 
sustento a la reinstalación en el empleo del trabajador injustamente despedido (Giugni, 1998: 
62,63). En particular, señalan que merece recordar las expresión de Mancini (1973, p. 724), quien 
sostenía que, en rigor, los poderes públicos disponen de un solo medio para asegurar la efectividad 
del derecho al trabajo, entendido como derecho a conservar el empleo: condicionar la facultad 
empresarial de despedir a la presencia de motivos graves y arbitrar procedimientos que permitan al 
trabajador reanudar su actividad profesional si dichos motivos se demuestran insuficientes 
También, la gráfica frase de Hepple (1982: 663), quien, refiriéndose al derecho italiano, sostiene 
que a la pregunta de que en qué medida existe un derecho al trabajo ha de responderse examinando 
en qué medida el trabajador injustamente despedido puede alcanzar su readmisión en el puesto de 
trabajo. 
 
El despido injustificado, siempre es posible, en principio, la vuelta al estado anterior de los 
actos lesivos, obligando al empleador que despidió en violación al derecho humano al trabajo a 
readmitir al trabajador, privando de eficacia extintiva al despido, por lo que difícilmente pueda 
justificarse que esa violación deba resolverse en todos los casos, y como única solución posible, 
convalidando la eficacia extintiva del despido a cambio de una reparación económica.  
 
Dentro del contexto señalado, la Corte Interamericana ha aplicado esa solución en el caso 
“Baena”, condenando al estado panameño a reincorporar a un número importante de trabajadores 
despedidos en vulneración al derecho fundamental de asociación.  
 
Orsini (2012, p. 327) en su tratado “El derecho al trabajo como límite constitucional al 
despido injusto” ha señalado que: 
 
En el ámbito del Derecho Internacional del Trabajo también se ha sostenido que la 
mera reparación económica no alcanza para restablecer la efectiva vigencia ante la 




normas de la O.I.T. -tanto el Comité de Libertad Sindical, cuanto la Comisión de Expertos 
(28)- han dicho, por ejemplo, que el despido que constituye una discriminación o una 
represalia por el ejercicio de la libertad sindical, debe ser anulado, debiendo reincorporase 
al trabajador despedido a su puesto de trabajo, resultando contrarias a los convenios 
internacionales las normas internas que convalidan la extinción indemnizada del contrato 
frente a la violación de derechos fundamentales. Ello sin mencionar que la propia normativa 
general de la O.I.T. sobre extinción del contrato de trabajo (art. 4, Convenio 158) impone 
como solución prioritaria la readmisión del trabajador frente al despido injusto. 
 
La apreciación doctrinaria del derecho al trabajo y a la estabilidad, y sobre todo lo 
preceptuado por la O.I.T., para la protección al despido injusto es razonable, puesto que lo 
considera nulo cuando se atenta contra la libertad sindical, y señala además que los pagos 
indemnizatorios por este conceptos son improcedentes, especialmente por cuanto el despido tuvo 
una causa ilícita como es la discriminación. 
 
En nuestro país, estos casos son muchos, puesto que se despide a promotores y dirigentes 
sindicales, sobre el pretexto de que el empleador puede despedir al trabajador con la indemnización 
que establece la ley. 
 
El derecho al trabajo es un derecho humano y es válido privar de eficacia extintiva a los 
despidos que violan los derechos humanos, por tanto, no debería descartarse la posibilidad de 
anular los despidos que violan el derecho al trabajo.  
 
La propuesta de reforma, lo que trata de introducir es precisamente los lineamientos 
doctrinarios en la legislación laboral, y los más preciso es constitucionalizar el Código del Trabajo, 
y por tanto, se haga evidente y realidad del despido regulado o por causa justificada, dentro de un 














CUADRO No. 12 
 















La norma general en nuestra legislación es el establecimiento de una estabilidad 
mínima de un año en el trabajo, art. 14  del Código del Trabajo,  para todo contrato a plazo 
fijo o a tiempo indefinido, es decir la ley procura que en este plazo mínimo, el trabajador 
demuestre su capacidad, la misma que le permitirá la continuidad en su cargo, generando 
con ello un principio laboral no escrito, que es la antigüedad y por supuesto, los demás beneficios 
que la ley le otorga. 
 
La disposición del Art. 14 del Código del Trabajo, ha permitido proteger al trabajador de la 
terminación unilateral de los contratos de trabajo por parte del empleador y garantizar su 
estabilidad, me permito transcribir la siguiente jurisprudencia: 
 
Es inobjetable que la relación laboral de la actora con M., cuyo principal es E.P., duró diez 
meses, veinte y un días.  Así lo dice el libelo inicial, la confesión del accionante; los documentos que 
obran en los autos en general, y, lo que es más, así lo reconoce el demandado.  Pero si es verdad 
que ese tiempo no cubre el año físico, calendario, sí lo hace el año laboral o legal; pues el Art. 14 
del Código del Trabajo, dice: “Establécese UN AÑO, como tiempo mínimo de duración de todo 
contrato por tiempo mínimo de duración, de todo contrato por tiempo fijo o por tiempo indefinido”, 
lo cual significa que el contrato de M.S., por imperio de la Ley, tenía duración hasta el 17 de 
septiembre de 1991 y al no haberse empleado notificación o desahucio para dar por terminado el 
vínculo, prevaleciendo la voluntad unilateral del empleador que no reubicó a otro sitio a la 
trabajadora como ofreciera, resulta también inobjetable que se operó el despido intempestivo de 
ella que el 9 de agosto de 1991,  se encontraba amparada de la estabilidad  básica consagrada en 
el Art. 14 del Código Laboral, trasvasando, entonces, su estabilidad a la especial, consignada en el 
Decreto Ejecutivo Nro. 2089 del 8-I-91; ya que al hablar del particular expresa que ´los 
trabajadores amparados en el Código del Trabajo que mantengan relación de dependencia 
continuada por más de un año, gozarán de un año de estabilidad contado desde el 1 de enero de 
1991´, siendo de precisar que la ´dependencia continuada´ no se debe entender necesariamente 
acumulada al 1 de enero, que es simplemente la fecha que fija la estabilidad o sea ´a partir de´ pero 
que bien puede cumplirse u ocurrir en el transcurso de 1991, como es el caso de la actora (…) 
(Exp. Nro. 467-93, R.O. 493,  28 de Julio de 1994) 
 
La estabilidad es el cimiento de la continuidad, y las dos dan solvencia y seguridad al 
trabajador, quien aspira a que se respeten estas garantías y le permitan cumplir su vida laboral con 
normalidad, hasta lograr una jubilación justa, que le conceda una vida decente al finalizar su ciclo 




sólo del empleado sino de su empleador, ya que tanto el uno como el otro requieren de estos 
factores para el desempeño normal de las actividades industriales y de los ingresos personales, que 
redundan en el mejoramiento y crecimiento de la empresa y de la vida familiar. 
 
Los principios de estabilidad y continuidad referidos en la ley, normalmente pretenden ser 
superados por la contratación colectiva o por acuerdos transaccionales, ya que es uno de los puntos 
que los trabajadores y las organizaciones sindicales, procuran obtenerlo en su beneficio, como 
garantía para equilibrar la relación laboral y la fijeza de sus ingresos económicos. 
 
Estos principios son la norma general, que tienen sus excepciones de acuerdo a la 
naturaleza de los contratos u obras a ejecutar, excepciones que hemos analizado al revisar el art. 14 
del Código Laboral, y que, debido a la temporalidad de los mismos, tienen una vigencia menor, 
conforme lo dispuesto en las normas legales respectivas. 
 
La estabilidad es una garantía “pro operario”, que impide al empleador dar por terminado 
el vínculo laboral sin fundamento. Y si lo hace, recibirá una sanción económica prevista en las 
normas legales  y considerada como despido intempestivo, cuyo monto varía por el número de años 
de trabajo o por la estabilidad pactada; incluso la ley pretende garantizar la estabilidad y 
continuidad cuando hay sustitución de empleador o cesión de derechos, ya que pretende que no se 
lesionen estos derechos, dándole al trabajador la posibilidad de escoger entre la continuidad o el 
pago de la indemnización. 
 
El empleador por estos mecanismos coercitivos, se ve forzado a respetar la estabilidad, 
visión que no es completa, ya que la misma, mirándola desde otros ángulos, es conveniente y 
necesaria para el progreso y el desarrollo de la colectividad, es de gran interés para varios actores 
de la sociedad, que vale la pena analizarlos: 
 
1. Interés para el Trabajador: 
 
a. Tiene importancia en primer término para el trabajador y su familia, ya que al 
permanecer en su empleo le da seguridad y tranquilidad económica, puede planificar su vida 
familiar en base a sus ingresos programados, puede satisfacer y cubrir las necesidades de los 
miembros de su familia con regularidad. 
 
b. Al trabajador le permite mejorar su capacitación y conocimientos, puede ascender en su 




especialización que le puede ser útil ante otras personas, empresas, luego de la terminación del 
contrato. 
 
c. En la contratación colectiva, la estabilidad le puede representar una mayor 
indemnización o beneficios económicos, si es que ésta es vulnerada  por decisión unilateral del 
empleador. 
 
d. Respecto a la estabilidad y continuidad le permitirá al trabajador, aspirar a la jubilación 
patronal y a la del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, por el número de años que labore. 
 
e. Además de un ambiente estable, el trabajador se sentirá motivado y podrá hacer carrera 
laboral y desarrollar su talento y capacidad, logrando un adecuado rendimiento. 
 
2. Interés para el Empleador: 
 
a. Igual que al trabajador, si en su empresa hay un adecuado ambiente, la estabilidad 
producirá  un mejor rendimiento de sus empleados, una mayor productividad y por tanto mejores 
ingresos económicos. 
 
b. La empresa al no tener cambios y sustituciones de sus trabajadores,  rendirá 
adecuadamente, cumplirá con sus compromisos, entregará sus obras o pedidos oportunamente y 
ganará prestigio por la seriedad demostrada. 
 
c. La capacitación al personal, los costos que le representa instruir o especializar a 
empleadores y obreros, no se verán afectados, sino se ponen en práctica en beneficio de la empresa. 
Es un error de los empleadores invertir en capacitación y luego deshacerse de los trabajadores, 
error que ha incurrido el Estado Ecuatoriano con la compra de renuncias, ha invertido grandes 
cantidades de dinero y tiempo para capacitar a sus funcionarios y luego con la supresión de cargos 
y “compra de renuncias”, se ha desprendido de personal calificado y capacitado, de manera que su 
inversión fue en vano. 
 
d. El personal antiguo sirve de referente o de instructor de nuevos trabajadores, es personal 
que llega a conocer el desenvolvimiento de la empresa, sus secretos técnicos o sus procedimientos, 
y en base a la experiencia, puede corregir o hacer rectificar errores o malas aplicaciones en el 





e. Con personal conocedor de procedimientos, manejo de maquinarias o de sistemas de 
fabricación y ventas, el desenvolvimiento de la empresa será más efectivo y más rentable. 
 
3. Interés para la Sociedad: 
 
a. La sociedad se beneficia con la paz y la armonía en la colectividad, ya que si se ve 
afectada por la falta de trabajo, al no existir ocupación de sus miembros, por el desempleo 
generalizado, se interrumpe el dinamismo económico, se altera la armonía social y hay problemas 
entre sus miembros, la falta de remuneraciones impide el pago puntual de los alimentos, la 
vivienda, los estudios de los hijos de los trabajadores, el dueño de casa no cobra, el tendero no tiene 
ingresos, no hay fondos para adquirir bienes, y por tanto se resiente la economía local.  
 
Es una reacción negativa y en cadena, que va afectando a los distintos proveedores de los 
trabajadores, y de éstos con otros similares que viven de las actividades productivas. 
 
b. Fuentes de trabajo estable general beneficios económicos para la localidad, crecen las 
industrias, se recaudan impuestos, se ejecutan obras comunales, hay  mejores obras de 
infraestructura, y un ambiente de progreso y satisfacción, puesto que existe ocupación e ingresos 
para casi todos los actores de la sociedad. 
 
c. El trabajo estable y el progreso  atrae a grupos humanos que migran como empleados y 
aspiran laborar allí. Este tipo de migraciones puede beneficiar a la comunidad por la experiencia, 
ingresos, nuevos conocimientos y recomendaciones que aportan  para el cambio y progreso  de la 
localidad, por el entusiasmo con el que buscan ganarse la estabilidad en sus trabajos. 
 
4. Interés del Estado: 
 
a. Al Estado le interesa de gran manera, la paz social y el crecimiento económico en base al 
trabajo estable. 
 
b. Como un objetivo económico de todo gobernante, está el lograr el pleno empleo, pero 
éste lo consigue sólo cuando hay situaciones de estabilidad. 
 
c. Es un compromiso de todo Gobierno dar trabajo y propiciar fuentes de empleo, pero en 





d. La planificación y el desarrollo de obras en beneficio del país, sobre todo a largo plazo, 
lo conseguirá el Estado y sus gobernantes, en un ambiente de estabilidad laboral. 
 
Por lo dicho, la estabilidad en el empleo crea una seguridad de trabajo y produce, como 
natural consecuencia, esa satisfacción que debe mediar para que los trabajadores sujetos a un 
salario tengan la sensación de estar lo suficientemente defendidos como para considerarse 
económicamente libres, primordial conquista que debe proceder, por ello, a otras de carácter 
secundario.  
 
El trabajador que sufre un leve accidente en su trabajo, no imputable a él, y es despedido 
por el patrono para evitarse el pago de los jornales de aquél durante el tiempo de curación; la mujer 
obrera que, en estado de gravidez, pierde su empleo; el empleado que es despedido sin causa en 
época de crisis, para ser sustituido por otro que, a falta de méritos, cuenta con mayor influencia con 
los directores de la empresa o se aviene a ganar menos, quizá con arreglos clandestinos; quienes a 
falta de leyes son sancionados con el cese en su trabajo, integran el ejército de los que declaran la 
lucha sin paliativos y proclaman la rebeldía de clases. 
 
La continuidad en la prestación de servicios, con las naturales pausas y descansos que el 
trabajo impone, es consecuencia de que las tareas laborales sean permanentes; de modo que,  al 
menos durante un lapso relativamente largo, mantengan la expectativa, para el trabajador, de que 
sus servicios se prolongarán mientras subsistan las condiciones normales en la empresa y sea 
correcta su conducta laboral. 
 
Como elemento que deriva de la continuidad en la prestación de los servicios aparece la 
estabilidad del empleo, de tal manera que ha podido así  afirmarse  que continuidad y permanencia 
sobre los presupuestos necesarios para que se dé la estabilidad: La continuidad es la prestación de 
servicios de tracto sucesivo; mientras que la permanencia  es la personal vinculación del trabajador 
a la empresa por tiempo indefinido, aunque el trabajo no sea siempre continuo. Los conceptos 
permanencia y estabilidad no deben confundirse; pues el primero se presenta como una situación 
de hecho en mérito a las condiciones personales del empleado y el segundo es la regulación 
jurídica cuyo objeto es la garantía de la conservación del empleo 
  
Sobre el tema, Baylos Grau (2004. P. 38) se refiere a un fallo del Tribunal Constitucional 
de España, que ha sostenido en la sentencia N° 22/198, que, en su vertiente individual, el derecho 
al trabajo no solo abarca la posibilidad de los trabajadores a acceder, en igualdad de condiciones, a 
un puesto de trabajo concreto, sino también que, una vez obtenido el mismo, se concreta en “el 




justa causa”.  
 
Además señala que en otro fallo el referido Tribunal Constitucional de España ha señalado, 
al dictar la sentencia N° 20/1994 (del 27/1/1994) que forma parte del contenido esencial del 
derecho al trabajo una determinada caracterización de la figura del despido.  
 
Así, el despido debe presentarse como un procedimiento, permitiendo la “visibilidad” del 
acto empresarial rescisorio, lo que implica la exteriorización formal de la causa de despido, 
posibilitando su reconocimiento por el trabajador en toda su potencialidad lesiva de su posición 
jurídica como titular del derecho a un puesto de trabajo, a lo que cabe añadir la necesidad de un 
control judicial por el órgano jurisdiccional competente sobre la legitimidad del accionar 
empresarial, que puede ser desautorizado tanto en el aspecto formal como en el material.  
 
Los fallos indicados determinan que la estabilidad en el empleo es la principal 


























 El marco jurídico referente a la terminación de los contratos individuales de trabajo tiene 
vacíos y falencias legales, lo que ha permitido una aplicación subjetiva de la ley. 
 
 Ante la ausencia de ley y vacíos legales y  por la aplicación subjetiva de la ley, se violentan 
los principios y garantías más elementales del trabajador, especialmente lo referente a sus 
derechos económicos. 
 
 El Art. 169 del Código del Trabajo, no establece el despido intempestivo y la renuncia 
como causas para la terminación de la relación laboral, pese a que la jurisprudencia ha 
considerado como causas adicionales.  
 
 En los trámites de visto bueno y desahucio,  se utiliza el Código de Procedimiento Civil 
como norma supletoria para llenar vacíos legales de procedimiento no previstos en el 
Código del Trabajo. 
 
 Las Resoluciones del inspector del trabajo, especialmente en el trámite de visto bueno son 
consideradas como  informes  por lo que no puede exigir el pago a los empleadores por las 
obligaciones adeudadas al trabajador, debe recurrir al Juez de la Unidad Judicial Laboral 
para reclamarlas.   
 
 El acta de finiquito se ha convertido en un documento de adhesión, contraviniendo lo 
señalado en el Art. 595 del Código del Trabajo, ya que de acuerdo a la página web del 

















 Se debe reformar el Art. 169 del Código del Trabajo, a fin de que se integren expresamente 
los trámites de legalización del acta de finiquito y mediación por conflictos individuales de 
trabajo.  
 
 Las resoluciones del inspector del trabajo deben dejar de considerarse como un mero 
informe, deben ser de cumplimento obligatorio y de ejecución inmediata para las partes, 
especialmente por el empleador, cuando exista la aceptación expresa o se demuestre 
conforme a derecho el incumplimiento de las obligaciones laborales, lo que 
descongestionaría considerablemente el exceso de carga procesal en los juzgados del 
trabajo y haría más eficaz la administración de justicia laboral administrativa y judicial en 
beneficio del trabajador.  
 
 Para una eficaz administración de justicia laboral administrativa, deben delegarse varias 
funciones del Inspector del Trabajo, como es el caso de la notificación personal con las 
acciones iniciadas y el de registros de contratos individuales de trabajo, ya en las dos 
funciones señaladas ocupa aproximadamente el 50% de su tiempo de trabajo. 
 
 Crear un registro en el cual se guarde tanto empleados como empleadores que reciban o 
cometan despidos intempestivos con el objeto de determinar quiénes se aprovechan de esta 




























El tema propuesto en la investigación denominado “FALENCIAS LEGALES DEL 
SISTEMA DE LIBRE DESPIDO EN LA LEGISLACIÓN ECUATORIANA”, tiene una 
significativa importancia actual, toda vez que el Gobierno Nacional, a través del Ministerio de 
Relaciones Laborales ha entregado el proyecto de reformas al Código del Trabajo a la Asamblea 
Nacional y a varias centrales sindicales, a fin de que sea analizado y discutido, y sobre todo se 
planteen reformas al mismo. 
 
Tiene relevancia social, por su transcendencia, utilidad y beneficios que recibirán de la 
empresa los trabajadores. 
 
El proyecto ha sido revisado, especialmente en la parte referente a la estabilidad laboral, y 
se ha observado que se sigue manteniendo el régimen ambiguo y anacrónico del sistema del libre 
despido constante en el actual Código del Trabajo, incluso con normas que atentan aún más contra 
la estabilidad. 
 
La precarización de la relación laboral es evidente, ya que se han establecido nuevas 
formas de contratación, como es el caso del contrato de trabajo de plazo excepcional y además el 
trabajo cooperativo, como ocurre actualmente en Colombia. 
 
Se ha planteado además la subordinación laboral en el ámbito laboral técnico y científico, 
en donde el grado de insubordinación es casi imperceptible, debiéndose tener en cuenta que ésta no 
es sinónimo de terca obediencia o de esclavitud toda vez que el trabajador es una persona capaz 
de discernir, de razonar, y como tal no está obligado a cumplir órdenes que atenten contra su 







La investigación es pertinente al hecho de hacer respetar los derechos de los trabajadores al 
momento de la liquidación. 
 
La originalidad del trabajo se ampara  que no existe otro trabajo igual. 
 
La novedad  de la propuesta que he realizado tiene el objetivo fundamental de garantizar el 




5.2.1 OBJETIVO GENERAL 
 
 Determinar las falencias del sistema del libre despido en la administración de justicia para 
la aplicabilidad del sistema del despido regulado. 
 
5.2.2 OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
 Organizar administrativa y judicial para la aplicabilidad del sistema del despido regulado. 
 
 Establecer los mecanismos para reducir los falentes del sistema del libre despido 
 
 Demostrar que el sistema de despido regulado se adecua al marco constitucional 
ecuatoriano vigente respecto a la tutela efectiva, imparcial y expedita de derechos.  
 
5.3 UBICACIÓN SECTORIAL Y FÍSICA 
 
Este proyecto de tesis se realizó directamente a los profesionales del tema: La Unidad 
Judicial de Trabajo está en el sector de la Parroquia Santa Prisca en la AV. Manuel Larrea y Arenas 
del Cantón Quito, Provincia de Pichincha. 
 
Mientras la Inspectoría de Trabajo en la Parroquia el Belén en la AV. Clemente Ponce y 
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5.5    CARACTERÍSTICAS DE LA PARROQUIA 
 
Como características del sector están que, es un sector central de la ciudad de Quito, 
cercano al centro histórico. 
 
Es un sector entre residencial y comercial, en el existen varias instituciones educativas 
(Colegio Espejo de Mujeres, Escuela Espejo de Mujeres, Colegio Simón Bolívar de Mujeres, 
Colegio Nacional Mejía, entre otros) 
 
Así mismo hay varias instituciones públicas, con los más variados fines, como por ejemplo 
Banco de Fomento, Función Judicial, y de la misma tenemos tanto la Unidad Judicial de Trabajo, 
Juzgados Laborales, y unidades administrativas; La Asamblea Nacional, Contraloría General del 
Estado, con sus Juzgados de Coactivas, Ministerio de Salud, Dinapen, Consejo Provincial de 
Pichincha, IESS, y otros más. 
 
Existen alrededor de 15 notarias, y sin número de locales comerciales privados entre los 
que se pueden mencionar KFC, óptica los andes, cebiches de la Rumiñahui, Tablita del tártaro. 
  
Existen además paradas de trolebús y metro bus alrededor del lugar, y tiene servicio de 
muchas líneas privadas de transporte público, tiene parques como el ejido y la alameda y el parque 
del consejo provincial, existe un monumento icónico en las inmediaciones que es la Basílica de 
Quito, iglesia museo y monumento a la Religión católica de la ciudad.  
 




Son todos los trabajadores o servidores bajo dependencia Institucional.  
 
5.5.1.2 BENEFICIARIOS INDIRECTOS 
 
Como beneficiarios indirectos por medio del trabajador  es la familia del mismo por la 








5.6.1 FACTIBILIDAD INTERNA 
 
Por que en cada institución existen los reglamentos regulados por el Ministerio de Trabajo 
en la que protege  y amparan los beneficios de los trabajadores.  
 
5.6.2 FACTIBILIDAD EXTERNA 
 
En consideración a la factibilidad de la propuesta se reducirán tantos despidos que hasta la 
actualidad existen. 
 
5.7 DESCRIPCIÓNDE LA PROPUESTA 
 
Determinación de falencias del sistema del libre despido en la administración de Justicia en 
el Ecuador. 
 
En  la legislación constitucional y laboral 
 
La Constitución de la República del Ecuador, en el artículo 11.3 (Www.lexis.com.ec, 
2014) se refiere a la aplicación de los instrumentos internaciones sobre derechos humanos, al 
respecto señala: 
  
Art. 11.- EI ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios: (…) 
3) Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación por y ante cualquier 
servidora o servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a petición de parte (…). 
  
La Constitución no diferencia entre estas dos fuentes del derecho, y se refiere a ellos de 
forma genérica como instrumentos internacionales, en consecuencia, les otorga igual valor
3
.Dentro 
de este contexto, los tratados de derechos humanos ocupan un lugar preferencial y diferenciado, 
puesto que su objeto no es sino la finalidad última y el deber primordial del Estado. 
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Los Estados están obligados a respetar y obedecer los instrumentos internacionales, y 
además a adoptar medidas para evitar su incumplimiento. Este es el caso de la Convención 
Interamericana de Derechos Humanos, que expresamente dispone el deber de adoptar disposiciones 
legislativas o de cualquier otro carácter para hacer efectivos los derechos y libertades contenidos en 
el instrumento mencionado, y es así, que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en 
ejercicio de su función consultiva, ha determinado que:  
 
(...) la expedición de una ley manifiestamente contraria a las obligaciones asumidas por 
un Estado al ratificar o adherir a la Convención constituye una violación de ésta y, en el 
caso de que esa violación afecte derechos y libertades protegidos respecto a individuos 
determinados, genera la responsabilidad internacional de tal Estado.(Convención 
Interamericana de Derechos Humanos, artículo 2, Www.lexis.com.ec, 2014) 
 
La Corte Constitucional del Ecuador, en uno de los fallos se ha pronunciado en ese sentido; 
un claro ejemplo de esto es la sentencia que analizó la objeción de conciencia. Al respecto señala: 
 
(...) Al suscribir un país un tratado sobre derechos humanos, se compromete a respetar 
y a garantizar su ejercicio. Esta obligación supone que, en primer término, las disposiciones 
del derecho interno de un país no pueden contrariar a lo dispuesto en los tratados y, además, 
que los Estados no pueden argumentar que ese derecho no está reconocido expresamente en 
sus ordenamientos jurídicos; (...).(Resolución 0035-2006-TC, Tribunal Constitucional, 
R.O. 114-S, 27-VI-2007) 
 
Las normas internacionales de derechos humanos son de aplicación inmediata, así como su 
incorporación en la legislación interna de cada país, sin que pueda alegarse la inaplicabilidad del 
derecho, bajo el pretexto que éste no consta en la legislación nacional. 
 
En el caso del Derecho al Trabajo, con el proceso de constitucionalización de los derechos 
sociales comenzó en la segunda década del siglo XX y se universalizó en la segunda posguerra 
mundial cuando éste arribará, para quedarse, en la mayoría de las constituciones nacionales 
dictadas a partir de entonces y se cristalizará en buena parte de las declaraciones y tratados 
internacionales de derechos humanos, tanto de carácter universal, como regional, como un derecho 
fundamental de todas las personas. 
 
En el contexto indicado, el artículo 33 de la Constitución del 2008, recoge el principio del 





Art. 33.- El trabajo es un derecho y un deber social, y un derecho económico, fuente de 
realización personal y base de la economía. El Estado garantizará a las personas 
trabajadoras el pleno respeto a su dignidad, una vida decorosa, remuneraciones y 
retribuciones justas y el desempeño de un trabajo saludable y libremente escogido o 
aceptado. (Www.lexis.com.ec, 2014) 
 
La norma precedente cataloga al trabajo como un derecho social y económico, fuente 
realización personal y base de la economía, que debe ser garantizado primordialmente por el 
Estado, a fin de procurar el desarrollo del país, lo que significa que sin trabajo no hay desarrollo. 
 
Concomitantemente, el artículo 326.2 de la Constitución de la República del Ecuador 
(Www.lexis.com.ec, 2014), señala que “Los derechos laborales son irrenunciables e intangibles. 
Será nula toda estipulación en contrario.”, otorgándole una característica especial, por la que 
ninguna persona puede renunciar a los derechos que de él se originan. 
 
En la normativa internacional, el artículo 6 del Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(Www.lexis.com.ec, 2014) “Protocolo de San Salvador”,  ratificado por el Ecuador el 2 de Octubre 
de 1993, consagra  y garantiza el derecho al trabajo, y establece: “1.Toda persona tiene derecho al 
trabajo, el cual incluye la oportunidad de obtener los medios para llevar una vida digna y 
decorosa a través del desempeño de una actividad lícita libremente escogida o aceptada”; y, 
además, determina la necesidad primordial de los Estados a garantizar este derecho, al respecto 
señala:  
 
2. Los Estados partes se comprometen a adoptar las medidas que garanticen la plena 
efectividad al derecho al trabajo, en especial las referidas al logro del pleno empleo, a la 
orientación vocacional y al desarrollo de proyectos de capacitación técnico profesional, 
particularmente aquellos destinados a los minusválidos.  Los Estados partes se comprometen 
también a ejecutar y a fortalecer programas que coadyuven a una adecuada atención familiar, 
encaminados a que la mujer pueda contar con una efectiva posibilidad de ejercer el derecho al 
trabajo”. (Www.lexis.com.ec, 2014)  
 
El artículo 7 de lo referido cuerpo legal establece el despido regulado o justificado, y 
señala que los Estados partes deberán asegurar en sus legislaciones este derecho, al respecto señala:  
 
(…) la estabilidad de los trabajadores en sus empleos, de acuerdo con las 
características de sus empleos y profesiones y con las causas de justa separación. En caso de 




el empleo o cualesquiera otra prestación prevista por la legislación nacional” 
(Www.lexis.com.ec, 2014).  
 
El Derecho al Trabajo se constituye, entonces, en un derecho de suma importancia, y que 
forma parte del denominado “bloque de constitucionalidad”, cuyo reconocimiento implica, a nivel 
internacional, en forma restringida, la obligatoriedad de la normativa supranacional ratificada o 
suscrita por los Estados; reconocimiento que no es excusable por el establecimiento de normativa 
interna en sentido contrario, en sometimiento al principio pacta suntservand, que establece la 
obligación estatal de aplicar la norma más favorable a los derechos de la persona en aplicación del 
principio pro homine; esto, con especial énfasis en los instrumentos internacionales de derechos 
humanos que adquieren total obligatoriedad y son concebidos con mayor jerarquía que los 
instrumentos internacionales de carácter ordinario. 
  
El contenido del bloque de constitucionalidad en el derecho ecuatoriano, su determinación 
es aún difícil de establecer debido al escaso o casi inexistente desarrollo jurisprudencial y 
doctrinario sobre el tema. Sin embargo, del análisis de la propia Constitución, podemos vislumbrar 
que su contenido es bastante amplio, tanto en su alcance conceptual como en el tipo de normas que 
lo conforman, especialmente las relacionadas con el trabajo. 
 
Determinado el marco constitucional del derecho al trabajo, en relación con la normativa 
internacional, es necesario analizar la normativa del Código del Trabajo para establecer sus 
falencias. 
 
El Art. 169 del Código del Trabajo (Www.lexis.com.ec, 2014), analizado anteriormente 
establece las causas para la terminación del contrato de trabajo, y en ninguna de ellas se refiere 
como causales al despido injustificado o intempestivo como se lo conoce en nuestra legislación, e 
incluso a la renuncia. 
 
El Despido intempestivo es la actitud unilateral tomada por el empleador para dar por 
terminado el contrato; esta actitud se materializa ya sea en la orden de dejar de trabajar y 
decirle que está despedido; ya en cualquier medida tendiente a impedir que cumpla su labor. 
 
Nelly Chávez, (153) en su obra “Manual de Derecho Laboral” conceptualiza el despido 







El despido intempestivo se materializa con la sola decisión del empleador de dar 
por terminado el contrato de trabajo sin causa que justifique su procedencia, e incluso, en 
muchos de los casos, la causa del despido puede ser inconstitucional, ilegal e ilegítima, 
puesto que se despide: a la mujer embarazada por considerarla una carga laboral por las 
licencias por maternidad y lactancia; a los promotores, dirigentes en integrantes de una 
organización de trabajadores, por los hecho de la organización y la negociación colectiva, 
en la que van  reclamar sus justos derechos contemplados en la ley; a los trabajadores que 
van alcanzar derechos económicos con el transcurso del tiempo, como es el caso de los 
fondos de reserva y la jubilación patronal, entre otras. 
 
El libre despido es evidente en el Código del Trabajo, aunque a veces se lo solapa dentro 
de una estabilidad regulada, como por ejemplo en los casos: de mujer embarazada (Art. 153), del 
dirigente sindical (Art. 187), de los trabajadores cuando presente el contrato colectivo (Art. 233), 
de los trabajadores cuando esté en proceso la constitución de una organización sindical (Art. 452), 
entre otras, puesto que, se prohíbe su despido injustificado; sin embargo, ante la ocurrencia del 
mismo, se le impone únicamente una sanción al empleador como la de pagar una indemnización 
adicional a la contemplada en la ley (Art. 188), lo que denota que el derecho al trabajo y a la 
estabilidad laboral que contempla la Constitución de la República del Ecuador y los Tratados 
Internacionales son una mercancía. 
 
Cabe mencionarse que el artículo 153 del Código del Trabajo señala:   
 
“Art. 153.- Protección a la mujer embarazada.- No se podrá dar por terminado el contrato 
de trabajo por causa del embarazo de la mujer trabajadora y el empleador no podrá 
reemplazarla definitivamente dentro del período de doce semanas que fija el artículo anterior. 
 
Durante este lapso la mujer tendrá derecho a percibir la remuneración completa, salvo el 
caso de lo dispuesto en la Ley de Seguridad Social” (Código del Trabajo, 2014) 
 
El Código del Trabajo prevé la acción para el reclamo de indemnizaciones laborales que se 
encuentran inmersas en el Código del Trabajo, cuya competencia radica ante el Juez del Trabajo, a 
fin de que el empleador pague el valor de las mismas. 
 
En el sector público, la Asamblea Constituyente emitió el Mandato Constituyente Nro. 2, 
en el que en el artículo 8 estableció las indemnizaciones que deben recibir los trabajadores por la 





(…)Las autoridades laborales velarán por el derecho a la estabilidad de los 
trabajadores. Salvo en el caso de despido intempestivo, las indemnizaciones por supresión de 
puesto o terminación de relaciones laborales del personal de las instituciones contempladas 
en el artículo 2 de este Mandato, acordadas en contratos colectivos, actas transaccionales, 
actas de finiquito y cualquier otro acuerdo bajo cualquier denominación, que estipule pago 
de indemnizaciones, bonificaciones o contribuciones por terminación de cualquier tipo de 
relación individual de trabajo, será de siete (7) salarios mínimos básicos unificados del 
trabajador privado por cada año de servicio y hasta un monto máximo de doscientos diez 
(210) salarios mínimos básicos unificados del trabajador privado en 
total.(Www.lexis.com.ec, 2014) 
 
Posteriormente, el Mandato Constituyente Nro. 4, fijo el tope en trescientos salarios mínimos 
básicos unificados del trabajador privado, al respecto se señala: 
 
(…) Las indemnizaciones por despido intempestivo, del personal que trabaja en las 
instituciones señaladas en el artículo 2 del Mandato No. 2, aprobado por la Asamblea 
Constituyente el 24 de enero de 2008, acordadas en contratos colectivos, actas 
transaccionales, actas de finiquito o cualquier otra forma de acuerdo o bajo cualquier 
denominación, que estipule el pago de indemnizaciones, bonificaciones o contribuciones por 
terminación de relaciones individuales de trabajo, bajo la figura de despido intempestivo, no 
podrán ser superiores a trescientos (300) salarios básicos unificados del trabajador privado 
(…) (Www.lexis.com.ec, 2014) 
 
La desvinculación de los servidores públicos, incluidos los que se rigen por el Código del 
Trabajo, ya sea por supresión de partidas, compra de renuncias, despidos intempestivos, o cualquier 
otra forma de despido injustificado, se paga por la permisibilidad de la ley con un valor monetario, 










Desde el año 2009 hasta el año 2013 han salido del sector publico aproximadamente ocho 
mil trabajadores, salida ilegal y que se contrapone al marco constitucional, puesto que en varios 
casos se despidieron trabajadores por “presunciones de ineptitud y corrupción”, puesto que, no se 













Arts. 188 y 185 CT
 
Hasta tres años de servicio, con el valor 
correspondiente a tres meses de 
remuneración.
De más de tres años, con el valor 
equivalente a un mes de 
remuneración por cada año de 
servicio, sin que en ningún caso ese 
valor exceda de veinte y cinco meses 
de remuneración.
El 25% de la remuneración por cada año 
de servicio por desahucio 
 
CONTRATO A PLAZO FIJO
Arts. 189 y 181 CT
 
indemnización equivalente al 50% de la 
remuneración total, por todo el tiempo 
que faltare para la terminación del plazo 









Mujer embarazada – Art. 153 CT
 
 
Dirigentes Sindicales – Art. 187 CT
 
 
Cuando se presente el contrato 
colectivo – Art. 233
 
 
Asamblea para constituir una 






MANDATO 2, Art. 8:
Hasta 7 y 7* SMBU 
del trabajador 
privado por cada 
año de servicio y 
hasta un monto 




transaccionales o de 
finiquito. 
MANDATO 4, Art. 
1:

















Para “legitimar” los despidos injustificados, el Gobierno reformó el Reglamento a la 
LOSEP, mediante la emisión del Decreto Ejecutivo Nro. 813, por medio del cual se incorporó en el 
Reglamento la “compra de renuncias obligatorias”, cuya denominación atenta contra la propia 
conceptualización de lo que significa renuncia, que de acuerdo al Diccionario de la RAE es “Hacer 





En la operatividad Institucional Judicial 
 
Inspección del Trabajo de Pichincha 
 
Las Inspecciones del Trabajo son los entes encargados del control y cumplimiento de las 
obligaciones obrero – patronales; sin embargo, en los casos sobre despido intempestivo no pueden 
actuar, peor aún, asumir una competencia para exigir al empleador el pago de indemnizaciones a 
favor del trabajador, puesto que por mandato del artículo 545.2 del Código del Trabajo 
(Www.lexis.com.ec, 2014), deben “Cuidar de que en las relaciones provenientes del trabajo se 
respeten los derechos y se cumplan las obligaciones que la ley impone a empleadores y 
trabajadores (…)”. 
 
El conocimiento del despido intempestivo les corresponde a los jueces del trabajo y no a 
los inspectores del trabajo, que únicamente actúan como mediadores para alcanzar acuerdos entre 
las partes, aún si éstos conculcan derechos laborales, como es el caso de someter a “negociación” 
de lo que debe recibir el trabajador, y así por una cantidad mínima, incluso se compensan valores 
que le corresponden al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social por concepto de afiliación, bajo la 













Actualmente, existen una gran cantidad de reclamos en las inspecciones del trabajo, en las 
que, si se determina el incumplimiento de obligaciones laborales por parte del empleador, se le 
sanciona hasta con veinte RBU del trabajador en general, y sin que de esta multa el trabajador 
reciba un solo centavo, y que para poder cobrar sus valores reclamados debe enfrentar juicios que 






Gráfico No. 16 





En la práctica, un gran número de empleadores toma las siguientes “precauciones” con sus 
empleados, presentándose  situaciones muy comunes en el medio laboral para ejercer presión sobre 
el trabajador, a fin de que acepte terminar su contrato de trabajo por la famosa “renuncia”, a fin de 
no pagar las indemnizaciones que le corresponden: 
 
1.-  Amenazan al trabajador con iniciarle una acción penal con el fin de privarle de su libertad, 
en base a acusaciones por hurto, si no acepta suscribir la terminación de su relación laboral por 
“mutuo acuerdo de las partes” 
 
2.- Se advierte al trabajador de que en caso de no aceptar la terminación por mutuo acuerdo de 
las partes, no se le concederá ningún certificado de trabajo ni tampoco se le entregará la liquidación 
de sus haberes. 
 
3.- Se ofrece pagar al trabajador adicionalmente a su liquidación, una “bonificación” que es 
inferior a lo que legalmente  le corresponde. 
 
Los usuarios de justicia administrativa en las inspecciones del trabajo no confían en el 
sistema, por la ineficacia del servicio, que por una parte conculca derechos, y por otra parte, ante la 





Gráfico No. 17 
 







Juzgados del Trabajo 
 
El reclamo por obligaciones patronales les corresponde a los jueces del trabajo, y muy 
especialmente el reclamo de las indemnizaciones por despido intempestivo. 
 
Los jueces laborales están impedidos en el proceso de ordenar la readmisión del trabajador 
que ha sido despedido por causa injustificada, y ante la ocurrencia de la misma, lo que conceden es 
el pago de indemnizaciones dentro de un proceso tortuoso, en el que la carga de la prueba le 
corresponde al trabajador, incluso la tediosa demostración del despido intempestivo, prueba 





El acto del despido intempestivo, en muchos de los casos, se produce en la intimidad de las 
oficinas de los representantes del empleador, sin testigos, y cuando existen son los propios 
trabajadores de la institución o empresa, que por temor a represalias se ven impedidos de declarar, 
y cuando lo hacen, en varios casos, sus testimonios son rechazados por “imparcialidad”, por tener 
la calidad de empelados. 
 
Entonces, la prueba del despido intempestivo se hace imposible, especialmente cuando los 
jueces no aplican los principios universales del derecho social y laboral, consistente en la 
inversión de la carga de la prueba, por la que le corresponde únicamente demostrar al 
trabajador la existencia de la relación laboral. 
 
En la actualidad, la carga procesal de los juzgados del trabajo o de las unidades judiciales 
es elevada, y es así que en el año 2012, se tramitaron de 4.250 procesos, el 90% correspondieron a 











Gráfico No. 18 
 
Juicios laborales – Ciudad de Quito - Año 2012 
 
Fuente: Gabriela Solórzano 
 
 
La elevada carga procesal es un factor determinante para que los juicios laborales tengan 
una duración que en muchos de los casos superan los tres años, y esto se debe, por una parte, al 
sistema imperante del libre despido; y, por otra parte, a la falta de jueces para una tramitación 
oportuna y eficaz de los juicios, que le obligan al trabajador a “negociar” los valores por 
indemnizaciones, e incluso por derechos adquiridos. 
 
En el Ecuador, el promedio de jueces en relación a los habitantes del país es sumamente 
bajo, lo que hace que un proceso tenga una duración excesiva, y es así, que según datos del 
Consejo de la Judicatura, actualmente existen un promedio de 9,5 jueces por cada 100 mil 
habitantes. Anteriormente hasta el año 2010, existían un promedio de 4,5 por cada 100 mil 
habitantes. El promedio latinoamericano es de 11 jueces por cada 100 mil habitantes, y el promedio 
europeo es de 21,3 jueces por cada 100 mil habitantes, siendo este último un promedio 
recomendable. 
 
La lentitud e ineficacia de la función judicial, especialmente en el ámbito laboral se refleja 










Gráfico No. 19 
 
GRADO DE SATISFACCIÓN DEL USUARIO EN EL SISTEMA DE 






El promedio de duración de un juicio laboral es de dos años, puesto que ahora se impugna 
las sentencias definitivas a través de la acción extraordinaria de protección, especialmente por el 
empleador, quien es el que ostenta el poder económico y la fuerza descomunal en la relación 
laboral, a diferencias del trabajador, se ve afligido por los recursos económicos y por el tiempo de 
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Gráfico No. 20 
 







La sentencias emitidas por la ex Corte Nacional de Justicia han sido determinantes para 
establecer de que en el Art. 169 del Código del Trabajo no existe la figura del despido 
intempestivo, sino únicamente la sanción establecida por el referido cuerpo legal, al respecto una 
de los fallos señala: 
 
Nuestro Código Laboral no establece lo que por despido debe entenderse. De las 
disposiciones contenidas en dicho cuerpo legal se deduce que: ´es una de las causas de la 
extinción del Contrato de Trabajo; esto es que es una terminación peculiar del Derecho 
Sustantivo Laboral, distinto de las causas de extinción de los contratos, previstos en el Art. 
1610 del Código Civil, diferenciándose de la resolución o rescisión legal o voluntaria.  El 
despido aducido por el actor, proviene de que un representante del Banco…, en forma 
arbitraria, no asignó labor alguna a su empleado, dejándole al margen de su función 




expresa del empleador, sino también de actos que implícitamente demuestran la voluntad de 
dar por terminado el contrato de trabajo; actos que como en el presente caso son un 
verdadero atentado a la dignidad humana, manteniéndole prácticamente al actor parado al 
frente del escritorio del eventual reemplazante, actitud que demuestra una especie de acoso 
para que abandone su trabajo. (Prontuario Nro. 2, 1989, p. 238) 
 
El fallo puntualiza la existencia de un despido arbitrario, que se diferencia de la resolución 
o rescisión legal o voluntaria, y expone un caso de lo que se conoce como acoso laboral, y es el 
quitarle las funciones al trabajador, impidiéndole la realización de su trabajo, con la única finalidad 
de que renuncie al mismo, con la finalidad de ahorrarle al empleador de lo que debería pagar por 
concepto de indemnizaciones aborales. 
 
Otro fallo, se refiere a otra forma absurda de terminación de la relación laboral, y es a 
través la renuncia, la cual no consta como causal de terminación de la relación laboral en el Art. 
169 del Código del Trabajo, la respecto el fallo señala:  
 
(…)TERCERO.- Expuesta en los términos que quedan consignados la impugnación del 
actor, la Sala de lo Social y Laboral luego de examinar con el debido detenimiento y 
ponderación los fundamentos de aquella, arriba a la conclusión de que lugar al recurso 
promovido. Sustenta este Tribunal su convicción en las apreciaciones siguientes: a) Si bien 
es verdad que consta a fjs. 14 de los autos una comunicación suscrita por el ahora 
recurrente en la cual expresa que renunciar voluntariamente "del  cargo de mensajero del 
almacén", no es menos cierto que este documento analizado en todo su contexto, sin 
esfuerzo aparece que la fecha colocada en él, ha sido puesta en una época o memento 
diferente a lo demás que aparece escrito en él. Todo esto lleva a este tribunal a concluir 
que de manera artificiosa y posterior se le puso fecha a dicha "renuncia", como así lo 
manifiesta el actor reiteradamente. Sobre el punto insístase en indicar que existe por 
desgracia determinados empleados que acuden al proditorio arbitrio de obligar a quien 
solicita trabajo que como condición para concederlo suscriba con antelación la renuncia, 
para ponerle posteriormente la fecha que el empleador estime conveniente. La Sala advierte 
que este reprobable hecho ha ocurrido en el presente caso; dado como queda dicho la 
diferencia que se advierte entre los caracteres que constan en la fecha de tal renuncia y los 
que se leen a continuación en el texto de aquella (…) (GACETA Nro. 2, SERIE XVI – 
Digital) 
 
La jurisprudencia señalada, se refiere a la malicia con que varios empleadores terminan la 
relación laboral con el trabajador, incluso de mutuo acuerdo, cuando al inicio de las relaciones 
laborales les obligan a firmar documentos en blanco, los cuales son llenados con la “renuncia del 




de cambio aceptadas en blanco, ya que si el trabajador en un juicio laboral ha cobrado su justa 
indemnización, estos le exigen judicialmente el pago de la letra de cambio por lo que cobro el 
trabajador por indemnizaciones. 
 
La doctrina ha establecido para la terminación de los contratos individuales de trabajo dos 
formas a saber: mecanismos de hecho y por causas legales. 
 
1.- Mecanismos de Hecho.- Son aquellos que se presentan por actitudes unilaterales de 
cualquiera de las partes que intervienen en la relación laboral, con el propósito de poner fin al 
contrato individual de trabajo, y que se configuran por: a) el abandono o b) el despido 
intempestivo, situación que acarrea que la parte que se sienta perjudica con esta decisión unilateral, 
presente un reclamo legal para hacer valer sus derechos y sea indemnizado por esta medida 
imprevista. En cualquiera de los dos casos, se debe probar circunstancialmente por quienes lo 
alegan como antecedente de las indemnizaciones que tales hechos dan lugar. 
 
El despido intempestivo es un acto subjetivo cuyas circunstancias deben ser ampliamente 
demostradas mediante medios idóneos, con testimonios directos, concordantes y fundamentales, 
por lo tanto, se configura el despido intempestivo cuando hay la voluntad unilateral por parte del 
empleador de romper el vínculo laboral, con la característica de ser una acción inesperada y 
violenta,  que se expresa por diversos medios como: obligar al trabajador para que presente su 
renuncia; cambiar maliciosamente al trabajador de ocupación para degradarlo a funciones que no 
pueda desempeñar ; cerrar el lugar de trabajo;  indicándole que no requiere de sus servicios; y, 
disminuir la remuneración. 
 
Las más variadas formas de ponerle fin o término a las relaciones jurídicas, por voluntad de 
las partes o interesados, forzosamente o de modo fortuito, han recibido en la doctrina el nombre 
técnico de extinción, que se refiere genéricamente a las acciones, los derechos y las obligaciones, 
así como a innúmeras instituciones, por cuanto implica todo género de cese, cesación, término, 
conclusión, final o desaparición de personas, cosas o situaciones y, a veces, de sus efectos y 
consecuencias también. 
 
Como es habitual en el tecnicismo jurídico, no existe terminología unánime en lo relativo a 
la extinción del contrato de trabajo, que parece ser el rótulo más elástico y certero en la materia. La 
diferentes formas en que se extinguen o finalizan las relaciones laborales han recibido en la 
legislación de los pueblos los más variados nombres, así se habla de extinción, disolución, 
resolución, rescisión, ruptura y despido. Nuestro Código del Trabajo toma la expresión: 




La doctrina jurídica está acorde que la separación del trabajo de una persona trae para la 
misma, como par su familia, graves consecuencias. Son graves en el caso de no encontrar 
nuevamente un trabajo en corto tiempo, pues pierde ciertas prerrogativas que provienen del tiempo 
de servicio, en materia de jubilación patronal, del fondo de reserva, de determinados subsidios que 
eventualmente sean en la empresa de que se trate. Hay efectos psicológicos negativos por el 
cambio de ocupación, el cambio de ambiente, como también en la eficiencia en el trabajo que se 
verá disminuida por el cambio. 
 
Proyecto de reforma legal 
 
Ley reformatoria al Código del trabajo 
 




Que, el Artículo 33 de la Constitución de la República del Ecuador establece al trabajo 
como un derecho social, que gozará de la protección del Estatal para asegurar al trabajador el 
respeto a su dignidad, una existencia decorosa y una remuneración justa que cubra sus necesidades 
y de su familia. 
 
Que el numeral segundo del Art. 169 del Código del Trabajo, determina las formas de 
terminación del contrato de trabajo, norma en la que no consta el despido intempestivo.  
 
Que,  a la terminación de la relación laboral por mutuo consentimiento, no se observa el 




Reformar  el Art. 169 del Código del Trabajo: 
 
A continuación del Art. Art. 169 del Código del Trabajo agréguese el  siguiente artículo: 
 
Art.- Terminación del contrato de trabajo por causa regulada.- El contrato de trabajo 
terminará únicamente por las causas establecidas en los artículos 172 y 173 del Código del Trabajo, 




Constituyen causa injustificada las que transgredan principios y derechos establecidos en la 
Constitución de la República del Ecuador, Tratados Internacionales ratificados por el Ecuador, y la 
normativa legal vigente. 
 
De la Resolución que emita el Inspector del Trabajo, el Trabajador podrá interponer 
recurso de apelación, el mismo que se concederá en efecto suspensivo. 
 
Si un trabajador hubiera sido despedido de su empleo sin el trámite establecido en el 
presente artículo, podrá solicitar al Juez del Trabajo su readmisión inmediata, debiendo el 
empleador canelar las remuneraciones y beneficios que hubiera dejado de percibir el trabajador. 
 
Dado en la ciudad de San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, en Pleno de la Asamblea 
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Elaboración Del Proyecto                 
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Corrección Del Proyecto                 
Aprobación del proyecto                 
Elaboración del Capítulo I                 
Elaboración del Capítulo II                 
Elaboración del Capítulo III                 
Elaboración del Capítulo  IV                 


















El presupuesto de gastos estimado para el presente trabajo de investigación será el siguiente: 
 
 
Gráfico No. 22 
 
Ítem Descripción Cantidad Unidad Costo U. Total $ 
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De realizarse la reforma que planteo dentro de este trabajo en el Código de Trabajo 
causaría impacto a varios niveles, del funcionamiento de la sociedad y de los empleadores, sean 
estas compañías, personas naturales o el Estado mismo, pues, con la aprobación de la reforma 
habrían beneficios para los Trabajadores, pero también habría impactos económicos y 
administrativos para los empleadores y para las entidades del Estado. 
 
Desde el primer punto de vista, el empleado tendría un mayor sustento legal el momento de 
producirse un despido, pues, de cumplirse la norma al pie de la letra, tendría su indemnización en 
un menor tiempo e invirtiendo menos dinero en su defensa legal, ahorrándole el engorroso trámite 
de acudir ante la Justicia Ordinaria y gastarse un juicio entero para probar un hecho, y reclamar sus 
derechos, gastar en abogados o acudir a la defensoría pública, obtener copias certificadas 
necesarias e invertir en movilización de testigos y cuanto otro más que se necesita en un juicio 
laboral, convirtiéndolo en un trámite administrativo del cual podría terminar en una mañana o 
menos, pues solo se dependería de requisitos mínimos para el cobro de los valores que le 
correspondan. 
 
En cambio desde el punto de vista del empleador, la norma le obligaría a desembolsar 
dinero casi instantáneamente al producirse el despido, pero que pasaría si en ese momento el 
empleador no tiene para el desembolso, seguramente afectaría las finanzas y su contabilidad, lo que 
en una futura instancia nos llevaría a creación de reglamentos o imposición de multas a los 
empleadores que, habiendo cometido este ilícito, no han cumplido con el requerimiento de 
consignar los valores debidos al ex empleado. 
 
Al ser una institución casi automática la que se propone, el empleador debería tener 
recursos y personas que estén prestas a cumplir con esta imposición, para que en factor tiempo y 
dinero se cumpla con lo que mandaría la norma, y satisfacer los derechos de los trabajadores, 
quienes son de todas maneras la parte débil de la relación laboral. 
 
Así pues, se podría pensar que existiría directa o indirectamente una creación de empleo 
dentro de las empleadoras, pues si la empresa o institución empleadora tiene muchos empleados, 
los requerimientos de este tipo deben ser cumplidos constantemente y requerirían personal que se 






Así mismo habría un impacto para las entidades de Justicia regular, es decir para los 
Juzgados de Trabajo y Unidades Judiciales Laborales, puesto que, el Despido Intempestivo es el 
Juicio más común en estas entidades y de cumplirse la norma propuesta, se pasaría casi a la 
extinción de estas. 
 
De la misma manera, el Ministerio de Trabajo, y todas sus dependencias a lo largo y ancho 
del País, deberían crear nuevas oficinas y contratar nuevos empleados para que se encarguen 
exclusivamente de la recepción, consignación y pago a los empleados, de los valores por despido 





 De acuerdo a la investigación realizada, se hará mención a cuatro puntos importantes que 
han aparecido a lo largo de la misma, y que se han desprendido de los criterios de las personas 
entrevistadas, quienes son personas letradas en materia laboral: 
 
a) Que el sistema de libre despido del Código del Trabajo, vigente en este momento, 
transgrede principios Constitucionales que son normas legales supremas en el País y cuya 
legalidad y vigencia no tienen discusión. 
 
b) De acuerdo a las encuestas realizadas y obtenidas, se establecieron criterios concordantes 
en relación a que, el sistema de libre despido es atentatorio contra el derecho al trabajo y a 
la estabilidad laboral. 
 
c) Además, se estableció en las encuestas, que las causas contempladas en el Artículo 172 del 
Código del Trabajo, así como el procedimiento de trámite del visto bueno de la misma 
forma trasgreden el derecho al trabajo y a la estabilidad laboral, puesto que datan de una 
ley anacrónica con más de setenta años de vigencia y que no se ha actualizado conforme a 
la evolución de las formas del trabajo, derecho laboral, al derecho social y del derecho en 
sí mismo, que evoluciona constantemente. 
 
d) La mayoría de los encuestados y entrevistados coinciden en la reforma del Código del 
Trabajo, a fin de que se aplique el sistema de despido regulado o justificado en el Código 
del Trabajo, puesto que si hablamos de que el libre despido es inconstitucional y 




de derechos de los trabajadores, que la normativa que esté vigente sea armónica con la 
constitución y sus principios garantistas, es ilógico pensar que, una institución legal tan 
importante y tan usada, sea inconstitucional. 
 
e) Que como resultado del silogismo legal en el cual se encuentra el despido actualmente en 
el Ecuador, en Inspectorías, Juzgados y Unidades Judiciales Laborales, se ha producido un 
exceso de denuncias y causas seguido de un tortuguismo procesal que no puede velar por 
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